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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	12-1288-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	01-02-12
	MULTA POR NO USAR CASCO DE SEGURIDAD

-Artículo 131 inciso L) de la Ley de Tránsito

La norma establece una multa para el “conductor de bicicleta, motobicicleta, bicimoto, triciclo, cuadraciclo o motocicleta que viole las disposiciones, en cuanto al uso del casco de seguridad, contenidas en el inciso 3) apartado b) del artículo 32, el inciso a) del artículo 104 y el inciso j) del artículo 105 de la presente Ley.” El accionante considera que la multa es desproporcionada. 



	12-1297-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	01-02-12
	IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS

-Artículos 2, 3 y 8 de la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. No. 9024 del 23 de diciembre del 2011. Alcance 111-A de la Gaceta 249 del 27 de diciembre del 2011. 

Las normas regulan el monto del impuesto a las personas jurídicas, de un 50% de un salario base mensual a las sociedades activas y con alguna actividad comercial y un 25% a las no activas y sin actividad comercial. Además se exonera a las personas jurídicas que están como micro y pequeñas empresas, inscritas en el Ministerio de Economía. 



	12-1298-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	01-02-12
	EJECUCIÓN PRENDARIA E HIPOTECARIA

-Artículos 8, 9 y 10 de la Ley de Cobro Judicial. No. 8624 del 01 de noviembre del 2007.

Las normas regulan el proceso de ejecución prendaria e hipotecaria. El recurrente considera que es inconstitucional porque las partes no están en igualdad de condiciones procesales, pues no se permite al demandada plantear la oposición. 



	12-1328-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	01-02-12
	MULTA DE TRANSITO

-Artículo 134 inciso c) y 32 inciso h) de la Ley de Tránsito por vías Públicas Terrestres. N° 7331

La norma prevé una multa para el “conductor de un automóvil que incumpla cualquiera de las disposiciones, generales y especiales, que le sean aplicables, establecidas en el artículo 32 de esta Ley, siempre que dicho incumplimiento no haya sido sancionado en otra norma de la presente Ley”. Fundamentalmente por no dispositivos proyectores de luz roja, que se accione con los frenos en forma automática. Se alega que la multa impuesta es desproporcionada. 



	12-1384-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	02-02-12
	RESOLUCIÓN JUDICIAL

-Jurisprudencia formada a partir de los artículos 567 y 574 del Código Procesal Civil. 

La jurisprudencia impugnada es la resolución de las 14:46 del 09 de enero del 2012 del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, en donde se acepta apelación y se emplaza a las partes a hacer valer sus derechos y a expresar agravios. Las normas se refieren únicamente al emplazamiento de las partes para comparecer ante el superior, no para “expresar agravios”



	12-1409-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	03-02-12
	DISOLUCIÓN Y CANCELACIÓN DE INSCRIPCIÓN DE PERSONAS JURÍDICAS

-Artículo 6 de la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. Ley número 9024 del 22-12-2012.

La norma señala que el no pago del impuesto establecido en la presente ley por tres períodos consecutivos será causal de disolución de la sociedad mercantil, empresa individual de responsabilidad limitada o sucursal de una sociedad extranjera o su representante. El Registro Nacional enviará el aviso de disolución al diario oficial La Gaceta, de conformidad con el artículo 207 del Código de Comercio, y procederá a la cancelación de la inscripción y anotación de bienes. Las deudas derivadas de este impuesto constituirán hipoteca legal preferente o prenda preferente, respectivamente, si se trata de bienes inmuebles o bienes muebles propiedad de las sociedades mercantiles, empresas individuales de responsabilidad limitada o sucursales de una sociedad extranjera o su representante. Se alega que la norma es violatoria del debido proceso y del derecho de propiedad.



	12-1442-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	03-02-12
	CREACIÓN DE LA PLATAFORMA DE GOBIERNO DIGITAL

-Reglamento para la utilización del Sistema Electrónico de compras públicas mercado en línea Mer-Link. Decreto 36242-MP-PLAN 2010. Gaceta 221 del 15 de noviembre el 2010.

-Reglamento al título II de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector de Telecomunicaciones. Decreto 35148-MINAET. Gaceta 72 del 15 de abril del 2009.

-Decreto 35139-MP-MIDEPLAN del 2009

Mediante las normas impugnadas se crea una plataforma electrónica para realizar las compras con el Estado por Decreto 35139-MP-MIDEPLAN del 2009 se crea la Comisión Intersectorial del Gobierno Digital. Se acusa que esta normativa es inconstitucional por tener vicios en el procedimiento, ya que los decretos debieron haber sido firmados por el Ministro de Hacienda. Además la plataforma electrónica está en manos de una empresa transnacional.

	12-1530-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	06-02-12
	METODOLOGÍA PARA ANÁLISIS DE MUESTRAS DE PRODUCTOS

-Artículos 5.1.5.4 del Decreto Ejecutivo 32149-MEIC-S-MAG NCR 384 Frijol en Grano

La norma señala el método aplicable en el análisis de las muestras de producto, que a juicio del accionante no son el más idóneo a nivel técnico.



	12-1561-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	06-02-12
	DEBER DE FIDELIDAD DURANTE LA SEPARACIÓN JUDICIAL

-Artículo 62 del Código de Familia

La norma señala que “los efectos de la separación son los mismos que los del divorcio, con la diferencia de que aquélla no disuelve el vínculo, subsiste el deber de fidelidad y de mutuo auxilio”. Se acusa que el deber de fidelidad lesiona el derecho de la persona separada a formar una familia, durante el tiempo que dura la separación judicial.  



	12-1566-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	06-02-12
	DEBER DE FIDELIDAD DURANTE LA SEPARACIÓN JUDICIAL

-Artículo 62 del Código de Familia

La norma señala que “los efectos de la separación son los mismos que los del divorcio, con la diferencia de que aquélla no disuelve el vínculo, subsiste el deber de fidelidad y de mutuo auxilio”. Se acusa que el deber de fidelidad lesiona el derecho de la persona separada a formar una familia, durante el tiempo que dura la separación judicial.  



	12-1636-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	07-02-12
	AUMENTO AL SALARIO DE LOS DIPUTADOS

-Artículo 2 último párrafo de la Ley de Remuneración de los Diputados de la Asamblea Legislativa. No. 7352

La norma señala que la remuneración de los diputados se aumentará semestralmente en un 5%, lo que en este momento representa un 300% más del aumento a los funcionarios públicos, aprobados para el primer semestre del 2012.



	12-1637-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	07-02-12
	INDEXACIÓN DE SENTENCIAS DE MATERIA LABORAL

-Jurisprudencia de la Sala Segunda respecto a la obligación de indexación de las sentencias que imponen obligación de pagos de extremos laborales.

Se acusa que el cambio jurisprudencial no se fundamentó en ninguna norma jurídica. (sentencias 225-10, 1419-10, 260-09 y 312-09.



	12-1643-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	07-02-12
	DENEGATORIA DEL PRINCIPIO DE LA DOBLE INSTANCIA EN PROCESOS LABORALES DE MENOR CUANTÍA

-Artículo 10 de la Ley 3664 de enero de 1996. Ley que Regula el Proceso Laboral en Negocios de Menor Cuantía. 

Se indica que el artículo 10 de la citada ley, que regula los asuntos laborales de menor cuantía en materia laboral, es inconstitucional al establecer que contra las resoluciones dictadas en los juicios no será admitido recurso alguno, salvo el de apelación en el caso de la sentencia a que se refiere el artículo 6°, violando a juicio de la accionante, el derecho de defensa. 



	12-1676-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	08-02-12
	SANCIONES IMPUESTAS POR LA SUPEN

-Artículo 52 de la Ley 7523. Régimen Privado de Pensiones Alimentarias, reformada por la Ley 7982 del 16-02-2000.

La norma faculta a la SUPEN para sancionar, destituir, inhabilitar,  y multar a personas físicas y a empleados y directivos de las entidades sujetas a la fiscalización de dicha entidad. Se cuestiona la interpretación de la SUPEN de seleccionar a quienes investiga y a quienes no. 



	12-1691-0007-CO

Consulta Judicial


	08-01-12
	CONVENCIÓN COLECTIVA DE LA MUNICIPALIDAD DE DESAMPARADOS

-Convención Colectiva de la Municipalidad de Desamparados

La convención colectiva no tiene tope de cesantía y se acusa que sentencias de la Sala Constitucional, habían determinado que este tipo de instrumentos.



	12-1691-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	08-02-12
	MULTA POR EXCESO DE PASAJEROS

-Artículo 133 inciso ch) de la Ley de Tránsito No. 7331 del 13-04-1993 y sus reformas.

La norma señala que se impondrá una multa “al conductor cuyo vehículo lleve un exceso de pasajeros, en contravención de las disposiciones del numeral 2, inciso a) del artículo 98 y en el artículo 125 de esta Ley”.



	12-1733-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	09-02-12
	MULTAS Y SANCIONES A CHOFERES

Artículos 71 bis inciso c), 80 párrafo 2), 131 inciso k), 153 párrafo final y 201 de la Ley de Tránsito.

Se impugna la multa y la sanción con pérdida de puntos que se impone por no tener vehículo en adecuadas condiciones (cinturones de seguridad y otros). Se acusa que al chofer, se le rebajan puntos de la licencia, aún cuando el vehículo no es propio. 



	12-1777-0007-CO

Consulta Judicial


	09-02-12
	JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL AGRARIO

Jurisprudencia del Tribunal Agrario en se anula una sentencia por una causal no prevista en el ordenamiento jurídico costarricense y separa al juez que conoce del proceso ordenando que la dicte sentencia un juez distinto. (Sentencias 869-F-11, 116-F-109, 728-F-09)



	12-1815-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	10-02-12
	PLAZO DE CINCO DÍAS PARA DEFENSA EN CASOS DE QUERELLA

-Artículo 380 del Código Procesal Penal

Querella y traslado La querella será presentada ante el tribunal de juicio, que dará audiencia al querellado para que, en el plazo de cinco días, manifieste lo que considere conveniente en su defensa, ofrezca la prueba conforme a las reglas comunes y oponga las excepciones y recusaciones que estime conveniente. Cuando se haya ejercido la acción civil, en esa misma oportunidad se le dará traslado. Se acusa que en la norma limita el derecho de defensa, porque obliga al imputado a presentar descargos, sólo en el plazo de cinco días. 



	12-1824-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	10-02-12
	PAGO DE DERECHOS DE CIRCULACIÓN

-Artículo 5 inciso 4) del Reglamento sobre el Seguro Obligatorio para Vehículos Automotores. Decreto Ejecutivo 25370-MOPT-J-MP

Según el artículo 44 de la Ley de Tránsito, el permiso de circulación de vehículo es de un año, que va del 01 de enero al 31 de diciembre. En el caso de vehículos nuevos o usados que se compran, el permiso va desde la fecha de ingreso hasta el 31 de diciembre del mismo año. Se acusa que el impuesto se paga desde que ingresa al país, incluso antes de la revisión técnica y que se encuentre inscrito.



	12-1926-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	13-02-12
	REQUISITO PARA LABORAR EN LA DIRECCIÓN JURÍDICA DE LA CCSS

-Artículo 20 punto b) del Reglamento de la Dirección Jurídica y de las Actividades Jurídicas de la Caja Costarricense del Seguro Social. Aprobado en sesión de Junta Directiva de la CCSS número 8174 del 09 de agosto del 2007. Publicado en la Gaceta número 177 del 14 de setiembre del 2007.

La norma impone como requisito para los abogados que quieran laborar en la Dirección Jurídica, tener un año de experiencia profesional, lo que a juicio del accionante es discriminatorio. 


	12-1956-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	13-02-12
	MULTA POR LA FALTA DE PAGO DEL DERECHO DE CIRCULACIÓN

-Artículo 131 inciso g) de la Ley de Tránsito

Se acusa que la multa “a quien conduzca un vehículo que no esté al día en el pago de los derechos de circulación o del seguro obligatorio de vehículos”, es desproporcional e irrazonable. 



	12-2046-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	14-02-12
	MULTAS EN MATERIA DE TRÁNSITO

-Artículos 130, 131 y 132 de la Ley de Tránsito.

Se impugnan los montos establecidos en las multas de tránsito, porque a juicio de la accionante son desproporcionadas e irrazonables. 



	12-2126-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	15-02-12
	PLAZO DE INSCRIPCIÓN DE ANTECEDENTES PENALES

-Artículo 11 de la Ley de Registros y Archivos Judiciales. No. 6723

Se acusa que mantener los antecedentes penales por diez años una vez cumplida la sentencia, es discriminatorio y violatorio de los derechos de las personas que quieren reinsertarse en la sociedad. 



	12-2168-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	16-02-12
	COMISO

-Artículos 62, 110 y 106 incisos 2) y 3) del Código Penal en concordancia con el artículo 40 del Código Contencioso Administrativo. 

Consideran que siendo la sanción en vía penal de índole civil, debe contar con la posibilidad de ser impugnada en vía contenciosa, por esa razón, se acusa que las normas permiten el comiso en casos penales, no dan un adecuado derecho de defensa. 



	12-2193-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	16-02-12
	SANCIONES IMPUESTAS POR LA CONTRALORIA A FUNCIONARIOS PÚBLICOS

-Oficio 11519 resolución DJ-1286 del 21-11-2011 

-Oficio 13052 resolución DJ-1384 del 21-12-2011

-Oficio 01401 resolución N-146-2012 del 10 de febrero del 2012, todos de la División Jurídica de la Contraloría General de la República

Las resoluciones impugnadas fueron emitidas dentro de un procedimiento administrativo contra funcionarios del Instituto Tecnológico de Costa Rica, en donde se les sanciona administrativamente por sus acciones respecto de un contrato de consultoría y construcción, desconociendo el procedimiento que tiene para efectos de sanciones laborales la Convención Colectiva de la institución. A juicio de los accionantes los oficios impugnados lesionan la autonomía universitaria. 



	12-2199-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	16-02-12
	PROPINA

-Artículo 4 de la Ley de Propinas. Ley 4946 del 03-02-1972, reformada por ley 5635.

Los patronos no deberán participar del beneficio de la propina y no deberán impedir o interferir en el cobro legal de la misma, por parte de sus trabajadores. Cualquier suma que por ese concepto, deje de percibir el trabajador por causa imputable a patrono se considerará como una deuda de éste con aquél. Con relación al monto se le aplicarán al patrono las mismas disposiciones y sanciones que el Código de Trabajo establece para todo lo relacionado con el salario. Se cuestiona el que se interprete la propina como parte del salario. 



	12-2238-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	17-02-12
	PAGO DE PERMISO DE CIRCULACIÓN

-Artículo 22 (23) de la Ley de Tránsito. No. 7331.

El permiso de circulación se cancelará, automáticamente, al transcurrir dos (2) años sin que se hayan cancelado los derechos de circulación. Si una vez cancelados se solicita un nuevo permiso de circulación, el propietario del vehículo quedará obligado a pagar todos los derechos de circulación atrasados, según las disposiciones de los artículos 184 y 221 de esta Ley.



	12-2258-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	17-02-12
	BENEFICIOS A PRIVADOS DE LIBERTAD CON CAUSAS PENDIENTES

-Directriz-Circular 6-2006 del 27-06-2006 del Instituto Nacional de Criminología y acuerdo adoptado en sesión 3666 artículo 110 del 27 de junio del 2010, por tanto segundo. 

-Directriz-Circular 3-2011 del 06-04-2011 del Instituto Nacional de Criminología y acuerdo adoptado en sesión 4285 del 06 de abril del 2011, artículo 64, por tanto cuarto. 

-Directriz-Circular 4-2011 del 27-04-2011 del Instituto Nacional de Criminología y acuerdo adoptado en sesión 4289 del 27 de abril del 2011, artículo 68, por tanto artículo 1 inciso a)

-Directriz-Circular 7-2010 del 03-11-2010 del Instituto Nacional de Criminología y acuerdo adoptado en sesión 4227 del 03 de noviembre del 2010, artículo 67, por tanto uno a).

Señala que las directrices administrativas impugnadas, permiten la eliminación de beneficios para los privados de libertad que tengan expedientes judiciales pendientes, de manera que no se enviarán los expedientes administrativos de los privados de libertad para valorar un cambio de nivel, lo que a juicio del accionante viola el principio de inocencia. 

 



	12-2305-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	20-02-12
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA

-Jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, según la cual, es jurídicamente posible indexar de manera extra-convencional (es decir, sin mediar acuerdo expreso de las partes en ese sentido) los montos dinerarios de los derechos laborales pretendidos en la demanda laboral. Sentencias 225-10, 1419-10, 260-09, 312-09.



	12-2386-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	21-02-12
	MULTAS POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS Y LÍMITES DE VELOCIDAD

-Artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito

Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad. Asegura el accionante que las sanciones son desproporcionadas e irrazonables. 



	12-2422-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	22-02-12
	-Artículo 132 inciso h) de la Ley de Tránsito

La norma señala que se impondrá una multa a quien conduzca un vehículo que se encuentre alterado o modificado en el motor, los sistemas de inyección o carburación, o los sistemas de control de emisiones que disminuyen la contaminación ambiental, o a quien viole lo dispuesto en el inciso 1), apartado u) del artículo 32, los incisos a), b) y c) del artículo 35, los incisos a), b), c) y d) del artículo 36 y el artículo 122 de la presente Ley. El accionante considera que la multa es desproporcionada e irrazonable. 



	12-2423-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	22-02-12
	INCENTIVOS MÉDICOS

-Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas. No. 6836 del 22-12-1982

Se acusa que los incentivos médicos que recibe este gremio es violatorio de los derechos constitucionales de los asegurados y les da una ventaja que lesiona el principio de igualdad respecto de otros funcionarios y afecta las finanzas de la CCSS.



	12-2432-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	22-02-12
	BIENES DONADOS RESPONDEN DE LAS OBLIGACIONES DEL DONADOR

-Artículo 1402 del Código Civil

Los bienes donados responden de las obligaciones

del donador, existentes al tiempo de la donación, en cuanto no basten a cumplirlas los bienes que se reserve o adquiera después el donador. Considera el recurrente que la norma es inconstitucional, en tanto viola el principio de seguridad jurídica, pues quien recibe el bien, le hace mejoras y con base en la norma no es segura su propiedad. 



	12-2466-0007-CO

Consulta Judicial


	23-02-12
	CONVENCIÓN COLECTIVA DE PALMA TICA Y OTRAS CON EL SINDICATO

-Convención Colectiva de la Compañía Palma Tica S.A., Compañía Agrícola Coto del Norte S.A., Multiservicios del Sur S.A. y el Sindicato Democrático de Trabajadores de Golfito 2010-2012.

La convención establece la “actividad libre de recolección de coyol”, en donde se establece que será ejecutada sin sujeción a horario o control disciplinario y estos trabajadores, no tendrán los deberes, obligaciones y derechos de los trabajadores regulares. No tienen derecho a feriados, vacaciones, reajustes de salario y demás. Se cuestiona la Convención con respecto a lo que establece el artículo 58 inciso f) parte final del Código de Trabajo, que señala que “no será válida la cláusula que obligue al patrono a renovar el personal a solicitud del sindicato de trabajadores, o cualquier otra que ponga en condiciones de manifiesta inferioridad a los no sindicalizados”.



	12-2523-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	24-02-12
	LICENCIAS CON GOCE DE SALARIO DE FUNCIONARIOS JUDICIALES

-Artículo 44 párrafo 7) de la Ley Orgánica del Poder Judicial

La norma señala que los servidores judiciales tendrán derecho a licencia con goce de sueldo durante una semana, en los casos de matrimonio del servidor o de fallecimiento del padre, la madre, un hijo, el cónyuge, compañero o compañera de conviven​cia de por lo menos tres años, un hermano o los suegros “que vivieran en su casa”. Se cuestiona la frase resaltada, aduciendo que es discriminatorio que se de una licencia sólo para las personas cuyos suegros vivan en su casa. 



	12-2543-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	24-02-12
	DELITO CONTINUADO Y DELITO DE USURPACIÓN

-Artículos 77 y 225 del Código Penal

Las normas regulan lo relativo a la penalidad del delito continuado y la usurpación. Señalan que cuando los delitos en concurso fueren de la misma especie y afecten bienes jurídicos patrimoniales, siempre que el agente persiga una misma finalidad, se aplicará la pena prevista para el más grave, aumentada hasta en otro tanto. Además, impone prisión de seis meses a cuatro años:  

1)            A quien por violencia, amenazas, engaño, abuso de confianza o clandestinidad despojare a otro, total o parcialmente, de la posesión o tenencia de un inmueble o del ejercicio de un derecho real constituido sobre él, sea que el despojo se produzca invadiendo el inmueble, manteniéndose en él o expulsando a los ocupantes. 

2)            A quien para apoderarse de todo un inmueble o parte de él, alterare los términos o límites. 

3)            A quien, con violencia o amenazas turbare la posesión o tenencia de un inmueble.   

Considera el recurrente que las normas deberían indicar cuáles delitos son continuados y que en el caso de la usurpación, no debería prescribir y debería ser un delito continuado.



	12-2581-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	24-02-12
	NORMA ATÍPICA

-Artículo 49 de la Ley de Presupuesto Extraordinario número 6963 del 31 de junio de 1984.

La norma autorizó al MOPT a trasladar el terreno del aeropuerto de Paquita, a la Municipalidad de Aguirre, con el fin de llevar a cabo un programa de vivienda para familias de escasos recursos. 



	12-2657-0007-CO

Consulta Legislativa


	27-02-12
	LEY DE CONTROL DEL TABACO

-Proyecto de Ley de Control del Tabaco y sus efectos nocivos en la salud. Expediente legislativo 17.371



	12-2632-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	27-02-12
	RESOLUCIÓN JUDICIAL

-Se impugna sentencia del Tribunal de Casación Penal del II Circuito Judicial, en donde se ordena un nuevo juicio. Expediente judicial 10-000-139-1094-PE. 

	12-2661-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	27-02-12
	MULTA DE TRÁNSITO

-Artículo 134 inciso c) en relación con el 32 inciso 1) apartado m) de la Ley de Tránsito.

La norma prevé una multa para el “conductor de un automóvil que incumpla cualquiera de las disposiciones, generales y especiales, que le sean aplicables, establecidas en el artículo 32 de esta Ley, siempre que dicho incumplimiento no haya sido sancionado en otra norma de la presente Ley”. Concretamente por portar los triángulos un poco herrumbrados. Se alega que la multa impuesta es desproporcionada. 



	12-2663-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	27-02-12
	MULTAS POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS Y LÍMITES DE VELOCIDAD

-Artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito

Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad, concretamente por adelantar donde existía doble raya amarilla. Asegura el accionante que las sanciones son desproporcionadas e irrazonables. Asunto base. Recurso de amparo 10-17845



	12-2646-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	28-02-12
	MULTA POR CONDUCIR CON CELULAR

-Artículos 115 y 131 inciso e) de la Ley de Tránsito número 7331 y sus reformas.

Las normas se impugnan en tanto imponen multas a las personas que mientras conducen utilizan teléfonos móviles y cualquier otro medio o sistema de comunicación, salvo que el desarrollo de la comunicación se realice sin emplear las manos. Se acusa que son montos desproporcionados.

 



	12-2702-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	28-02-12
	MULTA POR CONDUCIR CON CELULAR

-Artículos 115 y 131 inciso e) de la Ley de Tránsito número 7331 y sus reformas.

Las normas se impugnan en tanto imponen multas a las personas que mientras conducen utilizan teléfonos móviles y cualquier otro medio o sistema de comunicación, salvo que el desarrollo de la comunicación se realice sin emplear las manos. Se acusa que son montos desproporcionados.



	12-2705-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	28-02-12
	MULTA POR CONDUCIR CON CELULAR

-Artículos 115 y 131 inciso e) de la Ley de Tránsito número 7331 y sus reformas.

Las normas se impugnan en tanto imponen multas a las personas que mientras conducen utilizan teléfonos móviles y cualquier otro medio o sistema de comunicación, salvo que el desarrollo de la comunicación se realice sin emplear las manos. Se acusa que son montos desproporcionados.



	12-2720-0007-CO

Consulta Legislativa


	28-02-12
	CONVENIO CON CENTROAMÉRICA

-Aprobación del Convenio Constitutivo de la Coordinación Educativa y Cultural Centroamericana (CECC). Expediente Legislativo 17.221



	12-2723-0007-CO

Consulta Legislativa


	28-02-12
	INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN TRIBUTARIA CON MÉXICO

-Acuerdo entre la República de Costa Rica y los Estados Unidos Mexicanos sobre el intercambio de Información Tributaria. Expediente Legislativo 18.174



	12-2724-0007-CO

Consulta Legislativa


	28-02-12
	ACUERDO DE TRANSPORTE AÉREO ENTRE COSTA RICA Y CANADÁ

-Aprobación del Acuerdo sobre Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de Canadá. Expediente Legislativo 18.290



	12-2817-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	29-02-12
	ALCALDES NO PUEDEN RECIBIR SALARIO Y PENSIÓN

-Artículo 20 párrafo penúltimo del Código Municipal. 

La norma señala que los alcaldes municipales devengarán, por concepto de dedicación exclusiva, calculado de acuerdo con su salario base, un treinta y cinco por ciento (35%) cuando sean bachilleres universitarios y un cincuenta y cinco por ciento (55%) cuando sean licenciados o posean cualquier grado académico superior al señalado. En los casos en que el alcalde electo disfrute de pensión o jubilación, si no suspendiere tal beneficio, podrá solicitar el pago de un importe del cincuenta por ciento (50%) mensual de la totalidad de la pensión o jubilación, por concepto de gastos de representación. Considera que el hecho de que un alcalde no pueda recibir salario y pensión es inconstitucional.



	12-2823-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	29-02-12
	MULTAS DE TRÁNSITO POR FALTA DE DERECHOS DE CIRCULACIÓN Y PLACAS

Artículo 131 inciso g) y 132 inciso l) de la Ley de Tránsito

Las normas sancionan a quien no haya cancelado el seguro obligatorio o derechos de circulación del vehículo y a quien conduzca un vehículo sin portar las placas reglamentarias. El accionante considera que se le impuso una multa sin valorar las circunstancias concretas del caso. Además estima que la multa es desproporcionada e irrazonable. 



	12-2827-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	29-02-12
	JUICIO DE REENVÍO

-Jurisprudencia de los Tribunales encargados de resolver los recursos de revisión de sentencias (Sala Tercera y Tribunales de Apelaciones). Se acusa que una vez declaradas con lugar las demandas de revisión, se dispone el juicio de reenvío, a pesar de que se debe determinar nuevamente si se acreditan los hechos acusados y la culpabilidad del imputado, lo que considera violatorio del artículo 14.7 del Pacto de Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Cita las sentencias 1160-11, 1289-10, 221-07, 1212-05 del Tribunal de Casación Penal del II Circuito Judicial de San José y las 48-07, 602-07, 1278-10, 464-07 y 1094-06 de la Sala Tercera. 



	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	08-008050-0007-CO

Voto 2012-01232
	01-02-12
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículos 14 y 15 de la Ley General de Pensiones. No ha lugar a la gestión formulada.-



	11-001456-0007-CO

Voto 2012-01234
	01-02-12
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 158 del Código Notarial. No ha lugar a la gestión formulada.-



	11-002680-0007-CO

Voto 2012-01235
	01-02-12
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el Artículo 122, inciso c), punto 2 de la Ley de Tránsito. Estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en la sentencia número 2011-016940 de las catorce horas y treinta y nueve minutos del siete de diciembre del dos mil once.



	11-013091-0007-CO

Voto 2012-01240
	01-02-12
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra La Modificación del Convenio de Préstamo número 1284-oc/cr celebrado por el Banco Interamericano de Desarrollo y la República de Costa Rica. Se rechaza por el fondo la acción.-



	11-014265-0007-CO

Voto 2012-01241
	01-02-12
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el Artículo 66 del Decreto Ejecutivo número 33876-J. Se rechaza de plano la acción.



	11-014602-0007-CO

Voto 2012-01242
	01-02-12
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Transitorios de la Ley Especial 7600. Se rechaza de plano la acción.- 



	11-016029-0007-CO

Voto 2012-01245
	01-02-12
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Leyes artículo 101 inciso c) de la Ley de Carrera Docente, 59 inciso d) del Reglamento de Ley de Carrera Docente y 22 bis inciso a) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. Se rechaza por el fondo el recurso.- 



	11-016443-0007-CO

Voto 2012-01247
	01-02-12
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 158 Código Notarial. No ha lugar a la gestión formulada.-



	12-000032-0007-CO

Voto 2012-01248
	01-02-12
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra la Ley de Tránsito 7331. Se rechaza de plano la acción.- 



	12-000281-0007-CO

Voto 2012-01249
	01-02-12
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 161 del Código Notarial. Se rechaza por el fondo la acción.-



	11-001185-0007-CO

Voto 2012-01278
	01-02-12
	A las dieciséis horas. Acción de Inconstitucionalidad contra del párrafo segundo del artículo primero del Decreto Ejecutivo número 36304-S-MINAE, por estimarlo contrario a los artículos 33, 46 y 56 de la Constitución Política, y los principios de razonabilidad y proporcionalidad. Se declara SIN LUGAR la acción interpuesta.-



	10-013604-0007-CO

Voto 2012-01279
	01-02-12
	A las dieciséis horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad contra de los Artículos 89 inciso e) y 101) de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. Se declara SIN LUGAR la acción. La Magistrada Calzada y el Magistrado Armijo salvan el voto y rechazan de plano la acción.-



	12-000647-0007-CO

Voto 2012-01280
	01-02-12
	A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Manuel García Araya en contra del inciso b) del artículo 20 del Reglamento de la Dirección Jurídica y de las Actividades Jurídicas de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la acción.-



	12-000568-0007-CO

Voto 2012-01281
	01-02-12
	A las dieciséis horas con veinte minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 130 inciso c) de la Ley de Tránsito. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 11-14415-0007-CO se tramita ante esta Sala.-



	11-003730-0007-CO

Voto 2012-01283
	03-02-12
	A las nueve horas. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 9, 10, 11, 12, 15, 17, 20 y 29 del Decreto Ejecutivo N° 35884-MINAET, “Reglamento de Perforación del Subsuelo para la Exploración y Aprovechamiento de Aguas Subterráneas”, el Decreto Ejecutivo N° 35882-MINAET, “Reglamento de Registro de Pozos sin número y Habilitar el Trámite de Concesión de Aguas Subterráneas” y el artículo 3 del Decreto Ejecutivo N° 35870-S-MINAET “Reglamento de Concesiones de Agua Marina para Desalinización”. Se declara sin lugar la acción. En relación con los artículos 17 y 29 del Decreto N° 35884-MINAET, no son inconstitucionales si se interpreta que el transcurso de la audiencia sin pronunciamiento de los entes respectivos, incluyendo claro está SENARA, no significa su conformidad, por lo que la falta de pronunciamiento no significa un criterio favorable. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y rechaza de plano la acción. El Magistrado Cruz Castro pone nota.-



	11-000255-0007-CO

Voto 2012-01384
	03-02-12
	A las nueve horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Alcalde Municipal de Esparza, Alcalde Municipal de Garabito, Alcalde Municipal de Parrita, Alcalde Municipal de Puntarenas, Intendente Municipal de Monteverde, Artículo 19 Código Municipal de Pérez Zeledón Reglamento de Plebiscito. No ha lugar a la solicitud de aclaración y adición.-



	11-012867-0007-CO

Voto 2012-01489
	03-02-12
	A las once horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. contra del Artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa. No ha lugar a la gestión formulada. El Magistrado Armijo salva el voto y declara Con Lugar la gestión en el mismo sentido que lo hizo en el voto 2007-2901. La Magistrada Calzada y el Magistrado Cruz ponen nota.-



	11-012631-0007-CO

Voto 2012-01490
	03-02-12
	A las once horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Acto Legislativo que tuvo lugar en la Sesión Plenaria número 76 del 27 de setiembre de 2011. No ha lugar a la gestión formulada. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar la gestión en el mismo sentido que lo hizo en el voto 2007-2901. La Magistrada Calzada y el Magistrado Cruz ponen nota.



	11-011751-0007-CO

Voto 2012-01579
	08-02-12
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 14 párrafo segundo de la Ley 1155 Ley de Opciones y Naturalizaciones y otros. Se rechaza por el fondo la acción.- 



	11-001456-0007-CO

Voto 2012-01580
	08-02-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el Artículo 158 del Código Notarial. No ha lugar a la gestión formulada. Se  remite  a  la accionante   ante  la Fiscalía del Colegio de Abogados y ante la Dirección Nacional de Notariado, para lo de sus cargos. Comuníquese.



	11-009818-0007-CO

Voto 2012-01583
	08-02-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículos 363 y 368 del Código de Trabajo. Se rechaza por el fondo la acción.-



	12-000796-0007-CO

Voto 2012-01594
	08-02-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el Artículo 17 del Reglamento al Estatuto de Servicio Civil Decreto Ejecutivo N° 21 de 14 de diciembre de 1954. Se rechaza de plano la acción.-



	12-000960-0007-CO

Voto 2012-01595
	08-02-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 158 del Código Notarial. Se rechaza de plano la acción.-



	12-000969-0007-CO

Voto 2012-01597
	08-02-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Criterio del Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de San José. Se rechaza de plano la acción.-



	12-001225-0007-CO

Voto 2012-01610
	08-02-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Trabajo Forzoso- Estudiantes 9 CONESUP. Se rechaza de plano la acción.-



	12-000902-0007-CO

Voto 2012-01630
	08-02-12
	A las dieciséis horas con un minuto. Consulta Preceptiva de Constitucionalidad referente al Proyecto de ley que se tramita en el expediente legislativo No. 18.100, denominado Aprobación del Acuerdo entre la República de Costa Rica y el Reino de los Países Bajos para el Intercambio de Información en Materia Tributaria y su Protocolo. Se evacua esta consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad en el sentido de que con motivo del trámite del proyecto de ley de Aprobación del Acuerdo entre la República de Costa Rica y el Reino de los Países Bajos para el Intercambio de Información en Materia Tributaria y su Protocolo, expediente legislativo No. 18.100, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma ni de fondo.-



	12-001200-0007-CO

Voto 2012-01957
	15-02-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 76 del Código Procesal Penal. Se rechaza por el fondo la acción.-



	12-001566-0007-CO

Voto 2012-01958
	15-02-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 62 del Código de Familia. Desglósese, previa certificación, la prueba que consta en autos, y remítase la misma al expediente No. 12-001561-0007-CO.- Archívese este expediente.-



	12-000394-0007-CO

Voto 2012-01962
	15-02-12
	A las diez horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Inciso C del Artículo 130 de la Ley de Tránsito Por Vías Terrestres. Acumúlese  esta  acción  a  la  que  en  el  expediente  número 11-14415-0007-CO, se tramita ante esta Sala.-



	11-016060-0007-CO

Voto 2012-01963
	15-02-12
	A las trece horas con cincuenta minutos. Consulta Legislativa. referente al Proyecto de Aprobación de la "TRANSFORMACIÓN  DEL  INSTITUTO  DE  DESARROLLO AGRARIO  (IDA)  EN  EL  INSTITUTO  DE  DESARROLLO  RURAL (INDER)". Se evacuan las consultas de constitucionalidad acumuladas, en el siguiente sentido:

a)         No es inconstitucional el artículo 85, párrafo 1°, del proyecto de ley consultado siempre y cuando se interprete que la desafectación no comprende los bienes que integran el dominio público constitucional.

b)         No son  inconstitucionales los incisos c) y f) del artículo 85.

c)         Sí es inconstitucional el inciso e) del artículo 85.

d)         Sí son inconstitucionales las frases del artículo 16, inciso h), que indican " (...)   en nombre del Estado, las reservas nacionales que no sean  parte del patrimonio natural (...)"  e " (...)  Igualmente,  el  Ministerio   de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones  (Minaet), mediante  las  figuras legales  correspondientes, podrá  autorizar  al  Inder  el  uso  de  las  áreas aptas  para  el  desarrollo  de  proyectos  ecoturísticos,  de  turismo  rural comunitario o agroecológicos, dentro de áreas protegidas, previo estudio técnico  correspondiente,  excepto  en  parques  nacionales  o  en  reservas biológicas absolutas".

e)         Sí es inconstitucional el inciso a) del artículo 34.

Comuníquese y notifíquese al Presidente de la Asamblea Legislativa, a los diputados consultantes, a la Contraloría General de la República y a los  miembros de la Comisión Legislativa Permanente Especial sobre consultas de constitucionalidad. 

El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y declara, también, inconstitucionales el párrafo 1° del artículo 85 y los incisos a, c, f del artículo 85 del proyecto de ley.

El Magistrado Castillo Víquez pone nota y salva el voto en relación con el inciso h) del artículo 16 y a) del artículo 34 del proyecto de ley, pues considera que sí son constitucionales.-


	09-005223-0007-CO

Voto 2012-01964
	17-02-12
	A las nueve horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Acción de Personal No. Rh2009003050 del 13 de febrero del 2009 de la Dirección de Recursos Humanos del Banco Crédito Agrícola de Cartago. Artículo 14 del Reglamento Autónomo de Trabajo del Banco Crédito Agrícola de Cartago. Se declara CON lugar la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, se anula por inconstitucional el párrafo primero del artículo 14 del Reglamento Autónomo de Trabajo del Banco de Crédito Agrícola de Cartago. Asimismo, se interpreta conforme al Derecho de la Constitución el párrafo segundo del mencionado artículo 14 para que su texto se lea de la siguiente manera: "Igualmente, será prohibido nombrar o trasladar a un trabajador cuando ello implique que laborará en la misma dependencia en la que labore un trabajador con el que se encuentre ligado por parentesco en primer o segundo grado de consanguinidad y afinidad o unión de hecho.". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese esta resolución a la Procuraduría General de la República y a los accionantes. Comuníquese al representante del Banco de Crédito Agrícola de Cartago.--



	10-015493-0007-CO

Voto 2012-01965
	17-02-12
	A las nueve horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 8 y 3.8 del Decreto Ejecutivo N°34859-mag y artículo 3 D.E. 35987-mag. Se rechaza de plano la acción en cuanto al reclamo por infracción al principio de Caja Única del Estado.- En lo demás, se declara sin lugar.-



	10-006667-0007-CO

Voto 2012-01966
	17-02-12
	A las nueve horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 2 del Código Electoral. Ley número 8765. Publicado en la Gaceta número 171. Se declara sin lugar la acción planteada.-



	06-014417-0007-CO

Voto 2012-02282
	21-02-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículos 373 y 377 del Código de Trabajo. Se adiciona la sentencia No. 2011-10832 de las catorce horas treinta minutos del doce de agosto de dos mil once, en el siguiente sentido: "Reséñese este pronunciamiento en el diario oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese esta sentencia al Poder Ejecutivo y al Directorio de la Asamblea Legislativa".



	06-011328-0007-CO

Voto 2012-02416
	22-02-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 84 a 100 del decreto ejecutivo N° 26771 del 18 de febrero de 1998. No ha lugar a la gestión formulada.-



	12-000669-0007-CO

Voto 2012-02436
	22-02-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el inciso 3.3.3.3.i del Manuel R- sinal-028 denominado Madera en Derechos de Vía del Manual de Procedimientos para el Aprovechamiento Maderable en Terrenos de Uso Agropecuario y Sin Bosque y Situaciones Especiales en Costa Rica. Se rechaza de plano la acción.-



	12-000987-0007-CO

Voto 2012-02438
	22-02-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 144 inciso A) del Código Notarial. Se rechaza por el fondo la acción.-



	12-000991-0007-CO

Voto 2012-02439
	22-02-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra por Omisión contra los artículos 139 y 158 del Código Notarial.- Estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2011-017161 de las 14:30 horas del 14 de diciembre del 2011.



	12-001194-0007-CO

Voto 2012-02442
	22-02-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el Transitorio III de la Ley Número 8837 Ley de Creación de Recurso de Apelación. Se rechaza de plano la acción.-



	12-001225-0007-CO

Voto 2012-02443
	22-02-12
	A las catorce horas con treinta minutos. . Acción de Inconstitucionalidad contra Trabajo Forzoso- Estudiantes 9 Consejo Nacional de Enseñanza Superior Universitaria Privada. No ha lugar a la gestión formulada.-



	12-001561-0007-CO

Voto 2012-02448
	22-02-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 62 del Código de Familia. Se rechaza por el fondo la acción.-  



	12-001777-0007-CO

Voto 2012-02450
	22-02-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta Judicial Facultativa referente a la resolución de  las catorce   horas  del  treinta  de  enero  de  dos  mil doce,   dictada  dentro  del expediente número 01-160127-638-Ag,  que es proceso ordinario agrario. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	12-002305-0007-CO

Voto 2012-02497
	22-02-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra la Jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Se rechaza de plano la acción.-



	12-000484-0007-CO

Voto 2012-02509
	22-02-12
	A las dieciséis horas con dos minutos. Consulta Judicial Facultativa referente a la resolución de las diez horas quince minutos del once de enero del dos mil doce, dictada dentro del expediente número 08-202780-0472-PE que es causa seguida contra Mabel Cubillo Elizondo y otros, por el delito de “Tráfico Internacional de Drogas” cometido en perjuicio de La Salud Pública. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que la directriz número 02-2006 del veintisiete de enero del dos mil seis, emitida por la Fiscalía General de la República, así como la práctica de ordenar el secuestro, registro y examen del listado de llamadas telefónicas entrantes y salientes de un número telefónico, sin orden jurisdiccional, no vulnera el artículo 24 constitucional. Los Magistrados Armijo y Rueda salvan el voto y declaran que la directriz consultada es contraria al artículo 24 constitucional.-



	07-014221-0007-CO

Voto 2012-02510
	22-02-12
	A las dieciséis horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 19 incisos a) y b) de la Ley de Simplificación y Eficiencia Tributarias, No. 8114 DE 04-07-01, del artículo número 8 numeral 15) inciso b) sub-incisos b.1) y b.2) del Reglamento de Simplificación y Eficiencia Tributarias, Decreto Ejecutivo No. 29643-H y artículo 1 apartado c), punto 4 de la Resolución Número 52/01 de las 8:00 horas del seis de diciembre de dos mil uno de la Dirección General de Tributación. Se declara sin lugar el recurso.-



	12-000746-0007-CO

Voto 2012-02675
	24-02-12
	A las once horas con cincuenta y dos minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad respecto  del Proyecto  de  «Ley para la Regulación y Comercialización  de Bebidas con Contenido   Alcohólico»,  que  se tramita  en el expediente legislativo  número 17.410, en tanto consideran que ante los cambios introducidos en el proyecto de ley, debió consultarse nuevamente   a  los municipios. 1) En cuanto a los argumentos de inconstitucionalidad por el procedimiento la consulta resulta inevacuable. 2) En cuanto a los argumentos de inconstitucionalidad por el fondo se evacua la consulta formulada en el sentido de que el proyecto "Ley para la Regulación y Comercialización de Bebidas con Contenido Alcohólico", que se tramita en el expediente legislativo número 17.410, es inconstitucional únicamente en cuanto a la amplitud en el otorgamiento de patentes, la reducción de las distancias y la amplitud de los horarios contenidos en el artículo 3 y 4, el inciso a) del artículo 9, y los incisos b) y c) del artículo 11 respectivamente. Notifíquese esta resolución al Directorio de la Asamblea Legislativa y a los Diputados consultantes.- Comuníquese.



	12-001297-0007-CO

Voto 2012-02732
	29-02-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Ley de impuesto a la personas Jurídicas, Número 9024 del 23 de Diciembre de 2011. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Jinesta pone nota.



	12-000756-0007-CO

Voto 2012-02915
	29-02-12
	A las dieciséis horas con veinte minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 32 inciso 1, apartado m) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. Se deniega el trámite a la acción. -




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	12-000255-0007-CO


	Contra el artículo 19 del Código Municipal y el Reglamento para la realización de las consultas populares del cantón de Pérez Zeledón aprobado por la Municipalidad de Pérez Zeledón, publicado en La Gaceta N° 140 del 20 de julio de 1999.

Resolución de las 14:52 horas del 19 de enero del 2012

Boletín judicial 029, 030, 031 del 09, 10 y 13 de febrero del 2012.
	CONSULTAS POPULARES

Las normas se impugnan en cuanto lesionan lo dispuesto en los artículos 33 y 39 de la Constitución Política y 23 de la Convención Americana de Derechos Humanos, así como el principio de igualdad. Manifiestan los accionantes que el artículo impugnado establece la posibilidad de convocar a un plebiscito municipal para destituir al Alcalde, y que esta convocatoria debe hacerse por moción presentada ante el Concejo Municipal por no menos de la tercera parte del total y de los regidores, y aprobada por votación de tres cuartas partes de los regidores integrantes. Sostiene que la norma impugnada violenta el principio de tipicidad en materia sancionatoria, puesto que la pérdida anticipada del cargo es la sanción más grave a la que puede someterse a un funcionario público de elección popular y, como tal, las causales para esa pérdida deben estar taxativamente señaladas por el ordenamiento jurídico y deben referirse a violaciones graves de sus obligaciones constitucionales y legales. Consideran que ese fue el criterio del constituyente, tal y como queda demostrado en el caso de los diputados, cuyas causales de pérdida de credenciales están señaladas taxativamente en la Constitución. Alega que los principios aplicables a la pérdida de credenciales de los diputados son también aplicables a los funcionarios de elección popular a nivel municipal. A juicio de los accionantes la falta de tipicidad es violatoria del artículo 39 de la Constitución Política. Manifiestan que el artículo impugnado violenta asimismo el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que establece que la ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades de elegir, ser electo y ejercer cargos públicos, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, instrucción, capacidad civil o mental, o condena en proceso penal. Sostiene que la pérdida de credenciales de un funcionario de elección popular por razones ajenas a un proceso penal está prohibido por dicho artículo. De ahí que la separación del cargo solo puede realizarse por las causales previstas en esa misma norma, al cual tiene rango superior al artículo 19 del Código Municipal. El hecho de que un reglamento o cualquier otra disposición normativa otorgue la potestad de conformar una comisión especial integrada por regidores, síndicos, y vecinos notables, para que organice el proceso consultivo es abiertamente contraria al derecho de la Constitución, ya que el artículo 99 constitucional es claro que la organización de los procesos electorales y por derivación los consultivos que tengan efectos sobre los electorales, deben ser de entera responsabilidad del Tribunal Supremo de Elecciones en tanto su competencia es exclusiva y excluyente. El artículo 19 impugnado desconoce los deberes electorales que el artículo 102 de la Constitución Política impone como funciones exclusivas para el Tribunal Supremo de Elecciones. Consideran los accionantes que el artículo en cuestión atenta en contra del principio de igualdad ante la ley, puesto que introduce la institución de la revocación de mandato sólo contra los Alcaldes, dejando fuera a otros funcionarios de elección popular en el ámbito municipal, como los regidores, lo cual es violatorio del numeral 33 de la Constitución Política. 



	11-011512-0007-CO

	Contra el artículo 28 de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, Ley número 7472 del 20 de diciembre de 1994.

Resolución de las 8:05 horas del 12 de enero del 2012

Boletín judicial 029, 030, 031 del 09, 10 y 13 de febrero del 2012.
	SANCIONES IMPUESTAS POR LA COMISIÓN NACIONAL DEL CONSUMIDOR

La norma se impugna en cuanto impone sanciones muy onerosas para las empresas sancionadas y ello lesiona -entre otros- el principio constitucional de razonabilidad. Además, el hecho de que ese artículo disponga que las infracciones que a juicio de la Comisión para Promover la Competencia, revistan "gravedad particular", también lesiona el principio de tipicidad de las sanciones administrativas. Agrega el accionante que si una multa de tal magnitud no se impone a la empresa infractora, ello no implica que de manera simultánea se lesionen importantes intereses públicos y que tampoco sería conveniente la multa por cuanto su imposición no tiene un efecto correctivo que, por ejemplo, genere una competencia más libre en el mercado. Señala que más bien la imposición de la multa tendría repercusiones sobre el interés público, pues obligaría a las empresas sancionadas -en algunos casos-, a reducir drásticamente su personal para bajar costos de operación y poder mantenerse en el mercado y, en otras hipótesis, la aplicación de una multa semejante podría conllevar una importante contracción en las operaciones e inversiones de la empresa sancionada, e incluso, el cese total de su giro, por verse imposibilitada para continuar operando de manera eficiente y competitiva. Por tanto, si la limitación introducida por la norma impugnada no era necesaria, tampoco puede ser considerada como razonable, y por ende constitucionalmente válida. Asimismo, el fijar una multa equivalente al 10% de las ventas anuales obtenidas por el infractor durante el ejercicio fiscal anterior, o hasta el 10% del valor de los activos del infractor también incurre en el mismo vicio de inconstitucionalidad señalado, por cuanto implicaría una descapitalización de la empresa, que podría llevarla a consecuencias irreparables, como la imposibilidad de pago de proveedores, a instituciones estatales, o el despido masivo de trabajadores, e inclusive el cierre de la actividad empresarial por causas ajenas al mercado. Señala que estas dos sanciones no son idóneas, por cuanto -a su criterio- existen otros mecanismos que solucionan la necesidad existente, de una mejor manera. Indica que la Ley 7472 le otorga a la Comisión, algunas potestades con la finalidad de establecer controles estrictos, por medio de monitoreos periódicos para comprobar que la impresa no incurra en el futuro en una actividad calificada como contraria a las reglas de la sana competencia. Señala que la norma no contiene ninguna definición de lo que se debe entender por "gravedad particular", como tampoco remite a su reglamento ejecutivo para tal definición y éste en todo caso, tampoco lo define. En síntesis, no existen parámetros objetivos para determinar, en un caso concreto, si el caso reviste "gravedad particular" y, en consecuencia, al infractor se le deben aplicar las penas agravadas antes citadas. Así, la "gravedad particular" queda a discrecionalidad de la Comisión. 



	11-015749-0007-CO

	Contra el ARTICULO 7 DE LA LEY NO 6693 DEL 27 DE NOVIEMBRE DE 1981 QUE CREÓ EL CONSEJO NACIONAL DE ENSEÑANZA SUPERIOR UNIVERSITARIA PRIVADA (CONESUP)

Resolución de las 15:44 horas del 12 de enero del 2012

Boletín judicial 031, 032, 033 del 13, 14 y 15 de febrero del 2012.
	SANCIONES PARA MIEMBROS DEL CONESUP

La norma se impugna en cuanto establece que el Consejo Nacional de Enseñanza Superior Universitaria Privada deberá pronunciarse sobre la solicitud de inscripción de una Universidad Privada dentro de los cuatro meses siguientes al día de la presentación de la solicitud, y la falta de ese pronunciamiento implicará la destitución inmediata de los integrantes del consejo, con excepción del Ministro. En ese sentido, se considera que el plazo para resolver que establece la norma, es contraria a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, pues en atención a todos los trámites que requiere la inscripción de una universidad privada, el término de cuatro meses resulta insuficiente. Si bien es necesario establecer un plazo para resolver, el plazo dispuesto en la normativa impugnada, resulta desproporcionado. Asimismo, se estima que la norma cuestionada es contraria al debido proceso y al principio de inocencia, pues en caso de que no se cumpla con el plazo para resolver, sanciona a los miembros del Consejo, con su destitución inmediata, sin que de previo se otorgue audiencia o debido proceso, a fin de que los miembros puedan ejercer su defensa. Por otra parte, la norma vulnera el artículo 79, que establece que los centros privados de educación están sujetos a la inspección y supervisión por parte del Estado, pues el silencio administrativo ante la falta de resolución, o bien, el dictado de una resolución expedita y sin un estudio pormenorizados de los requisitos; podría impedir o dificultar la debida fiscalización de las entidades privadas de educación. Finalmente, la norma lesiona el principio de igualdad, dado que prevé la sanción de destitución para todos los miembros del Consejo excepto para el Ministro de Educación, pese a que éste se encuentra en las mismas condiciones que el resto de los integrantes.



	11-011030-0007-CO


	Contra el ARTICULO 288 DEL CÓDIGO ELECTORAL

Resolución de las 16:01 del 17 de enero del 2012

Boletín judicial 031, 032, 033 del 13, 14 y 15 de febrero del 2012.
	MULTAS POR EL RECIBO DE CONTRIBUCIONES IRREGULARES
La norma se impugna en cuanto establece una multa equivalente al doble del monto recibido por una contribución irregular, para los casos en los que un partido político recibe una contribución en contravención a lo dispuesto en el artículo 128 del mismo código. Se considera que dicha multa es contraria al principio de razonabilidad y proporcionalidad, ya que si bien es necesaria, no es idónea, pues cuando se aplica a partidos políticos con pequeño presupuesto, éstos terminan pagando una multa incluso mayor al presupuesto con el que gestionan su campaña política, lo cual restringe el disfrute de los derechos políticos y desmotiva toda participación dentro del proceso democrático. 


	12-000804-0007-CO
	Contra las resoluciones 01-11-12 y 04-11-12, emitidas por el Presidente de la Asamblea Legislativa en las sesiones No. 9 y No. 10 del Plenario celebradas los días 12 y 16 de mayo de 2011 respectivamente, en las cuales se dispuso la integración de las Comisiones Permanentes Ordinarias y las Comisiones Permanentes Especiales para la legislatura 2011-2012, particularmente, la conformación de la Comisión Permanente Especial de Ambiente y la Comisión Especial de Turismo. 

Resolución de las 8:59 horas del 31 de enero del 2012

Boletín judicial 038, 039, 040 del 22, 23 y 24 de febrero del 2012.
	CONFORMACIÓN DE COMISIONES LEGISLATIVAS

Las normas se impugnan en cuanto consideran que el Presidente de la Asamblea Legislativa si bien está facultado por la Constitución Política y por el Reglamento de la Asamblea Legislativa para designar a los Diputados en cada una de las Comisiones Permanentes Ordinarias, Comisiones Permanentes Especiales y Comisiones con Potestad Legislativa Plena, no respetó tales límites en las resoluciones impugnadas. Manifiestan que de conformidad con la normativa citada, la integración de los órganos legislativos se debe realizar con respeto al principio democrático, de proporcionalidad, razonabilidad, igualdad y legalidad, reconocidos por el Tribunal Constitucional. Sin embargo, el principio constitucional señala que en la integración de los órganos legislativos se debe respetar el porcentaje de escaños obtenido por las fracciones en la Asamblea Legislativa en cada una de las Comisiones. Indican que el Partido Liberación Nacional es la Fracción Parlamentaria que cuenta con mayor número de diputados y diputadas designados popularmente, ya que el Tribunal Supremo de Elecciones le acreditó 24 escaños legislativos, la Fracción del Partido Acción Ciudadana cuenta con 11 escaños, la Fracción del Movimiento Libertario es la tercera fuerza política con 9 legisladores, el Partido Unidad Social Cristiana cuenta con 6 diputados acreditados en la Asamblea Legislativa, y el Partido Accesibilidad Sin Exclusión tiene 4 legisladores; además, existen 3 partidos unipersonales: Partido Frente Amplio, Partido Restauración Nacional y Partido Renovación Costarricense. Refieren que la integración de las Comisiones, tanto Permanentes Ordinarias, como las Permanentes Especiales para la legislatura 2011-2012, no están constituidas respetando la proporcionalidad y la razonabilidad que eligieron los ciudadanos costarricenses en el último proceso electoral. Acusan que en la mayoría de las Comisiones en mención, se produce el fenómeno de la falta de representatividad, lo cual estiman inconstitucional y lesivo de sus derechos fundamentales. Consideran que los acuerdos impugnados, constituyen -en su criterio-, dos actos abusivos del derecho, porque desfavorecen al Partido Liberación Nacional, asignándole un número de diputados inferior en cada órgano legislativo, pese a ser la Fracción Parlamentaria con mayor cantidad de votos válidos obtenidos por sufragio universal. Refieren que la potestad de autorregulación del Parlamento no es ilimitada y por ello debe respetar la Constitución Política. Indican que el hecho de que las Fracciones minoritarias se hayan unido el 1 de mayo de 2011 para elegir el Directorio, es sólo una coyuntura electoral interna de la Asamblea Legislativa que no tiene peso en el principio de representatividad, ni el derecho para alterar la voluntad de los costarricenses. La denominada “Alianza por Costa Rica” no es un partido político legalmente inscrito, ni reconocido por el Tribunal Supremo de Elecciones y por tanto, no puede de manera alguna modificar los parámetros de integración de los órganos legislativos. 



	12-000574-0007-CO
	Contra el ARTICULO 21 REGLAMENTO PARA VERIFICAR LAS OBLIGACIONES PATRONALES Y DE TRABAJADORES INDEPENDIENTES DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL.

Resolución de las 9:46 horas del 02 de febrero del 2012

Boletín judicial 038, 039, 040 del 22, 23 y 24 de febrero del 2012.
	DERECHO DE IMPUGNAR TRASLADO DE CARGOS EN PROCEDIMIENTOS CONTRA TRABAJADORES INDEPENDIENTES

La norma se impugna en cuanto impide la impugnación del acto de traslado de cargos, en los procedimientos para verificar obligaciones patronales. Se estima que dicha prohibición es contraria a las garantías del debido proceso y lesiona el derecho de defensa de los investigados, pues en aquellos casos en los que el traslado de cargos carece de los requisitos esenciales, como la imputación de cargos, el administrado queda en un estado de indefensión a través de todo el procedimiento. Además, la norma se considera contraria al principio de razonabilidad y proporcionalidad pues si bien es constitucionalmente posible limitar las impugnaciones administrativas en cuanto a número, tipos y plazos, lo cierto es, que la supresión total de esa facultad resulta inconstitucional.


	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	032
	14 de febrero del 2012


	Sentencia 2011-17227

Expediente 11-011826-0007-CO. A las nueve horas. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 6 de la Ley No. 148 de la Ley No. 148 del 23 de agosto de 1943, unificados por la Ley No. 7302 del 15 de julio de 1992 y sus reformas. Se declara CON LUGAR la acción. Se anula por inconstitucionalidad el inciso a) del artículo 6 de la Ley No. 148 de 23 de agosto de 1943, en cuanto dispone “Nupcias de la viuda pensionada”. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas. De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan en el tiempo los efectos de la presente declaratoria de inconstitucionalidad, para que éstos se produzcan sólo hacia el futuro, a partir de la fecha del dictado de esta sentencia. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial la Gaceta. La Magistrado Calzada salva el voto y declara sin lugar la acción. El Magistrado Rueda pone nota.- 



	032
	14 de febrero del 2012


	Sentencia 2010-01625

Expediente 09-11430-0007-CO. A las nueve horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra de la frase contenida en el artículo 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase del artículo 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que dice: "...En ningún caso, el monto de la jubilación podrá exceder del equivalente al ingreso de un diputado, entendiéndose por ingreso las dietas y los gastos de representación". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.- Las Magistradas Salazar Cambronero y Pacheco Salazar salvan el voto y declaran sin lugar la acción.- El Magistrado Cruz consigna nota.



	032
	14 de febrero del 2012


	Sentencia 2011-13393
Expediente 10-14213-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Acciones de Inconstitucionalidad Acumuladas en  contra del artículo 132 inciso ñ) de la Ley de Tránsito, Ley No. 7331 del 13 de abril de 1994. Por mayoría se declara inconstitucional el inciso ñ) del artículo 132 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres en cuanto a la multa que se impone por no cumplir con el requerimiento de la revisión técnica vehicular. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Se dimensionan los efectos de esta sentencia en el sentido que el Estado no repetirá lo pagado por las multas que se hubiesen pagado, y que estén firmes en sede administrativa o judicial, y que esta declaratoria de inconstitucionalidad recobra vigencia la disposición anterior a la reforma operada por Ley 8696 de 17 de diciembre de 2008. Reséñese este pronunciamiento en el diario oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los magistrados Mora, Cruz y Hernández salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Rueda pone nota.-



	038
	22 de febrero del 2012
	Sentencia 2012-00129

Expediente 11-05043-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Se declara con lugar. En consecuencia se declara inconstitucional y se anula el monto de multa establecido en el artículo 131 de la Ley de Tránsito número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y cuatro y sus reformas, concreta y espcíficamente en la parte que se dirige a sancionar la infracción a las señales de tránsito fijas que establecen límites de velocidad y que se encuentra descrita en el inciso b) del citado artículo 131 legal. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- Los Magistrados Mora Mora y Abdelnour Granados salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	038
	22 de febrero del 2012
	Sentencia 2011-10176

Expediente 09-11542-0007-CO. A las ocho horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Aros de Bicicleta Costa Rica, Sociedad Anónima, para que se declare inconstitucional el Transitorio del “Plan Regulador para el Cantón de Belén”, aprobado por acuerdo del Concejo Municipal de Belén, en sesión Nº 16 del 13 de marzo del 2007, por estimarlo contrario a los principios de seguridad jurídica, igualdad, proporcionalidad, razonabilidad y a los artículos 11, 33, 41 y 45 de la Constitución Política. Se declara parcialmente con lugar la acción.  En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase del Transitorio 1° del Acuerdo del Concejo de Belén, de la sesión ordinaria No. 16-2007 del 13 de marzo de 2007, artículo 5, únicamente en cuanto indica: "por el tiempo necesario".  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el diario oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los magistrados Mora Mora, Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-




	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN
	FECHA
	VOTO

	029-030-031
	09-10-13 de febrero del 2012
	Sentencia 2012-00129

Expediente 11-05043-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Se declara con lugar. En consecuencia se declara inconstitucional y se anula el monto de multa establecido en el artículo 131 de la Ley de Tránsito número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y cuatro y sus reformas, concreta y espcíficamente en la parte que se dirige a sancionar la infracción a las señales de tránsito fijas que establecen límites de velocidad y que se encuentra descrita en el inciso b) del citado artículo 131 legal. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- Los Magistrados Mora Mora y Abdelnour Granados salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	029-030-031
	09-10-13 de febrero del 2012
	Sentencia 2012-00352

Expediente 10-012962-0007-CO. A las once horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Asociación Nacional Segunda Oportunidad de Vida, Acoper, Anasovi, Asoluc, Confederación Unitaria Sindical Magisterial y Comunal, Funcore, Fundación de Personas de Trasplante de Hígado Vida Nueva, Fundación Vida Nueva, Decreto Ejecutivo número 36068-s del 08 de junio de 2010, Publicado en La Gaceta 126 del 30-06-2010. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el Decreto Ejecutivo número 36068-S del ocho de junio de dos mil diez, publicado en La Gaceta número 126 del treinta de junio de dos mil diez Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Lo anterior conlleva que ni la declaratoria de inconstitucionalidad del Decreto Ejecutivo N° 36068-S de conformidad con los términos establecidos en la sentencia número 2010-001668 de las quince horas doce minutos del veintisiete de enero de dos mil diez, ni lo señalado en este pronunciamiento impide que los estudios de bioequivalencia realizados en el extranjero y validados por un organismo internacional o nacional competente para llevar a cabo ese tipo de convalidaciones, se hagan valer a lo interno y sean aportados como parte indispensable del proceso de registro sanitario de medicamentos. Comuníquese esta decisión al Poder Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.



	029-030-031
	09-10-13 de febrero del 2012
	Sentencia 2012-00266

Expediente 09-06604-0007-CO. A las quince horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 10 del Decreto Ejecutivo 33343-s-h-mp-mopt-j. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad" contenida en el artículo 10 del Decreto Ejecutivo número 33343-S-H-MP-MOPT-J, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 98 del 17 de mayo del dos mil once. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la frase anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese al Ministro de Obras Públicas y Transportes y al Ministro de Hacienda.-



	029-030-031
	09-10-13 de febrero del 2012
	Sentencia 2011-17608
Expediente 09-18741-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 10 bis, 12, 13, y 15 de la Ley de Bienes Inmuebles N°7509 del año 1995, incorporados mediante reforma por Ley 7729 del 15 de diciembre de 1997. Se declara sin lugar la acción.-



	029-030-031
	09-10-13 de febrero del 2012
	Sentencia 2011-17683

Expediente 09-10732-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Universidad de Costa Rica en contra de la Ley 8718, Ley de Autorización Para El Cambio de la Junta de Protección Social y Establecimiento de la Distribución de Rentas de las Loterías Nacionales. Se declara sin lugar la acción.- 



	029-030-031
	09-10-13 de febrero del 2012
	Sentencia 2011-17681

Expediente 11-03582-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Defensoría de los Habitantes en contra del Artículo 27 de la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres. Se declara parcialmente con lugar la acción de inconstitucionalidad. En adelante el artículo 27 de la Ley de Penalización de la Violencia contra las mujeres (No. 8589 de 25 de abril de 2007) se leerá de a siguiente manera: "Quien amenace a una mujer, a su familia o a una tercera persona íntimamente vinculada, con quien mantiene una relación de matrimonio, en unión de hecho declarada o no, será sancionado con pena de prisión de seis meses a dos años". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma parcialmente declarada inconstitucional, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe o de las situaciones jurídicas consolidadas por virtud de prescripción o caducidad. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Reséñese en el diario oficial La Gaceta. Comuníquese al Poder Judicial. Notifíquese a la Procuraduría General de la República y a todas las partes. Los Magistrados Calzada y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	029-030-031
	09-10-13 de febrero del 2012
	Sentencia 2012-00448

Expediente 11-005614-0007-CO. A las nueve horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad  contra artículo 9, inciso d) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. Estése el accionante a lo resuelto por este Tribunal en la sentencia 2012-000267 de las 15:34 horas del once de enero del dos mil doce.



	029-030-031
	09-10-13 de febrero del 2012
	Sentencia 2012-00747

Expediente 09-03722-0007-CO. A las once horas. Acción de Inconstitucionalidad  en contra del Artículo 223 capítulo cuarto, 236 y 237 del Código de Trabajo. Se declara sin lugar la acción.-



	029-030-031
	09-10-13 de febrero del 2012
	Sentencia 2012-00748

Expediente 11-11367-0007-CO. A las once horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad  en contra de los Artículos 1 inciso 15 y 2 inciso 1 de la Ley Número 7411, que es Ley Reguladora del Otorgamiento de Pasaportes Diplomáticos y Servicio y 5 del Reglamento de Traslado y Menaje de Casa y Pasajes de los Funcionarios Acreditados en el Servicio Exterior. Se rechaza de plano la acción en cuanto se dirige contra el artículo 1 inciso 15) de la ley número 7411 llamada ley Reguladora del Otorgamiento de Pasaportes Diplomáticos y de Servicio. Se declara que los artículos 2 inciso 1) de la ley número 7411 citada, así como el 5 del Reglamento de Traslado de Menaje de Casa y Pasajes a los Funcionarios Acreditados en el Servicio Exterior emitido por la Contraloría General de la República son constitucionales siempre y cuando se interprete que los beneficios allí reconocidos a los cónyuges, no son exclusivos de éstos, sino que también son aplicables a las personas en unión de hecho, siempre que ésta reúna todas las condiciones establecidas en el Código de Familia, y haya sido reconocida jurídicamente por el juez competente a través del procedimiento establecido en dicho cuerpo legal. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese al Poder Ejecutivo y a la Contraloría General de La República. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. La Magistrada Calzada coincide con el voto de mayoría, en cuanto realiza una interpretación conforme de las normas impugnadas equiparando los beneficios a la unión de hecho al matrimonio; sin embargo, difiere en cuanto a la necesidad del reconocimiento judicial de dicha unión, por cuanto el artículo 242 y siguientes del Código de Familia, hacen referencia a dicho proceso de reconocimiento únicamente para efectos patrimoniales, no para el fin que la accionante busca con la acción de inconstitucionalidad, que es el reconocimiento de los beneficios contemplados en las normas impugnadas, el cual requiere solamente un procedimiento administrativo.-



	029-030-031
	09-10-13 de febrero del 2012
	Sentencia 2012-00267

Expediente 10-07524-0007-CO. A las quince horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 9 inciso d) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. Se declara parcialmente con lugar la acción y en consecuencia se anula el párrafo segundo del inciso d) del artículo 9 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil, Decreto Ejecutivo No. 21 del 14 de diciembre de 1954. En cuanto al primer párrafo, debe el Poder Ejecutivo, en el plazo de tres meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, proceder a subsanar la omisión allí contenida, con la finalidad de que establezca los límites al plazo que debe aplicar la Administración para autorizar el reingreso al Servicio Civil, a aquellos funcionarios que hayan sido destituidos de algún puesto dentro del Régimen del Servicio Civil. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese al Poder Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese-



	029-030-031
	09-10-13 de febrero del 2012
	Sentencia 2012-00265

Expediente 09-09433-0007-CO. A las quince horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 12 del Reglamento Para La Instalación de Máquinas de Pin Ball de la Municipalidad de San Ramón. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 12 del Reglamento Autónomo Municipal para la Instalación de Máquinas de Juego, publicado en la Gaceta No. 150 del 5 de agosto del 2005. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Mora, Cruz y la Magistrada Abdelnour salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	039-040-041
	23-24-27 de febrero del 2012
	Sentencia 2012-01283

Expediente 11-03730-0007-CO. A las nueve horas. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 9, 10, 11, 12, 15, 17, 20 y 29 del Decreto Ejecutivo N° 35884-MINAET, “Reglamento de Perforación del Subsuelo para la Exploración y Aprovechamiento de Aguas Subterráneas”, el Decreto Ejecutivo N° 35882-MINAET, “Reglamento de Registro de Pozos sin número y Habilitar el Trámite de Concesión de Aguas Subterráneas” y el artículo 3 del Decreto Ejecutivo N° 35870-S-MINAET “Reglamento de Concesiones de Agua Marina para Desalinización”. Se declara sin lugar la acción. En relación con los artículos 17 y 29 del Decreto N° 35884-MINAET, no son inconstitucionales si se interpreta que el transcurso de la audiencia sin pronunciamiento de los entes respectivos, incluyendo claro está SENARA, no significa su conformidad, por lo que la falta de pronunciamiento no significa un criterio favorable. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y rechaza de plano la acción. El Magistrado Cruz Castro pone nota.-



	039-040-041
	23-24-27 de febrero del 2012
	Sentencia 2012-01279

Expediente 10-13604-0007-CO. A las dieciséis horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad en contra de los Artículos 89 inciso e) y 101) de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. Se declara SIN LUGAR la acción. La Magistrada Calzada y el Magistrado Armijo salvan el voto y rechazan de plano la acción.-



	039-040-041
	23-24-27 de febrero del 2012
	Sentencia 2012-01278

Expediente 11-01185-0007-CO. A las dieciséis horas. Acción de Inconstitucionalidad. Cámara de Patentados de Costa Rica en contra del párrafo segundo del artículo primero del Decreto Ejecutivo número 36304-S-MINAE, por estimarlo contrario a los artículos 33, 46 y 56 de la Constitución Política, y los principios de razonabilidad y proporcionalidad. Se declara SIN LUGAR la acción interpuesta.-



	039-040-041
	23-24-27 de febrero del 2012
	Sentencia 2012-01235

Expediente 11-002680-0007-CO. A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad en  contra el Artículo 122, inciso c), punto 2 de la Ley de Tránsito. Estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en la sentencia número 2011-016940 de las catorce horas y treinta y nueve minutos del siete de diciembre del dos mil once.
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ACCIONES Y CONSULTAS
ADICIÓN Y ACLARACIÓN. 1384-12. ACLARACIÓN DE CURSO. PREBLISCITO. Acciones  de  inconstitucionalidad  contra el artículo 19 del Código Municipal y el Reglamento para la realización de las consultas populares del cantón de Pérez Zeledón aprobado por la Municipalidad de Pérez Zeledón, publicado en La Gaceta N° 140 del 20 de julio de 1999. El Presidente del Tribunal Supremo de Elecciones, solicita aclaración de la resolución que dio curso a estas acciones, en el sentido de si la tramitación de esta acción de inconstitucionalidad  afecta el conocimiento  y resolución de los recursos de reconsideración   interpuestos ante ese Tribunal, contra la resolución número 401-M-2012, de las quince horas  cincuenta y siete minutos del 18 de enero de 2012, por la cual se canceló la credencial del Alcalde Municipal de Pérez Zeledón. Señala la Sala, que la resolución de esta Sala , es clara en disponer que la publicación en el Boletín Judicial se produce a efectos de que «en  los procesos  o procedimientos  en que se discuta la aplicación de lo cuestionado [sea las normas impugnadas], no se dicte resolución final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso» y que solamente se afecta «los procesos judiciales pendientes en los cuales se discuta la aplicación de lo impugnado» -énfasis añadidos-. En este sentido, si lo pendiente de resolver por parte del Tribunal Supremo  de Elecciones  son los recursos  de reconsideración contra la cancelación de la credencial de Alcalde Municipal, tema que en este caso es un asunto de naturaleza electoral, y por ende, competencia exclusiva de dicho Tribunal, será ese órgano electoral, y no la Sala, quien debe determinar si las normas cuestionadas  resultan o tienen algún grado de aplicación en los casos sometidos a su conocimiento, los cuales, se reitera, son de la exclusiva competencia y responsabilidad del Tribunal Supremo de Elecciones. No ha lugar a la solicitud de aclaración y adición. No ha lugar a la solicitud de aclaración y adición.

ADICIÓN Y ACLARACIÓN. 2282-12. ADICIÓN DE SENTENCIA. HUELGA. DERECHO DE PARTICIPACIÓN. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 373 Y 377 del Código de Trabajo. En la sentencia 2011-10832 que declaró la inconstitucionalidad del inciso c)  del artículo 373  del Código de Trabajo, involuntariamente se omitió establecer en la parte dispositiva lo relacionado con el artículo 90 párrafo segundo de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en cuanto regula la publicidad de la decisión, lo propio es que, de conformidad con lo que disponen  los artículos 12 y 90 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se adicione la mencionada sentencia para ordenar la reseña del pronunciamiento en el diario oficial La Gaceta y su publicación íntegra en el Boletín Judicial. De igual manera, se dispone la notificación de esta sentencia al Poder Ejecutivo y al Directorio de la Asamblea Legislativa, para lo que corresponda. Se adiciona la sentencia No. 2011-10832 de las catorce horas treinta minutos del doce de agosto de dos mil once, en el siguiente sentido: "Reséñese este pronunciamiento en el diario oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese esta sentencia al Poder Ejecutivo y al Directorio de la Asamblea Legislativa". Se adiciona.
ADICIÓN Y ACLARACIÓN. 2416-12. ADICIÓN Y ACLARACIÓN. ERRORES REGISTRALES. INMOVILIZACIÓN DE PROPIEDADES.  Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 84 a 100 del decreto ejecutivo N° 26771 del 18 de febrero de 1998. Se presenta una solicitud de adición y aclaración en relación con la sentencia N° 2006-15950 dictada por este Tribunal. Señala que mediante la sentencia indicada se rechazó de plano la acción interpuesta, por considerar que no se cumplía lo dispuesto  en el párrafo primero del artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional (existencia de asunto previo) en tanto el recurso  de amparo que servía de base a la acción había sido declarado sin lugar. Sin embargo, constan en el expediente la existencia de dos procesos diferentes,  en los cuales se invocó la inconstitucionalidad de la norma alegada, uno en vía administrativa y otra en vía judicial. Señala la Sala que analizado el memorial de interposición de la acción de inconstitucional se observa que el  accionante  en  ningún  momento  indicó  que  ese procedimiento podía servir de base a la acción, como sí lo indicó en relación con el recurso de amparo. En virtud de lo expuesto,  el Tribunal estima que la sentencia no es confusa ni omisa y rechaza la gestión presentada. No ha lugar a la gestión formulada.

AMBIENTE. 1283-12. POZOS. PERFORACIÓN DE POZOS SIN ESTUDIOS TÉCNICOS. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 9, 10, 11, 12, 15, 17, 20 y 29 del Decreto Ejecutivo N° 35884-MINAET, “Reglamento de Perforación del Subsuelo para la Exploración y Aprovechamiento de Aguas Subterráneas”, el Decreto Ejecutivo N° 35882-MINAET, “Reglamento de Registro de Pozos sin número y Habilitar el Trámite de Concesión de Aguas Subterráneas” y el artículo 3 del Decreto Ejecutivo N° 35870-S-MINAET “Reglamento de Concesiones de Agua Marina para Desalinización”. Las normas se impugnan porque se considera que lesionan el derecho constitucional a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, al autorizar la perforación de pozos y la realización de aprovechamientos sobre las aguas subterráneas de dominio público, prescindiendo de los estudios técnicos que, de acuerdo con la ley y la jurisprudencia constitucional debe realizar el Servicio Nacional de Riego y Avenamiento (SENARA), desconociendo su criterio vinculante, aplicando el silencio positivo e incluso, eliminando el requisito de viabilidad ambiental en el caso de pozos perforados ilegalmente. Se acusa la inconstitucionalidad de estas normas, por violar los artículos 50 y 89 de la Constitución Política. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. En relación con los artículos 17 y 29 del Decreto N° 35884-MINAET, no son inconstitucionales si se interpreta que el transcurso de la audiencia sin pronunciamiento de los entes respectivos, incluyendo claro está SENARA, no significa su conformidad, por lo que la falta de pronunciamiento no significa un criterio favorable. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y rechaza de plano la acción. El Magistrado Cruz Castro pone nota. SL
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 1630-12. INSTRUMENTO INTERNACIONAL. ACUERDO CON REINO UNIDO PARA INFORMACIÓN TRIBUTARIA. Consulta Legislativa referente a la Aprobación del Acuerdo entre la República de Costa Rica y el Reino de los Países Bajos para el Intercambio de Información en materia Tributaria y su Protocolo. Expediente número 18.100. Se evacua esta consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad en el sentido de que con motivo del trámite del proyecto de ley de Aprobación del Acuerdo entre la República de Costa Rica y el Reino de los Países Bajos para el Intercambio de Información en Materia Tributaria y su Protocolo, expediente legislativo No. 18.100, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma ni de fondo.

ASAMBLEA LEGISLATIVA. 1963-12. LEYES. TRANSFORMACIÓN DEL IDA. Consulta Legislativa referente al proyecto de aprobación de la "TRANSFORMACIÓN DEL INSTITUTO  DE  DESARROLLO AGRARIO (IDA) EN EL INSTITUTO DE DESARROLLO RURAL (INDER)", que se tramita en el expediente legislativo número 17.218. Se evacuan las consultas de constitucionalidad acumuladas, en el siguiente sentido: a)
No es inconstitucional el artículo 85, párrafo 1°, del proyecto de ley consultado siempre y cuando se interprete que la desafectación no comprende los bienes que integran el dominio público constitucional. b) No son  inconstitucionales los incisos c) y f) del artículo 85. c)
Sí es inconstitucional el inciso e) del artículo 85. d) Sí son inconstitucionales las frases del artículo 16, inciso h), que indican " (...)   en nombre del Estado, las reservas nacionales que no sean  parte del patrimonio natural (...)"  e " (...)  Igualmente,  el  Ministerio   de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones  (Minaet), mediante  las  figuras legales  correspondientes, podrá  autorizar  al  Inder  el  uso  de  las  áreas aptas  para  el  desarrollo  de  proyectos  ecoturísticos,  de  turismo  rural comunitario o agroecológicos, dentro de áreas protegidas, previo estudio técnico  correspondiente,  excepto  en  parques  nacionales  o  en  reservas biológicas absolutas". e)
Sí es inconstitucional el inciso a) del artículo 34.Comuníquese y notifíquese al Presidente de la Asamblea Legislativa, a los diputados consultantes, a la Contraloría General de la República y a los  miembros de la Comisión Legislativa Permanente Especial sobre consultas de constitucionalidad. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y declara, también, inconstitucionales el párrafo 1° del artículo 85 y los incisos a, c, f del artículo 85 del proyecto de ley. El Magistrado Castillo Víquez pone nota y salva el voto en relación con el inciso h) del artículo 16 y a) del artículo 34 del proyecto de ley, pues considera que sí son constitucionales.-
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 2675-12. LEYES. COMERCIALIZACIÓN DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS. Consulta Facultativa referente al proyecto de Ley para la Regulación y Comercialización de Bebidas con contenido Alcohólico. Expediente Legislativa 17.410. 1) En cuanto a los argumentos de inconstitucionalidad por el procedimiento la consulta resulta inevacuable. 2) En cuanto a los argumentos de inconstitucionalidad por el fondo se evacua la consulta formulada en el sentido de que el proyecto "Ley para la Regulación y Comercialización de Bebidas con Contenido Alcohólico", que se tramita en el expediente legislativo número 17.410, es inconstitucional únicamente en cuanto a la amplitud en el otorgamiento de patentes, la reducción de las distancias y la amplitud de los horarios contenidos en el artículo 3 y 4, el inciso a) del artículo 9, y los incisos b) y c) del artículo 11 respectivamente. Notifíquese esta resolución al Directorio de la Asamblea Legislativa y a los Diputados consultantes.- Comuníquese.-

EDUCACIÓN. 1610-12. UNIVERSIDAD. TRABAJO COMUNAL UNIVERSITARIO. Acción de inconstitucionalidad contra el Artículo 9, párrafo segundo,  de la Ley que crea el Consejo Nacional  de Educación Superior Universitaria Privada (CONESUP). La norma señala que “deberán contribuir al estudio y a la solución de los problemas nacionales, para lo cual establecerán programas de trabajo comunal o servicio social obligatorio, equivalentes, o similares, a los que existen en las universidades estatales”. El recurrente considera que esta es una norma en blanco, porque no indica seguro, permiso sin goce salarial, cantidad de horas, ni cuando se debe realizar. Asegura además que en algunas universidades no se hace. Señala la Sala que el memorial carece de los requisitos mínimos necesarios para tener por presentada la acción. En virtud de lo expuesto, la acción es inadmisible, por lo que procede su rechazo de plano. RP
ELECTORAL. 1579-12. NATURALIZACIÓN. CONSULTA OBLIGATORIA AL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES. Acción de inconstitucionalidad contra el párrafo segundo del artículo 14 de la Ley de Opciones y Naturalizaciones N° 1155 y contra las frases finales de los artículos 50 y 64 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y Registro Civil N° 3504. Alega la Procuraduría General de la República que las normas se impugnan en el tanto establecen el trámite de consulta obligatoria al Tribunal Supremo de Elecciones. Estima que ese trámite resulta contrario al diseño constitucional de las competencias, tanto del Registro Civil como del Tribunal Supremo de Elecciones, tal y como se derivan de los artículos 102 y 104 de la Constitución Política. Asimismo, desconocen los principios de razonabilidad y proporcionalidad y eficacia administrativa, con desmedro de los derechos de los administrados. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF

ELECTORAL. 1966-12. PRINCIPIOS DE PARTICIPACIÓN POLÍTICA POR GÉNERO. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 2 párrafo tercero del Código Electoral, Ley número 8765 del 2 de setiembre del 2009. La norma se impugna en cuanto establece un mecanismo de alternancia por género que no es más que una limitación tanto para los candidatos y candidatas a puestos de elección popular como para la persona que vota por éstos. La norma en su párrafo segundo da un imperativo legal de que los porcentajes entre los géneros sean de 50-50 para las delegaciones, nóminas y los demás órganos, por lo que obligar más al votante y a los asambleístas cantonales y nacionales de los respectivos partidos políticos, y restringirlos a elegir a una mujer-hombre o hombre-mujer en sus nóminas es una limitación ilegítima a los derechos políticos. Se viola el artículo 33 de la Constitución Política, porque impedir que mujeres u hombres estén ubicados consecutivamente  implica una discriminación a personas muy preparadas, tanto mujeres como hombres, de tener más posibilidades de ser elegidos, pues no es lo mismo estar de primero, que de segundo, tercero o cuarto en una nómina. El artículo 2 párrafo tercero viola también el artículo 23 inciso uno, apartado c) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que establece el derecho de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas. Además el inciso 2 del artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos señala las razones por las cuales la ley puede reglamentar los derechos políticos, entre las cuales no se encuentra el género pues no debe haber reglamentación en este apartado, ya que tanto las mujeres como los hombres deben tener las mismas oportunidades en lo concerniente a los derechos políticos y no tener ningún tipo de limitación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. SL
FAMILIA. 2448-12. SEPARACIÓN JUDICIAL. DEBER DE FIDELIDAD. El accionante considera que resulta inconstitucional que se disponga como obligación para los cónyuges separados el que prevalezca el deber de fidelidad a perpetuidad, lo que en su criterio lesiona el  derecho  a  formar  una  familia,  a  la  autodeterminación,  afecta  la calificación filial de los niños que pudieran tener las parejas separadas; y resulta irrazonable y desproporcionado por no tener un plazo determinado. Señala la Sala que previo a cualquier consideración sobre los argumentos de inconstitucionalidad dados por el accionante, resulta importante diferenciar la naturaleza jurídica de la separación judicial respecto  al divorcio.  Lo anterior, precisamente porque su diferenciación radica en los efectos que producen ambos, ya que en la separación judicial no se da un rompimiento del vínculo matrimonial como se produce en el divorcio y subsisten algunos de los deberes contraídos con el matrimonio, además de la posibilidad de reconciliarse nuevamente la pareja. Es por ello que, bajo el régimen de la separación judicial las personas no pueden contraer nuevas nupcias, a diferencia de los que optan por el divorcio; y subsisten algunos de los deberes que asumió la pareja cuando contrajo matrimonio, tal es el caso del mutuo auxilio y el deber de fidelidad dispuesto en el artículo 34 del Código de Familia. La Sala, si bien ha potenciado el principio de autonomía de la voluntad frente a la armonía de voluntad entre los cónyuges en el divorcio, y claramente diferenció que la petición de divorcio voluntaria de la contenciosa, no implicaba la abrogación de cualquier plazo relacionado con los procesos de separación  y  divorcio,  sino  que  sentó  las  bases  para  suprimir,  por inconstitucionales, las restricciones  irrazonables que se hagan pesar sobre los cónyuges que, libremente y concurriendo sus voluntades, desean disolver el lazo matrimonial. No obstante, reconoció que hay limitaciones que son razonables para el caso de la separación judicial. De conformidad con lo señalado anteriormente, no aprecia la Sala que la norma impugnada resulte inconstitucional  en los extremos alegados por el accionante. En primer término, porque no puede alegarse violación al derecho a formar  una  familia  cuando  por  la  propia  voluntad  se  contrajo  matrimonio intentando conformar  la  de  su  preferencia;  y posteriormente,  uno  o  ambos contrayentes optaron por la separación judicial y no por el divorcio, lo que intrínsecamente implica que no hay voluntad para extinguir el vínculo que tiene con su cónyuge o que no cumple los requisitos legales para lograr individualmente tal ruptura. Nótese que el mismo ordenamiento jurídico faculta a las partes una vez declarada la separación judicial a optar por el divorcio un año después si así lo decidieran, plazo que no consideró la Sala que fuese irrazonable según la sentencia de cita, o incluso pueden acudir a la disolución del vínculo por mutuo acuerdo en cualquier momento. De manera que, tampoco es cierto que el deber de fidelidad sea a perpetuidad como indica el accionante, sino que permanecerá hasta tanto la pareja no se divorcie. Dado lo anterior, resulta razonable que ante el hecho de que el vínculo matrimonial permanece  y con ello el impedimento  de las partes para contraer nuevas nupcias,  se mantenga el deber  de fidelidad como  parte de sus deberes, así como el mutuo auxilio mientras las partes no acudan a las vías legales mediante las cuales se puede extinguir el vínculo legal correspondiente; y con ello tampoco se lesiona el principio de autodeterminación, pues el ordenamiento jurídico contempla los mecanismos través de los cuales puede lograrlo, si así lo gestionan. Finalmente, no lleva  razón  el accionante al señalar  que con  la  disposición impugnada se afecta a los niños por la calificación filial de la relación que provienen cuando  uno de sus padres  no tiene libertad de estado,  toda vez que conocido es por los padres previamente su situación legal y la condición de adulterio sería atribuible a sus padres no al menor. Por consiguiente, este Tribunal no estima que la norma impugnada resulte inconstitucional según los extremos alegados. En razón de todo lo expuesto y de acuerdo a la jurisprudencia de este Tribunal (sentencias 16099-08 y 3951-10) la presente acción debe rechazarse por el fondo. RF
MUNICIPALIDAD. 2436-12. DONACIÓN. MADERA DE ÁRBOLES EN VÍAS PÚBLICAS SON DONADOS AL SISTEMA NACIONAL DE ÁREAS DE CONSERVACIÓN. Acción de inconstitucionalidad contra el inciso 3.3.3.3.i del Manuel R- sinal-028 denominado Madera en Derechos de Vía del Manual de Procedimientos para el Aprovechamiento Maderable en Terrenos de Uso Agropecuario y Sin Bosque y Situaciones Especiales en Costa Rica. Señala el accionante que la normativa impugnada establece que la madera que deriva de la corta de árboles en terrenos de vía pública, debe ser entregada al Sistema Nacional de Áreas de Conservación, mediante la Oficina Subregional correspondiente. Explica que la Ley Forestal establece como requisito para la donación de madera que se desconozca el propietario de la misma y hace referencia en sus artículos 6 y 65 a las carreteras. A juicio del accionante, de  acuerdo con la Ley General de Caminos Públicos, las carreteras son aquellas que constituyen la red vial nacional, no así la cantonal. Por lo anterior, en su criterio, de esto deriva que la Ley Forestal no regule lo relativo a los caminos que se encuentran bajo administración municipal, por lo cual el manual aquí impugnado, el cual deriva de dicha ley, no puede hacerlo tampoco. Sostiene que de acuerdo a la Ley General de Caminos Públicos, la Municipalidad tiene propiedad de las calles de su jurisdicción, y por lo tanto, la tiene también de los árboles que se encuentren en ellas. Así las cosas, asegura, al ser los árboles propiedad municipal, no pueden ser sujetos de donación, de conformidad con lo estipulado en la Ley Forestal. En reiteradas ocasiones  esta Sala ha sostenido que determinar si una norma reglamentaria violenta o excede lo dispuesto en una ley es un tema de legalidad cuya discusión no corresponde a esta jurisdicción. El artículo 49 de la Carta Fundamental asigna el control de la legalidad de la función administrativa del Estado a la jurisdicción contencioso administrativa, no a la constitucional. Se rechaza de plano la acción. RP
NOTARIOS. 2438-12. SANCIONES. POR NO INSCRIBIR DOCUMENTOS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 144 inciso a) del Código Notarial. Considera el accionante que la norma, al establecer que la sanción de un notario por no inscribir un documento en el registro respectivo se extiende hasta tanto no se haga la inscripción final, permite que se convierta en una suspensión perpetua, en contravención de lo señalado en el artículo 40 de la Constitución. Manifiesta que en su caso, se ha tornado imposible la inscripción de la escritura que generó su suspensión, en tanto el inmueble soporta siete decretos de embargo que fueron inscritos después que se cancelara el asiento de presentación del contrato  de compraventa  por pago incompleto  de los timbres, impuesto  de traspaso y derechos registrales.  Lo anterior, alega, ocasionó que haya quedado suspendido ad perpetuam. Sobre el tema se cita el voto 4393-96 y señala la Sala que la norma en cuestión no tiene ningún vicio de inconstitucionalidad  alguno, pues incluso, contrario a lo que sucedía con la norma anterior, permite prevenirle al Notario sobre su omisión e incluso, brinda un período para que aquél pueda cumplir su obligación o, explicar los motivos del incumplimiento, de manera que el Juez pueda valorar la situación en forma integral.    En el presente caso, el Notario accionante más que brindar argumentos que fundamenten los vicios de inconstitucionalidad, reitera sus argumentos de no ser responsable, insistiendo en la acción que nos ocupa, sobre la existencia de una imposibilidad material para inscribir un documento de lo que asegura no ser responsable. Sin embargo, determinar la responsabilidad  del Notario es un asunto que debe ser resuelto por el Juzgado mencionado, que es el órgano jurisdiccional competente para ello, de conformidad con lo que establece el artículo 169 del Código Notarial. Se rechaza por el fondo la acción. RF
NOTARIOS. 2439-12. SANCIONES. DERECHO A RECURRIR EN CASACIÓN. Acción  de  inconstitucionalidad  contra  la omisión de los artículos
139  y
158  del Código Notarial. Estima el accionante  que  la responsabilidad   disciplinaria  que  se  aplica  a  los notarios    es  una forma  de  sanción  penal  que  requiere  de  una doble    instancia según   lo dispone el artículo 8.2 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos. Indica que ambos artículos no disponen de  una etapa conciliatoria,  que perjudique    lo menos posible al sancionado, por lo que se violenta el principio del in dubio pro operario, ni los medios alternos para cumplir tales sanciones, tomando en consideración si la persona es primaria o reincidente.  Lo anterior,  en  su criterio hace denotar   que se trata de una normativa de amplio espectro que lesiona el debido proceso. Por otro lado,   indica   que   el   párrafo segundo    del artículo 158 impugnado no contempla   la posibilidad del sancionado de acudir al recurso de Casación. Indica que no hay una valoración precisa y circunstanciada  en los artículos impugnados para la aplicación de la sanción, ya que se indican 3 puntos preponderantes, la culpa por omisión, la culpa debida y la culpa inducida.  Sobre el tema se cita la sentencia 17161-11 y 637-10 y considera la Sala que resulta innecesario que esta Sala se pronuncie sobre el fondo del presente asunto, toda vez que las normas impugnadas en la presente acción, ya fueron revisadas en una oportunidad  anterior y, precisamente, en una acción interpuesta también por el mismo accionante. Estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2011-017161 de las 14:30 horas del 14 de diciembre del 2011. Estése
NOTARIOS. 1595-12. CASACIÓN. CASOS EN QUE PROCEDE. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 158 del Código Notarial. La norma impugnada restringe la posibilidades Recurso de Casación contra lo resuelto por el  Tribunal de Notariado, únicamente en los casos en que “hubiere mediado pretensión resarcitoria” y “cuando la cuantía del asunto lo permita”, impidiendo así la interposición del recurso en el resto de los casos, ya sea porque no haya pretensión resarcitoria o porque la cuantía no lo permite. De igual forma en cuanto limita la competencia del tribunal de casación únicamente a lo pecuniario. En este caso consta, que la recurrente ya ha planteado otros asuntos sobre el tema, así las cosas y examinada la situación en forma integral, es claro para este Tribunal, que a pesar de lo que se ha indicado en un sinnúmero de resoluciones  dictadas  en  los  expedientes ,  la  accionante  pretende continuar con una práctica indebida, al reiterar gestiones que son manifiestamente improcedentes, para obligar a este Tribunal a resolver una y otra vez el mismo punto. De ahí que se estima necesario advertir a la accionante que, de persistir en dicha práctica, sus gestiones no serán escuchadas. Se rechaza de plano la acción. RP
PENAL. 1957-12. ACUSACIÓN. REQUISITOS DE LA QUERELLA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 76 del Código Procesal Penal. A juicio del accionante, por estimar que infringe los artículos 39 de la Constitución Política, 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos y el principio del debido proceso en materia penal. Ello por cuanto, la norma establece que la querella por delito de acción pública deberá reunir en lo posible los mismos requisitos de la acusación. Ello implica, a juicio del accionante que sea prácticamente imposible rechazar una querella por falta de requisitos, siendo que el imputado o el querellado queda sujeto a la discrecionalidad judicial y no a un parámetro de reglas claras, para determinar si se respeta el principio de imputación. La Sala analiza el tema del principio de imputación y sobre la constitucionalidad de la norma, señala que la querella debe contener todos los elementos esenciales de la acusación, que permitan que el imputado pueda ejercer plenamente su defensa, sin ser sorprendido por circunstancias o hechos diversos a los acusados. De ahí que la frase “en la medida de lo posible” se refiere a aquellos elementos o circunstancias que no resultan esenciales en la acusación y que pueden determinarse  con la evacuación de la prueba en el juicio oral y público, sin que esto represente una vulneración al principio de defensa. Finalmente, se afirma, que será la autoridad jurisdiccional en cada caso, quien determine si la querella reúne todos los requisitos necesarios para que la causa pueda ser elevada a juicio y quien establezca  si se cumple o no con el derecho  de imputación en toda su extensión. En consecuencia, considera la Sala que la norma cuestionada no vulnera los principios de defensa y debido proceso. RF
PENAL. 2442-12. LEY DE APELACIÓN PENAL. REQUISITOS DE APLICACIÓN. Acción  de  inconstitucionalidad  contra el Transitorio III de la Ley número 8837. Ley de Creación del Recurso de Apelación.  Consideran los accionantes que según la ley impugnada, los procesos con sentencia firme podrán ser revisados conforme  a las competencias establecidas  en ese cuerpo normativo, sólo si se había alegado con anterioridad la vulneración al artículo 8.2h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, lo que estiman, constituye un trato desigual entre los condenados por medio de sentencia firme. Afirman que esto violenta el derecho constitucionalmente consagrado al debido proceso, el principio de igualdad y el artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En este caso consta que el tema  planteado en  el recurso de hábeas corpus interpuesto fue rechazado  de plano por la Sala, por cuanto  no corresponde ser resuelto por la Jurisdicción Constitucional, situación por la cual dicho recurso, no puede ser considerado como un asunto base idóneo para fundamentar la presente acción. Por otra parte, también se observa que el recurso de casación presentado dentro del proceso  penal fue rechazado  por parte de la autoridad jurisdiccional competente, por establecer que fue   interpuesto  de manera extemporánea, en consecuencias dicho proceso tampoco  puede estimarse como  asunto base para fundamentar esta acción de inconstitucionalidad. En virtud de lo anterior, la demanda es inadmisible por falta de legitimación de los accionantes, se rechaza de plano la acción. RP
PENAL. 2509-12. CIRCULAR DEL MINISTERIO PÚBLICO. ORDEN DE REGISTRO DE LLAMADAS EMITIDOS POR LOS FISCALES. (INTERVENCIONES TELEFÓNICAS) Consulta Judicial referente a la circular de la Fiscalía General de la República número 02-2006 del 27-01-2006, en donde se indica que los fiscales pueden otorgar aprobación para la solicitud de información, sobre registro de llamadas telefónicas ante el Instituto Costarricense de Electricidad. Se cuestiona el hecho de que la directriz  impugnada sea violatoria del artículo 24 constitucional, en tanto la orden de registro no es ordenada por un juez. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que la directriz número 02-2006 del veintisiete de enero del dos mil seis, emitida por la Fiscalía General de la República, así como la práctica de ordenar el secuestro, registro y examen del listado de llamadas telefónicas entrantes y salientes de un número telefónico, sin orden jurisdiccional, no vulnera el artículo 24 constitucional. Los Magistrados Armijo y Rueda salvan el voto y declaran que la directriz consultada es contraria al artículo 24 constitucional. Evacuada
PODER JUDICIAL. 1597-12.  RESOLUCIÓN JUDICIAL. INTERPRETACIÓN EN MATERIA DE PENSIONES ALIMENTARIAS.  Acción de inconstitucionalidad contra el criterio sostenido  por el Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de San José. En este caso, señala la Sala, que según lo dispone el artículo 74 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional no cabe recurso contra  resoluciones judiciales. En tal sentido, debe tener presente la accionante que esta Sala no es competente para anular fallos de carácter jurisdiccional, pues ello implicaría convertir esta jurisdicción en una instancia más dentro de los otros procesos y de las otras jurisdicciones y, en todo caso, para ello existen los mecanismos  e instrumentos correspondientes a efecto de que las partes puedan hacer valer sus derechos. Se rechaza de plano la acción. RP
PODER JUDICIAL. 2497-12. JURISPRUDENCIA. SALA SEGUNDA. Acción de Inconstitucionalidad contra la Jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. En el caso particular, el accionante impugnó la jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, en relación con el tema de la indexación de los montos  en materia laboral, por considerarla contraria a los artículos 28 y 45 de la Constitución Política, así como a los principios de reserva de ley y razonabilidad. No obstante lo anterior,   en el escrito de interposición de la acción el actor no efectuó una exposición   clara y concreta de los motivos por los cuales  estima que lo impugnado resulta  contrario al Derecho de la Constitución. Si bien el actor indicó que   la jurisprudencia    es contraria a lo dispuesto en los artículos 28 y 45 de la Constitución Política, lo cierto  es  que  no  ofreció  un  desarrollo  de  cada  uno  de  estos  preceptos constitucionales con  el  fin  de  relacionarlos  y contraponerlos  con  la  norma, únicamente, los cita sin referirse a ellos en la argumentación que realiza. En ese sentido, el actor pretendió fundamentar su acción haciendo una reproducción literal de las dudas de constitucionalidad planteadas por el Juez de Trabajo en la Consulta Judicial número 12-000615-0007-CO, lo cual resulta improcedente, pues la acción resultó ser   una mera réplica o reiteración de la consulta judicial citada. En consecuencia,   al ser la fundamentación un requisito esencial para que un proceso de esta naturaleza resulte admisible, su incumplimiento provoca el rechazo de la acción. RP

PODER JUDICIAL. 2450-12. JURISPRUDENCIA. MATERIA AGRARIA. Consulta judicial facultativa referente al criterio esgrimido por el Tribunal Agrario. Se somete a consideración de esta Sala, concretamente, es el criterio del Tribunal Agrario expresado en los pronunciamientos citados, según el cual, cuando una autoridad judicial se ha pronunciado sobre el fondo de un asunto, procede que un juzgador distinto sea quien dicte la nueva resolución. Señala la Sala que la consulta formulada es inadmisible, precisamente en razón del objeto de la misma, toda vez que lo que se somete a consideración de esta Sala se trata de la discrepancia del Juez del Juzgado Mixto Civil, Laboral y Agrario del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, en relación a la competencia de los jueces agrarios en aquellos asuntos en que se ha dictado una sentencia de primera instancia que posteriormente ha sido anulada. Debe indicarse que la Ley de la Jurisdicción Constitucional es clara en cuanto a la materia propia de las consultas judiciales  de constitucionalidad, que, por virtud del artículo 102, se reservan para cuando el juzgador tenga dudas fundadas sobre "la constitucionalidad de una norma o acto que deba aplicar" o "de un acto, conducta u omisión que deba juzgar". Partiendo de lo anterior, es claro que, en el caso que se analiza, no nos encontramos ante ninguno de los supuestos que prevé el numeral 102 citado, sino, más bien, ante una diferencia de criterio por parte del juzgador consultante respecto  a su superior jerárquico y, de ahí, que el objeto de la consulta deba ser declarado inadmisible. No ha lugar a evacuar la consulta
TRABAJO. 1583-12. SINDICATOS. JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA SOBRE FUERO SINDICAL. Acción  de  inconstitucionalidad  contra la interpretación jurisprudencial de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia vertida en las sentencias N° 2011-239, 2011-240, 2011-369, 2011-445, 2011-480, entre otras y los artículos 363 y 368 del Código de Trabajo. La Sala ha admitido repetidamente el cuestionamiento  de lineamientos jurisprudenciales a través de la acción de inconstitucionalidad,  cuando  se  demuestre  que  existen  al  menos  tres pronunciamientos concordantes  dictados en procesos  distintos en los que se mantenga la tesitura impugnada.  Esta tesis ha sido matizada, en el sentido de que la acción puede resultar excepcionalmente admisible respecto de la jurisprudencia de otras instancias que no sean la Corte Plena o las salas de casación, cuando  por las características propias de cada clase de proceso, lo resuelto no sea susceptible de ser revisado eventualmente en casación, por carecer la resolución respectiva de ese recurso. Según el accionante la norma jurisprudencial lesiona los principios  de  razonabilidad  y  proporcionalidad,  al  cubrir  ilimitada  e indiscriminadamente con  el  pago  de salarios caídos, a simples trabajadores organizados y a los dirigentes de sindicatos  y comités trabajadores, aplicando presunciones que no están reguladas en la ley, interpretando  que el pago de salarios es ilimitado en el tiempo, con independencia de la duración de un proceso, cuando más bien debe ser dimensionado con el tiempo, poniéndole un tope o fin razonable. En este caso, estima la Sala que el vicio atribuido a la jurisprudencia cuestionada   no tiene relación con el principio de razonabilidad y proporcionalidad, sino que se trata de un asunto de reconocimiento de derechos laborales, tema que es cuestión de resorte exclusivo del Juez a la luz del caso concreto. Finalmente, sobre la jurisprudencia impugnada, se indica que determinar si lesiona o no tales normas, constituye  un asunto ajeno a este Tribunal, por tratarse de una cuestión de legalidad cuyo conocimiento corresponde al juez ordinario. En todo caso, la circunstancia de que las normas no establezcan un plazo para el pago de los salarios caídos, no las hace inconstitucionales. Se rechaza por el fondo la acción. RF

TRABAJO. 1594-12. CONCURSOS. PUNTAJE ADICIONAL EN EL SERVICIO CIVIL. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 17 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. La norma señala que todo oferente que participe en concursos en el Régimen del Servicio Civil, gozará de un puntaje adicional sobre la calificación final, siempre que esta sea de un 70% o más, por haberle prestado servicios remunerados al Estado, hasta un límite de 15 años. A juicio del accionante la norma es discriminatoria. En este caso, ante la inobservancia de los requisitos de admisibilidad de la acción, sin que por las razones apuntadas en la sentencia, resulte viable prevenir su cumplimiento, lo que corresponde  es rechazar de plano la acción, como en efecto se dispone. Se rechaza de plano la acción. RP 

TRABAJO. 1964-12. TRASLADOS. RELACIONES DE PARENTESCO EN EL BANCO CRÉDITO AGRÍCOLA DE CARTAGO. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 14 del Reglamento Autónomo de Trabajo del Banco Crédito Agrícola de Cartago. La norma se impugna en cuanto infringe el principio de reserva de ley en materia de derechos fundamentales, pues por reglamento se restringe el derecho al trabajo por el simple hecho de una relación de consanguinidad. A juicio del accionante, la norma carece de razonabilidad y de proporcionalidad pues restringe el derecho fundamental al trabajo y el derecho a ejercer un cargo público, a pesar de que no ve cómo se pueden estar afectando los fines públicos y el servicio que el Banco brinda si entre las personas con el vínculo de consanguinidad o afinidad no existe relación de subordinación jerárquica o de mando, que implique un conflicto de intereses, ni que afecte el servicio que da el banco o su imagen. Considera además que, en igualdad de condiciones, se le da un trato distinto y discriminatorio respecto a los demás funcionarios públicos, quienes sólo pueden ser despedidos por las causales de despido justificado que expresa la legislación laboral costarricense, ya que la única razón de su cese de funciones es el artículo 14 de su Reglamento Autónomo de Trabajo. Se declara CON lugar la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, se anula por inconstitucional el párrafo primero del artículo 14 del Reglamento Autónomo de Trabajo del Banco de Crédito Agrícola de Cartago. Asimismo, se interpreta conforme al Derecho de la Constitución el párrafo segundo del mencionado artículo 14 para que su texto se lea de la siguiente manera: "Igualmente, será prohibido nombrar o trasladar a un trabajador cuando ello implique que laborará en la misma dependencia en la que labore un trabajador con el que se encuentre ligado por parentesco en primer o segundo grado de consanguinidad y afinidad o unión de hecho.". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese esta resolución a la Procuraduría General de la República y a los accionantes. Comuníquese al representante del Banco de Crédito Agrícola de Cartago. CL
TRAMITE. 1490-12. NULIDAD DE RESOLUCIÓN DE CURSO. ACTO LEGISLATIVO. Acción de inconstitucionalidad contra el acuerdo del Plenario No. 76 del 27 de setiembre de 2011, en el que se acordó la aplicación del artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa al Proyecto de Ley tramitado en el expediente No. 18261 “Ley de Solidaridad Tributaria”. Alega el recurrente que por resolución de las ocho horas cuarenta minutos del quince de diciembre de dos mil once la Sala dispuso dar curso a la presente acción, señalando que lo dispuesto implicaba suspender únicamente la celebración del segundo debate de los procesos parlamentarios en los que se haya aplicado la norma procesal impugnada, hasta tanto no se emita la resolución final de este asunto judicial, lo cual estima el accionante resulta incorrecto de conformidad con lo dispuesto en el artículo 82 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, pues se trata de una norma procesal no de fondo. No ha lugar a la gestión formulada. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar la gestión en el mismo sentido que lo hizo en el voto 2007-2901. La Magistrada Calzada y el Magistrado Cruz ponen nota.

TRAMITE. 1489-12. NULIDAD DE RESOLUCIÓN DE CURSO. REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa. Afirma el accionante que por resolución de las dieciséis horas cuatro minutos del catorce de diciembre de dos mil once, la Sala dispuso dar curso a la presente acción, señalando que lo dispuesto implicaba suspender únicamente la celebración del segundo debate de los procesos parlamentarios en los que se haya aplicado la norma procesal impugnada, hasta tanto no se emita la resolución final en este asunto, lo cual estima el accionante resulta incorrecto de conformidad con lo dispuesto en el artículo 82 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, pues se trata de una norma procesal no de fondo. No ha lugar a la gestión formulada. El Magistrado Armijo salva el voto y declara Con Lugar la gestión en el mismo sentido que lo hizo en el voto 2007-2901. La Magistrada Calzada y el Magistrado Cruz ponen nota.

TRAMITE. 1580-12. REVOCATORIA DE VOTO. CASACIÓN EN MATERIAL NOTARIAL. ACTITUD TEMERARIA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 158 del Código Notarial. La recurrente solicita la revocatoria de la resolución número 2012-001234. A juicio de este Tribunal, es inexplicable una conducta que incurra en una actitud temeraria como es la presentación constante y deliberada de gestiones, lo que no hace más que demostrar ante este Tribunal la existencia de un desafío a lo establecido por el mismo en repetidas oportunidades, por cuanto los hechos que se exponen en esta nueva gestión no difieren de los ya analizados en las anteriores, con lo cual se remite a la accionante a lo resuelto en esas ocasiones. Cabe agregar que reiterar la gestión, pese a tener conocimiento de la decisión ya adoptada por el Tribunal, no puede modificar una sentencia firme, implica desgastar los recursos humanos y materiales de la jurisdicción constitucional innecesariamente, las que no en pocas ocasiones debe dedicar su tiempo para dirimir asuntos sumamente delicados de derechos fundamentales. En consecuencia, no ha lugar a la gestión formulada.  Se remite a la accionante  ante la Fiscalía del Colegio de Abogados y ante la Dirección Nacional de Notariado, para lo de sus cargos. Comuníquese. 

TRAMITE. 1962-12. ACUMULACIÓN. MULTA POR PRESTAR SERVICIO DE TRANSPORTE SIN AUTORIZACIÓN. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 130 inciso c) de la Ley de Tránsito. El  artículo  84  de  la Ley  de  la  Jurisdicción Constitucional  dispone que  si  después  de  planteada  la  acción  y  antes  de  la  publicación  del  aviso respectivo  se presentaren  otras  acciones  de inconstitucionalidad  contra  la misma ley, decreto,  disposición, acuerdo o  resolución, esas  acciones  se acumularán a  la primera y  se  tendrán como ampliación. También se acumularán  las acciones  que con  ese  carácter  interpongan  las  partes  de  los  juicios suspendidos,   si  fueren presentadas  dentro  de  los  quince  días posteriores   a  la  primera  publicación  del aviso. Por   lo expuesto   y  ante  la  evidente conexidad con otro recurso que se  tramita  ante  esta  Sala, se dispone en este acto acumular este expediente al citado. Acumúlese  esta  acción  a  la  que  en  el  expediente  número 11-14415-0007-CO, se tramita ante esta Sala. Acumulación
TRAMITE. 1958-12. ARCHIVO DEL EXPEDIENTE. DEBER DE FIDELIDAD DURANTE LA SEPARACIÓN JUDICIAL. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 62 del Código de Familia. Es criterio del accionante que la norma impugnada vulnera el principio de autonomía privada como sub-principio  del principio de libertad jurídica, y que es desproporcionado frente a las realidades humanas y sociales. Aduce que la falta de limitación al deber de fidelidad una vez decretada la separación judicial es contraria a lo establecido en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, así como los numerales 51 y 52 constitucionales, en tanto se violenta la dignidad humana, y se le niega al separado  judicialmente la posibilidad de rehacer su vida y fundar una nueva familia. En este caso, en virtud de que por error se asignó un nuevo número de expediente al presente documento  de acción de inconstitucionalidad  que ya se encontraba tramitado lo procedente es archivar este proceso y desglosar la prueba que haya sido aportada en éste, para que sea valorada y conocida en el expediente citado. Desglósese, previa certificación, la prueba que consta en autos, y remítase la misma al expediente No. 12-001561-0007-CO. Archívese este expediente. 

TRAMITE. 2443-12. SOLICITUD DE REVOCATORIA. UNIVERSIDAD. TRABAJO COMUNAL UNIVERSITARIO. Acción de inconstitucionalidad contra el Artículo 9, párrafo segundo,  de la Ley que crea el Consejo Nacional  de Educación Superior Universitaria Privada (CONESUP). El  accionante  solicitó  que  se  revocara  la  sentencia  número 2012-1610 de las 14:50 horas del 08 de febrero del 2012, a través de la cual esta Sala rechazó de plano la acción, por considerar que en su caso se le denegó el acceso a la justicia porque no se le asignó un defensor público. No obstante, de conformidad con lo dispuesto  en el artículo 11 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, contra las sentencias  de esta Sala, no procede recurso  alguno. Únicamente, en aquellos casos  en que ha existido un error en la preciación y valoración de los hechos, este Tribunal está facultado para revocar de oficio sus propias resoluciones, situación que no sucedió en el presente asunto, pues tal como se indicó en la citada sentencia, la acción de inconstitucionalidad planteada por el actor, carece absolutamente de todos los requisitos que la Ley de la Jurisdicción Constitucional exige a efecto de plantear una acción. No ha lugar a la gestión formulada.
TRANSITO. 2915-12. MULTA. POR NO PORTAR DISPOSITIVOS DE SEGURIDAD. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 32 inciso 1, apartado m) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. La norma señala la obligación de los conductores de portar dos (2) triángulos de seguridad u otro dispositivo de seguridad análogo y al menos un (1) chaleco retroreflectivo verde, naranja o rojo. Se acusa que la multa de 94.000 colones es desproporcionada.  Señala la Sala que según lo dispone el artículo 80 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional que si la acción no llena las formalidades a que se refieren los dos artículos anteriores, el Presidente de la Sala señalará por resolución cuáles son los requisitos omitidos y ordenará cumplirlos dentro de tercero día, como en efecto se hizo en este caso. Esa misma norma agrega que si no se diere cumplimiento a lo ordenado, el Presidente denegará el trámite de la acción. Puesto que en el caso que se examina, la parte accionante incumplió la prevención que se le formuló, se procede en el sentido indicado. Se deniega el trámite a esta acción.  
TRIBUTARIO. 2732-12. IMPUESTO. PERSONAS JURÍDICAS Acción de inconstitucionalidad contra de los artículos 2, 3 y 8 de la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas, Ley número 9024 del 23 de diciembre de 2011. Considera el accionante que  los  artículos  impugnados  producen  una  desigualdad  que  violenta  los principios  constitucionales  de  igualdad,  racionalidad  y  proporcionalidad. Manifiesta que el artículo 2 aquí objetado establece que el hecho generador del pago del tributo para las sociedades mercantiles es su inscripción en el Registro Mercantil, y su naturaleza mercantil como personas  jurídicas. Agrega que el artículo 3 en cuestión establece una tarifa diferenciada para las sociedades que se encuentran activas tributariamente y aquellas que no realizan actividad comercial y se encuentran inactivas tributariamente. Aduce que por lo tanto, que el artículo 8 impugnado establezca la exoneración del pago del tributo a las sociedades mercantiles que se encuentren inscritas como micro y pequeñas empresas en el registro que al efecto lleva el Ministerio de Economía, Industria y Comercio, constituye un trato desigual injusto. Considera que, al gravarse a personas que no generan actividad mercantil alguna, mientras se exonera completamente a otras personas jurídicas que ejercen actividad mercantil en forma activa, se actúa de manera desproporcionada y no equitativa. Es criterio del accionante, que además, al carecer el Ministerio de Economía, Industria y Comercio de potestades tributarias, no puede establecer las excepciones  dispuestas en el artículo 8. Asegura que las normas objetadas violentan la libertad de empresa, al condenar a las sociedades mercantiles al pago de un tributo y a posibles sanciones económicas y penas privativas de libertad para sus representantes. Solicita se declaren inconstitucionales los artículos impugnados. En este caso, la acción se rechaza de plano porque el accionate no cumple el requisito de asunto previo, razón por  la cual, carece de legitimación para interponerla.  RP
TRIBUTARIO. 1965-12. CANON. COBRO DE CANON POR EL OTORGAMIENTO DEL CERTIFICADO VETERINARIO DE OPERACIÓN A GANADEROS Y PRODUCTORES PECUARIOS. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 8, 3.8 y 10 del Decreto Ejecutivo 34859-MAG y el artículo 3 del Decreto Ejecutivo 35987-MAG. Las normas se impugnan en cuanto se considera, contravienen el principio de reserva de ley porque establecen la creación de un tributo bajo la figura del canon por el otorgamiento del Certificado Veterinario de Operación y del Registro anual de establecimientos con Certificado Veterinario de Operación y del Registro anual de establecimientos Certificado Veterinario de Operación, sin que estos actos otorguen permiso o autorización alguna para la utilización de bienes de dominio público. Agrega que estos artículos definen que todos los ganaderos del país deberán pagar un canon para obtener la Certificación Veterinario de Operación expedido por el Servicio Nacional de Salud Animal, canon cuyo monto es definido en el Reglamento de Tarifas del Ministerio de Agricultura y Ganadería –Decreto 35987-MAG-. Aduce que esta normativa implica una violación a los principios de igualdad y razonabilidad, porque la obligación de pagar el canon se les impone a todos los ganaderos por igual, sin diferenciar y con independencia de que se trate de actividades de riesgo alto, riesgo intermedio o riesgo no definido, sin tomar en consideración que puede existir actividades pecuniarias con distintos grados de riesgo. Asimismo, plantea que existe violación al principio de caja única del Estado, porque el canon fijado debe ser pagado en una cuenta especial de SENASA, contraviniendo así la obligación de que sea la Tesorería Nacional la entidad que reciba los fondos que debe pagarse al Estado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción en cuanto al reclamo por infracción al principio de Caja Única del Estado. En lo demás, se declara sin lugar. RP y SL
TRIBUTARIO. 2510-12. IMPUESTO SOBRE LA RENTA. REVALUACIONES DE ACTIVOS FIJOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 19 incisos a) y b) de la Ley de Simplificación y Eficiencia Tributarias, No. 8114 DE 04-07-01, del artículo número 8 numeral 15) inciso b) sub-incisos b.1) y b.2) del Reglamento de Simplificación y Eficiencia Tributarias, Decreto Ejecutivo No. 29643-H y artículo 1 apartado c), punto 4 de la Resolución Número 52/01 de las 8:00 horas del seis de diciembre de dos mil uno de la Dirección General de Tributación. Las normas se impugnan en tanto, a partir del dos mil uno, no se permite revalorizar los activos, con lo cual, se obliga a determinar el impuesto sobre la renta sobre una base imponible incorrecta, superior y contraria a la capacidad contributiva del contribuyente, al hacerlo sobre la base de valores fijos que están desactualizados, de manera que no obedecen al valor real y actual de los activos, por lo que se lesiona de manera abierta el principio constitucional tributario de la capacidad contributiva, establecido en el artículo 18 constitucional, según lo ha considerado la propia jurisprudencia constitucional en sentencias 7177-2005 y 16277-2006; en virtud de lo cual, el método de cálculo para la revaluación de activos debe sustentarse en el valor real de los activos, ya sea sobre la base de parámetros objetivos, tales como el índice inflacionario de precios al consumidor o precio industrial o, inclusive, con criterio técnico de perito. Se declara sin lugar el recurso. SL
AMBIENTE 

2541-12.  GASOLINERAS.  SE AMPLIA PLAZO DE FUNCIONAMIENTO A ESTACIONES DE SERVICIO QUE NO CUMPLEN REQUISITOS.  La recurrente alegaque el Decreto Ejecutivo 36011-MINAET-S establece que las estaciones de servicio en cuya aprobación de funcionamiento se haya dado, observando  la legislación vigente al momento  de su autorización, no están obligadas  a ajustarse  a las distancias contenidas  en este Decreto. Privilegio que a juicio de la accionante resulta irrazonable pues pone en riesgo la seguridad de las personas. Además se amplía temporalmente el plazo del servicio a varias gasolineras,a pesar  de que no cuentan con criterio técnico ni legal para la ampliación de la prórroga, afectando de esta forma lo establecido en el artículo 50 de la Constitución. En este caso concreto, considera la Sala que el alegato de la recurrente, en el sentido que el Decreto Ejecutivo 36011-MINAET-S establece un privilegio irrazonable a favor de las  estaciones  construidas  con  anterioridad  al  Decreto  Ejecutivo  número 30131-MINAET-S, quedó debidamente subsanado  por medio de las medidas técnicas de ingeniería compensatorias establecidas en el reciente Decreto Ejecutivo número 36967-MINAET-S del 01 de febrero de 2012. Sin embargo, como ello se efectuó con ocasión de la interposición de este amparo, lo pertinente es acoger el recurso solo para efectos indemnizatorios. Finalmente, se indica que la omisión de las distancias  de retiro en que pueden  incurrir algunas estaciones de servicio en razón de su antigüedad, debe ser subsanada con las medidas técnicas de ingeniería compensatorias, con el objetivo de velar por el aseguramiento de la vida, la seguridad de las personas,  la salud y el medio ambiente. En esa medida, si de acuerdo  con la propia Dirección General de Transporte y Comercialización de Combustibles del MINAET, algunas estacionesno cumplían con las distancias de retiro de seguridad; consecuentemente, ante esa omisión, se les debe exigir el cumplimiento de las medidas técnicas de ingeniería compensatorias establecidas en el Decreto Ejecutivo número 36967-MINAET-S del 01 de febrero de 2012, a fin de velar por el aseguramiento de la vida, la seguridad de las personas, la salud y el medio ambiente, en los términos dichos en esta sentencia. Se declara con lugar el recurso. CL
2660-12. CORTA DE ÁRBOLES. PARQUE METROPOLITANO LA SABANA.  Alega la recurrente que la Municipalidad de San José procedió a la corta de varios árboles dentro del área del Parque Metropolitano La Sabana, entre ellos, árboles de Eucalipto que tienen más de 50 años de edad.   Estima que lo actuado violenta los derechos al ambiente sano y ecológicamente equilibrado y el patrimonio natural de los costarricenses.   Esta Sala resolución, que sobre  el tema que aquí nos ocupa, en sentencia número 2011-009991 de las 10:44 horas del 29 de julio de 2011, declaró sin lugar un recurso de amparo sobre hechos similares, al estimar que la tala de algunos árboles en el Parque Metropolitano La Sabana no obedece a un acto indiscriminado por parte de la Administración, sino a un proceso de rearborización dentro del parque. Por otra parte, refiere la sentencia que lo actuado por las autoridades recurridas se dio en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 28 de la Ley Forestal, lo anterior, ante la comprobación del deterioro de algunos árboles que pueden poner en riesgo la vida e integridad física de las personas  que visitan el lugar.   Se rechaza por el fondo el recurso. RF

2045-12. AGUAS NEGRAS.  CONSTRUCCIÓN DE MALLAS DIVISORIAS EN PROPIEDAD PROVOCA DESBORDAMIENTO. Las recurrentes alegan que por la colocación de mallas divisoras las cuales invadieron  parcialmente su propiedad, provocó que se  rompieran  las  tuberías de  las  aguas negras y ocasionó que  se introdujera cemento al tubo del desagüe, por lo que se impidió la circulación de las   aguas  negras.  Por  esta  razón,  su  casa  se  inundó  y  empezaron  a  sufrir  de malos olores, además, no se pueden utilizar los servicios sanitarios, lavamanos, fregaderos de la cocina y en general ninguno de los tubos de abastecimiento de agua,  lo  cual  impide  el acceso   al  servicio  de  agua  potable. Afirma que a pesar de sus quejas, el Ministerio de Salud no ha atendido sus gestiones. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director de la Dirección Regional de Servicios de Salud Central Sur de la Caja Costarricense de Seguro Social, que de inmediato proceda a tomar y ejecutar medidas eficientes que eviten la continuación de la contaminación acusada y garantizar los derechos de la amparada. CL
2272-12. CONTAMINACIÓN DE AGUA. CONSTRUCCIÓN SIN RESPETAR DISTANCIA DE NACIENTE DE AGUA PONE EN RIESGO RECURSO HÍDRICO. El recurrente alega que en el sector de Canadá de la Suiza, perteneciente  al Cantón de Turrialba,  cerca de la Escuela de la zona, hacia la Carretera el  Carmen,   se  ubica  una naciente  de  agua. Indica que  la municipalidad  del lugar, aparentemente  otorgó tres permisos de construcción, con total inobservancia  de lo establecido en el  numeral  33 de la Ley Forestal y sin tomar en consideración que las edificaciones   que  se  están realizando,   se  encuentran  a  una distancia  menor  de quince metros   de  la naciente  de  agua,  lo  que lesiona  el ambiente.  Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la Municipalidad de Turrialba. Se ordena al Gerente de Desarrollo Urbano de la Municipalidad de Turrialba, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de TRES MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se pongan a derecho las construcciones que existen en el área de protección de la naciente que se ubica en la zona de Canadá de la Suiza de Turrialba.  CL
2274-12. DAÑOS. TALA DE ÁRBOLES UBICADOS A ORILLAS DE CARRETERA A CIUDAD COLON. El recurrente manifiesta, que  es  vecino  de  Puriscal  y considera   que  de  manera  irregular  y  contraria  a  sus derechos fundamentales, cuadrillas de la autoridad recurrida, indiscriminadamente y  sin  autorización  del  Ministerio  Nacional  del  Ambiente,  Energía  y Telecomunicaciones, se encuentra talando los árboles que están en las orillas de la carretera que comunica a Ciudad Colón con Santiago de Puriscal, razón por la cual solicita  se  acoja  el  presente amparo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta y Piza declaran sin lugar el recurso por otras razones. SL
1948-12. URBANIZACIÓN.  CONSTRUCCIÓN DE URBANIZACIÓN DENTRO DE ZONA PROTECTORA CAUSA DAÑOS AMBIENTALES. El recurrente manifiesta, que como requisito para desarrollar la Urbanización La Cabriola, la empresa recurrida adquirió una serie de compromisos ante la Secretaria Técnica Nacional Ambiental. Acusa que desde los inicios y durante el proceso de operación, la empresa recurrida ha incumplido dichos compromisos. Entre éstas, la existencia de una calle de concreto construida sólo a tres metros de distancia de la quebrada y con una longitud de 250 metros a lo largo del cauce de la quebrada el Marañón, la cual sirve como fuente alternativa de abastecimiento a la comunidad del Rodeo, calle que no se encuentra diseñada en los mapas de estudio entregados a la Secretaria Técnica Nacional Ambiental. Además, pese a encontrarse la referida urbanización dentro de la Zona Protectora el Rodeo, y a que por resolución número 318-99 SETENA, cuestionario de presentación número 176-98, sección medidas de mitigación se establece la imposibilidad de corta de árboles, se han causado graves daños a la vegetación por efecto de la tala de árboles y socola de sectores de bosque primario aledaño a los lotes de la urbanización. Acusa que se le ha dado un incorrecto uso al agua proveniente de la quebrada el Marañón, la cual ha sido utilizada por más de cincuenta años, amén de la corta de árboles mencionada, en las cercanías del tanque de almacenamiento que abastece a la comunidad. Finalmente, menciona otros impactos negativos que no han sido corregidos ni mitigados, tales como el uso de herbicidas en las cercanías de la quebrada, la deforestación, la construcción de puentes y trillos a través de la quebrada y la contaminación futura que se puede provocar a la quebrada por medio de la construcción de viviendas en la parte alta de la naciente sonde se capta el agua, debido a la falta de medidas preventivas y supervisión del proyecto. Estima que los hechos acusados violentan sus derechos fundamentales, en especial el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta y Piza declaran sin lugar el recurso sin entrar a conocer el mérito del asunto.  SL
1801-12. CONTAMINACIÓN SÓNICA. CONTENEDOR  DE EMPRESA DENOMINADO DATA CENTER EMITE UN ZUMBIDO DE ALTOS DECIBELES. Los recurrentes alegan que a la empresa Claro CR Telecomunicaciones  Sociedad Anónima se le otorgó la posibilidad para construir una torre de telefonía celular, en San Vicente de Moravia. Asimismo la empresa  instaló un contenedor  de  furgón, esto corresponde a un data center de la empresa, el cual emite un zumbido de altos decibeles a toda hora y todos  los días, por  lo que  los vecinos viven muy afectados por  el ruido que éste produce y que afecta su rutina diaria. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso.  En consecuencia se ordena al representante legal de la empresa Claro CR Telecomunicaciones, Sociedad Anónima, no incurrir de nuevo en los mismos hechos que dieron origen a la estimación de este amparo. CL Parcial
1803-12. CONTAMINACIÓN VISUAL. ANUNCIOS PUBLICITARIOS EN DISTINTAS ZONAS DE SAN JOSE. El recurrente alega que en la Avenida Central de San José, así como en las cercanías del Gimnasio Nacional y en la Plaza de la Democracia, se han colocado gran cantidad de anuncios publicitarios que provocan contaminación visual, entre ellos: los árboles de navidad de las marcas Coca Cola y Claro, situación que vulnera su derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, además de atentar contra su libertad de tránsito por la escasa visibilidad que provocan. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara SIN LUGAR el recurso. La Magistrada Calzada pone nota. Los Magistrados Jinesta y Piza declaran sin lugar el recurso por razones diferentes. SL
1315-12. HUMEDALES. OMISIÓN MUNICIPAL EN PROTEGER HUMEDALES DE ISLA GRANDE DE GOLFITO. El recurrente manifiesta, que logró constatar  la ocupación irregular de un particular, de un área cercana al manglar en la zona conocida como Puntarenitas o Isla Grande de Golfito. Indica que utiliza químicos para quemar hierbas, en parte de esa zona. Señala que construyó una especie de muelle que contiene aceite quemado,  lo cual resulta altamente contaminante. Asimismo, fumiga con herbicidas conocidos como gramoxon y round up, que impiden el crecimiento de malezas y vegetación hasta por tres meses. Indica que la Municipalidad accionada ha sido omisa en ejercer sus funciones de fiscalización y vigilancia ante los hechos expuestos. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Alcaldesa Municipal a.i. de  Golfito y a la Directora del Área de Conservación de Osa, tomar las medidas y girar las instrucciones  necesarias para acatar de manera inmediata las recomendaciones contenidas  en el informe DFOE-SM-IF-5-2010, emitido por la Contraloría General de la República. CL

1323-12. CONTAMINACIÓN.  LAVADERO DE AUTOS LANZA AGUAS RESIDUALES A QUEBRADA EN SAN RAMON. Las recurrentes, vecinas de San Ramón, consideran que la inercia de los recurridos en atender la denuncia que plantearon en contra del Auto lavado Car Spa por no poseer  una planta de tratamiento para las aguas residuales (ocasionando  que esta agua desemboquen  en una quebrada  y malos olores) y por hacer un uso irracional del agua potable, violenta su derecho a gozar de un ambiente sano.   Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso.  Se ordena  a los recurridos, coordinar acciones a efectos de que, cada uno dentro del ámbito de sus competencias, sean vigilantes de las actividades desarrolladas en el Autolavado Car Spa y verificar que no se vuelva a producir contaminación por mal manejo de aguas  y residuos. CL Parcial
BANCARIO 
1560-12. COBRO JUDICIAL. BANCO INICIA COBRO DE CRÉDITOS HIPOTECARIOS AUNQUE VIVIENDAS ESTÁN EN MAL ESTADO. El recurrente acusa que del Banco de Costa Rica pretende enviar a cobro judicial los créditos hipotecarios suscritos por los amparados para la compra de viviendas en el Condominio Fuente de Vida, pese a que éstas fueron declaradas inhabitables en razón de sus deficiencias estructurales. Indica que la entidad bancaria no comunicó a los amparados del peritaje correspondiente. Agrega que el Banco recurrido se niega a realizar un arreglo para el pago. Esta Sala resolvió, que no le compete revisar si lo actuado por las autoridades bancarias recurridas se ajusta o no a lo dispuesto a la normativa legal vigente sobre la materia. Así como, si se cumple lo establecido en las cláusulas de los créditos hipotecarios suscritos entre el Banco de Costa Rica y los amparados, lo anterior, al ser lo planteado una labor propia de la vía común -administrativa o jurisdiccional-, ya que esta Sala no es un contralor de la legalidad de las actuaciones o resoluciones de la Administración. Por ello, deberá las partes amparadas plantear sus inconformidades o reclamos ante la autoridad recurrida o en la vía jurisdiccional competente, vías en las cuales podrán, en forma amplia, discutir el  fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. Se rechaza de plano el recurso.  RP 

COLEGIOS PROFESIONALES
1816-12. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. AUDIENCIA REALIZADA SIN ASISTENCIA DE ACUSADO LESIONA DERECHO A LA DEFENSA. El recurrente considera lesionados  sus derechos fundamentales, en particular los contenidos  en el artículo 39 constitucional, en  virtud de que el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica inició un procedimiento disciplinario en su contra bajo expediente número 234-07, en el cual, se señaló para audiencia oral y privada las 08:00 horas del 08 de agosto de 2011; sin embargo, y pese a que en esa misma fecha presentó en la Plataforma de Servicios, un certificado médico justificando su imposibilidad de presentarse a la audiencia, la misma se realizó, en detrimento de su derecho de defensa.    Esta Sala resolvió, con vista de los informes rendidos por los recurridos,  bajo la solemnidad del juramento, que el documento indicado por el recurrente, no fue presentado ni siquiera en la sede del órgano donde  se realizaría la audiencia, pues fue presentado  en la Plataforma de Servicios de la Institución, que tiene un asiento físico distinto del que tiene el Tribunal de Honor, lugar en el que se iba a realizar la audiencia oral y privada. Bajo esta inteligencia, estima la Sala que, contrario al dicho del recurrente no se produjo el agravio reclamado ya que el documento presentado el mismo día de la audiencia, no sólo no se informó de alguna urgencia en su conocimiento sino que además no tuvo la virtud de demostrarle a ese Tribunal, que conllevara razón válida para anular todo lo actuado. En todo caso, observa esta Sala que todas y cada una de las actuaciones realizadas por el Tribunal de Honor que investiga al tutelado, han  sido impugnadas  por el petente,  es decir, no se le ha lesionado su derecho de defensa, y asimismo, han sido debidamente resueltas y notificadas al interesado.  Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
1311-12. INCORPORACIÓN. DEBER DE FISCALIZACIÓN DE COLEGIOS PROFESIONALES. El recurrente demandó la tutela de su derecho al trabajo y del principio de igualdad y no discriminación, pues, en su criterio, Colegio recurrido estableciendo condiciones arbitrarias y caprichosas, se niega a incorporarlo como agremiado. Se encuentra plena e idóneamente demostrado que la solicitud de incorporación del amparado se encuentra suspendida, en virtud que se niega a someterse al plan remedial propuesto - que consiste en aprobar, debida y verificadamente, todas las materias que no ha cursado. Precisamente, en este particular, la fiscalización que ejerce el Colegio de Abogados de Costa Rica se enmarca dentro de las potestades que ostenta a fin de verificar el cumplimiento de los requisitos para la incorporación de nuevos profesionales no solo desde un plano formal sino material. De otra parte, el que Consejo Nacional de Enseñanza Superior  Universitaria, refrendara el título, no implica per se que el Colegio Profesional debe proceder a la incorporación sin ningún tipo de análisis o inspección sobre los documentos aportados.  Aunado a lo anterior, consta  que el recurrente tiene conocimiento  del estado  actual de su gestión. Se declara sin lugar el recurso. SL
COMERCIO
2088-12. DESALOJO. OMISIÓN DE NOTIFICACIÓN  A VENDEDORES ESTACIONARIOS DEPOSITO LIBRE DE GOLFITO.  El recurrente alega  que  se  han violentado  los derechos fundamentales  de  los vendedores  estacionarios   del  Depósito  Libre Comercial de Golfito dentro  del proceso  de  desahucio administrativo, toda   vez  que  el Ministerio de Seguridad Pública programó ejecutar el desalojo el treinta de enero de dos  mil doce,   sin  haberles notificado  previamente.   Acusa  que  el  Ministerio  de Obras Públicas y Transportes y JUDESUR carecen de legitimación para accionar el desalojo de los amparados, pues éstos se ubican en una calle pública municipal y no en una ruta nacional. Esta Sala señala que en  el caso  concreto,  el recurrente pretende que este Tribunal entre a revisar el desahucio decretado pues,  en su criterio,  el mismo es improcedente  en  vista  de  que considera   que  tiene  mejor derecho   respecto  del inmueble. Sin embargo,  ese reclamo  se dirige expresamente a cuestionar en esta sede, aspectos  que  compete  dilucidar   a  la  jurisdicción ordinaria,  ya sea  a nivel administrativo o judicial, pues será ahí en donde, previa valoración probatoria, se podrá determinar quien tiene mejor derecho. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

2734-12. CENTRO EDUCATIVO PRIVADO. CONDICIONAN MATRICULA DE MENOR ESTUDIANTE AL PAGO DE UNA ANUALIDAD POR ADELANTADO.  El recurrente pretende que esta Sala ordene a las autoridades del Colegio Humboldt, permitirle cancelar por adelantado mes a mes el estudio de su hija, pues por tener antecedentes de morosidad se le exige cancelar todo el año por adelantado. En este caso, señala la Sala que si bien no está en discusión un  problema de falta de pago por parte del recurrente, sí está siendo ventilado un asunto meramente contractual. Como  parte del  convenio de prestación de servicios educativos firmado por el Colegio  recurrido y el recurrente,  aquel se compromete a dar al amparado el servicio  de enseñanza solicitado, en tanto que el segundo acepte  someterse al régimen de pago que se le exige. Es claro que a cada  institución  de  enseñanza  privada  le  compete  disponer  sobre  los  requisitos y condiciones que formarán parte del contrato que suscriban la institución y los padres o encargados del educando. De acuerdo con la  jurisprudencia de esta Sala, el Colegio tiene el deber, eso sí, de actuar en  forma no intempestiva, no arbitraria, dando oportunidad al educando de  acceder a otro centro de enseñanza, si así fuese necesario. En la especie, según lo refiere el propio recurrente, desde el curso lectivo anterior su hija fue trasladada de centro educativo, por lo que no se constata hecho alguno que se puede estimar contrario al derecho de la Constitución. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
2843-12. ESTUDIANTE.  DENEGATORIA DE MATRICULA A ESTUDIANTE POR PRESUNTA FALTA DE CUPO.  Los recurrentes acusan el quebranto del derecho a la educación del menor amparado, por cuanto, aseguran que se le denegó la matrícula en el Liceo Ing. Manuel Benavides Rodríguez por falta de cupo.  En este caso concreto se demuestra que el menor no fue aceptado por falta de capacidad locativa; no obstante, debe el Ministerio buscar una solución para que continúe con su educación. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena  al Director Regional de Educación de Heredia y al Director del Liceo Ing. Manuel Benavides Rodríguez, disponer, en forma inmediata, lo necesario a efecto que el amparado, sea matriculado en un centro educativo cercano a su domicilio, en el nivel y programa educativo que le corresponde. CL
2546-12. MENOR DE EDAD. NEGATIVA A BRINDAR ADECUACIÓN CURRICULAR SIGNIFICATIVA A ESTUDIANTE.  Acusa la recurrente la violación del derecho  a la educación de su hijo pues pese a que  desde el  05  de  julio  del  2010,  ha insistido con el apoyo de la Dirección Regional  de Educación de    San Ramón,  para que  el colegio recurrido  le practicara    al amparado    la   evaluación pedagógica y así descartar o determinar  una adecuación curricular  significativa;  dicha prueba no se le aplicó, lo que provocó que el  tutelado reprobara casi todas las materias y perdiera el    curso  lectivo  2010 y 2011. Acusa además que el Colegio recurrido le denegó la matrícula al afectado, pese a que, por ubicación geográfica   le corresponde  el centro educativo recurrido.    Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director del Colegio Dr. Ricardo Moreno  Cañas del Ministerio de Educación Pública, que adopte las medidas necesarias, para que de forma inmediata, si aun no se ha hecho, se ponga en ejecución la adecuación curricular significativa aprobada por las autoridades competentes para el menor amparado, en el nivel que le corresponde para el curso lectivo 2012 en el Colegio Dr. Ricardo Moreno Cañas. CL

2636-12. TITULO ACADÉMICO. NEGATIVA A HOMOLOGAR TÍTULO OBTENIDO EN EL EXTRANJERO.  Los  recurrentes  acuden  ante  esta Jurisdicción Constitucional y exponen que son médicos graduados de la Escuela Latinoamericana de Medicina de la República de Cuba, por lo que han solicitado ante la autoridad accionada  el reconocimiento y equiparación de sus títulos de conformidad con la normativa de mayo de 2009. Indican que la Vicerrectoría de Docencia dispuso publicar los procedimientos que regirían a partir de su publicación, para la equiparación de grados  y títulos obtenidos  en otras instituciones  de educación superior. Entre los requisitos, se establece  que el oferente deberá realizar un internado rotativo universitario horizontal con al menos un 80% de homología en las características con respecto al que realizan los estudiantes de la Universidad de Costa  Rica y consecuentemente la aplicación de un único EXAMEN ESPECIAL, que hay que aprobar para poder ser equiparados.  Sin embargo, acusan que Con una nueva disposición y que empieza a regir a partir del año 2012  y que no puede ser aplicada a los  RECURRENTES  Y  LA  GENERACIÓN  DE  MËDICOS que han solicitado HOMOLOGACIÓN  en  el  año 2011,  se les  obliga  a  realizar 10  exámenes  específicos y UN GENERAL, que dan inicio el próximo 20 de febrero del 2012. En este caso, señala la Sala que las  cuestiones  sobre  la  procedencia  o  improcedencia  de  un reconocimiento de título o equiparación de grados es materia de mera legalidad administrativa, que como  tal, debe discutirse  en esa sede o, en su caso,  en la contencioso administrativa (ver, entre otras, las sentencias 2008010151,  2011001727y 2011008048). Además, determinar si el recurrente tiene derecho adquirido  a  que  se  aplique  un  procedimiento  para  el  reconocimiento  u homologación de título extranjero o si la nueva normativa o reglamento se aplica en forma retroactiva, no es materia de amparo, sino de legalidad, pues definir qué 
norma es la aplicable a su caso no es competencia de este Tribunal, toda vez que se trata de una labor propia de la vía común -administrativa o jurisdiccional-, ya que esta Sala no es un contralor de la legalidad de las actuaciones o resoluciones de la Administración. Se rechaza por el fondo el recurso. RF

2021-12. CENTRO EDUCATIVO. INFRAESTRUCTURA ESTA EN MALAS CONDICIONES AUNQUE FUE DECLARADO PATRIMONIO ARQUITECTÓNICO. El  recurrente  alega  que  el  estado  de  la infraestructura  de  la  Escuela  Nuestra  Señora  del  Carmen  en  Puntarenas,  se encuentra muy deteriorada (tapias,  jardines,  cometida eléctrica, salón de actos),  se producen inundaciones   en  el  salón  de  actos,  todo  lo  cual  pone  en  peligro  la integridad física de los alumnos y docentes. Indica que dicho Centro Educativo fue declarado  Patrimonio  Arquitectónico  Nacional,  por  lo  que corresponde   a  varias entidades  dar  el  mantenimiento  adecuado  para  su  buen  funcionamiento  y preservación. Sin embargo, pese a sus gestiones, los recurridos no se preocupan por restaurarla. Se declara CON  lugar el recurso,  en consecuencia se ordena al Ministro de Educación Pública, girar las instrucciones necesarias para que de inmediato se realicen las mejoras sanitarias e infraestructurales del caso a  la Escuela de Nuestra Señora del Carmen de Puntarenas a efectos de que se respete el derecho a la salud y el derecho a gozar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado de todos los que  asisten, particularmente   para solventar   los problemas   del  sistema  eléctrico, techos, cielos  raso,  pisos,  paredes,  marcos   de ventanas,   salón  de actos,   y otros. Asimismo se ordena a  la Directora del Área Rectora de Salud de Puntarenas del Ministerio de Salud, tomar  todas   las acciones  pertinentes para ser vigilante y darle seguimiento  a  las acciones que se tomen al respecto.  CL
2063-12. LIBERTAD DE CULTO. PROGRAMACIÓN DE EXAMEN DE BACHILLERATO LOS SÁBADOS AFECTA CREENCIAS RELIGIOSAS DE ESTUDIANTE. La recurrente manifiesta, que el 3 de marzo de 2012, se realizará la prueba de convocatoria para bachillerato en Biología, situación que le afecta, ya que, como parte de sus principios cristianos debe guardar el sábado, motivo por el cual, no puede presentar dicho examen esa fecha. Señala que se le negó la reprogramación de la fecha dispuesta para tal efecto, con el agravante de que con esta ocasión, sería el segundo año que pierde la oportunidad de presentar la prueba por haber sido fijada la fecha de realización en ambas ocasiones el día sábado, prueba que es la única que le hace falta para concluir sus estudios secundarios. Manifiesta que esta situación le ha ocasionado incluso perder oportunidades laborales, por no contar con el bachillerato.   Se declara  con   lugar  el recurso.   Se ordena al Ministro  de  Educación Pública  y al Director  de  Gestión  y  Evaluación  de  la  Calidad  del  Ministerio  de  Educación Pública, de manera inmediata, lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para  que  se reprograme   la prueba   de  Biología  del programa   de  Bachillerato  de Educación Diversificada   a  Distancia  que debe   de presentar  la recurrente,  de manera  que  no  le  sea efectuada   un  día  sábado.  CL
2137-12.  EDAD. DENEGADA MATRÍCULA EN CENTRO EDUCATIVO PÚBLICO. La recurrente acusa que el Director recurrido le negó el derecho a la matrícula al menor amparado, alegando que tiene 15 años y que no califica para el sétimo año de colegio. Esta Sala resolvió, que no existe un derecho fundamental de ingreso a un determinado centro educativo sino que, para efectos de tutela constitucional, lo que importa es que los estudiantes tengan la posibilidad efectiva de ingresar a una institución para realizar sus estudios. De este modo, deviene razonable la regulación de la matrícula por parte de las autoridades educativas, siempre y cuando se utilicen criterios objetivos como el lugar de residencia de los educandos, la capacidad locativa del centro, entre otros. Además, reiteradamente ha manifestado este Tribunal que el cumplimiento de requisitos exigidos para ingresar o bien, optar por un determinado sistema educativo, son aspectos que por su naturaleza, deberán ser alegados ante la propia autoridad recurrida para lo que en derecho corresponda, o en su defecto, ante la autoridad jurisdiccional competente, en defensa de sus  derechos (Véase, entre otros, el voto No. 2011-002020). Se declara sin lugar el recurso.  SL
1806-12.  SODAS ESCOLARES. LIMITACIONES EN CUANTO A LA VENTA DE PRODUCTOS. El recurrente alega que por medio del Decreto número 36910-MEP-S publicado en el Diario Oficial La Gaceta del 12 de enero de 2012, dictado por la Presidencia de la República, el Ministro de Educación y la Ministra de Salud se imponen una serie de limitaciones a los concesionarios de sodas ubicadas en centro educativos públicos, al impedirles vender una cantidad considerable de productos.  Lo anterior, pese a que cuentan con los permisos sanitarios y de funcionamiento respectivo.  Agrega que tales medidas se dictaron sin llevar a cabo los procedimientos de consulta ante las diferentes Municipalidades del país de acuerdo con el artículo 190 de la Constitución Política, ni la anulación de los permisos y patentes que ostentan en la actualidad.  Aunado a ello, señala que no se les ha permitido tener acceso a sus expedientes administrativos a su nombre. Sobre el tema, señala la Sala que del escrito de interposición de este amparo se comprueba que al momento de presentar este recurso, no existen actos de aplicación concreta de las normas cuestionadas por el recurrente, razón por la cual, el amparo resulta inadmisible. Por otro lado, el Estado se encuentra facultado en atención al interés superior de los menores, que están bajo su cuidado en los centros educativos durante el período lectivo, a procurar el mayor bienestar de las niñas y niños incentivándolos a consumir dentro de las escuelas y colegios,  productos que sean más sanos y acordes a lograr un mejor crecimiento. De manera que, en la contratación que se hace con los proveedores que brindan estos servicios en los centros educativos resulta totalmente válido y es una cuestión meramente contractual que se regule el tipo de productos a ofrecer, atendiendo al objetivo señalado, lo que no resulta irrazonable, ni desproporcionado atendiendo al fin que se persigue,  estar dentro del ámbito de su regulación; y habiéndose delimitado dicha regulación únicamente a lo que se deba vender dentro de la institución. De modo que, las limitaciones del caso, no trascienden en modo alguno, a la alimentación que los niños puedan llevar o comer en los centros educativos. En lo que concierne a la acusada falta de acceso a los expedientes administrativos a nombre de los amparados y de la entrega de la solicitud de copia certificada de dichos expedientes, este Tribunal estima que podría implicar una infracción a los artículos 27 y 30 de la Constitución Política. Razón por la cual, se ordena darle curso al amparo interpuesto únicamente respecto a este punto concreto.  Se rechaza de plano el recurso en cuanto a la acusada inconstitucionalidad del Decreto número 36910-MEP-S, “Reglamento para el funcionamiento y administración del servicio de soda en los centros educativos públicos”. Se ordena dar curso al amparo únicamente por la acusada falta de acceso a los expedientes administrativos a nombre de los amparados y de la entrega de la solicitud de copia certificada de dichos expedientes. El Magistrado Jinesta salva el voto parcialmente y ordena también dar curso al amparo por la eventual infracción de la libertad personal o libre autodeterminación de la personalidad, a la privacidad familiar, la libertad de comercio y el principio de reserva de ley en materia de regulación de los derechos fundamentales y, por consiguiente, dispone conceder plazo para interponer la respectiva acción de inconstitucionalidad, según consideraciones expuestas en el considerando VI. Los Magistrados Rueda y Piza ponen nota en el VII y VIII considerando de la sentencia, respectivamente.  RP

DERECHO A LA INFORMACIÓN
2705-12. EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO. NEGATIVA A BRINDAR COPIA DEL EXPEDIENTE DE CONTRATACIÓN DIRECTA PARA COMEDOR  ESCOLAR. El recurrente acusa que, a la fecha de interposición de este amparo, la Junta de Educación de la Escuela 15 de Setiembre no le ha permitido el acceso a la copia del expediente administrativo relacionado con la contratación directa No. 001-25011 para proveedor de alimentos del comedor estudiantil para el curso lectivo 2012, para el cual ofertó la empresa amparada.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Presidente de la Junta de Educación de la Escuela Quince de Setiembre, entregarle, en forma inmediata, al recurrente, la copia del expediente relacionado con la contratación directa para proveedor de alimentos del comedor estudiantil para el curso lectivo 2012, cuyo costo deberá ser asumido por el interesado. CL
2912-12. INFORME DE ANÁLISIS BIOQUÍMICO. DENEGATORIA DE INFORMACIÓN RELACIONADA CON MUESTRAS DE LA PLANTA DE TRATAMIENTO EN HOTEL.  El recurrente acusa que el Laboratorio Nacional de Aguas le denegó una información relacionada con unos análisis bioquímicos, cuyas muestras las tomó de la planta de tratamiento de su representada, el Hotel Tabacón. Arguye que esa denegatoria se basó en el hecho que un tercero —Televisora de Costa Rica S.A.— contrató el servicio del Laboratorio Nacional de Aguas en el marco de un contrato privado y que, por ende, esos datos le pertenecen a esa empresa privada. Considera arbitraria esa denegatoria no sólo porque su representada tiene un interés legítimo, ya que, a partir de esos datos, se le están imputando, públicamente, conductas presuntamente irregulares sino además, porque al tratarse de información ambiental reviste un marcado interés público. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se le ordena al Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y a quien ejerza el cargo de Director del Laboratorio Nacional que, dentro del plazo de diez días contados a partir de la notificación de esta sentencia, proporcionen al recurrente, en su condición de condición de Gerente General de Inversiones Turísticas Arenal S.A., los resultados obtenidos con las muestras de agua requeridas por el actor. En cuanto a Televisora de Costa Rica se desestima el recurso. CL Parcial
2536-12. SERVICIO 900. CONTRATOS CON EMPRESAS SON CONFIDENCIALES.  El recurrente manifiesta que, el 17 de agosto de 2011, solicitó  a  las autoridades recurridas, que  le  facilitaran  la cantidad  de  empresas inscritas  y dedicadas    al servicio 900 del 2007 a la fecha, los montos facturados,  netos y brutos del servicio 900 y  los registrados por el programa “TV Mejenga”.  Explica  que   31 de agosto de 2011, reiteró su petición y aduce que se le respondió, que el accionado posee contratos con proveedores  del servicio 900, en los cuales  se encuentran    cláusulas   de confidencialidad que protegen la información. Añade que nunca solicitó la información secreta de los contratos, únicamente, requirió los montos  facturados. En este caso, señala la Sala que con vista del informe de la autoridad recurrida, se le brindó una respuesta. Para  este  Tribunal,  el  valor  comercial  que  posee  dicha  información, constituye, una cuestión que encaja, perfectamente,  en los conceptos  jurídicos indeterminados de secreto industrial, comercial o económico y que, por razones evidentes, como  estrategia comercial y libre competencia, resulta inconveniente que conozcan los potenciales  y eventuales operadores  o competidores privados, en materia de telecomunicaciones, por cuanto, colocaría al recurrido y a las empresas que se dedican al servicio 900, en una situación de desventaja.    Bajo esta inteligencia, descarta la Sala que se haya producido el agravio reclamado. Se declara sin lugar el recurso.  SL

2192-12. CABLE TICA. INCONFORMIDAD POR NO INCLUIR EN SU PROGRAMACIÓN EL CANAL 9.  La recurrente manifiesta, que desde el diecisiete de octubre del dos mil once se  incorporó a  la  transmisión de señal de televisión  nacional  el  canal  nueve,  lo  que  motivó  a  las diferentes  empresas   que ofrecen  el servicio   de  televisión  abierta  en  sus  señales  de  cable  a  incluirlo,    en respeto a la normativa legal que les rige, sin embargo, la empresa recurrida aún no o ha  hecho  y considera   que  con  su  actuar,  esa  empresa  lesiona  su derecho   de información. Solicita a esta Sala que ordene a  la empresa recurrida  incluir  la señal del  canal nueve en su servicio.   Esta Sala resolvió, que las pretensiones del  accionante,  son propias   de  la  legalidad ordinaria  y  deben  discutirse  y resolverse   en  las  vías  que  la  ley  ha  previsto, específicamente,  para  estos casos.   En consecuencia,   lo procedente   es rechazar   el recurso,  sin perjuicio  de  que  la parte  interesada acuda   a  la  vía  legal pertinente  a hacer valer sus derechos. Se rechaza de plano el recurso. RP
1827-12. INFORME DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. NEGATIVA A ENTREGAR COPIA DE INFORME RELACIONADO CON FECUNDACIÓN IN VITRO.  La recurrente, en su condición de diputada  de la República, alega que la Procuraduría General de la República, no le entregó  una  copia  de  la  demanda  y  del  informe  final  emitido  por  la  Comisión  Interamericana de Derechos Humanos en relación con el caso No. 12.3621, sobre fecundación in vitro, lo que estima lesiona sus derechos fundamentales.  En este caso, señala la Sala que lo actuado por la autoridad recurrida no resulta disconforme con el Derecho de la Constitución, en la medida que la información requerida por la recurrente está vinculada con el proceso contencioso que, actualmente, se sigue en contra del Estado costarricense ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos por el tema de la fertilización in vitro y  que,  conforme  se  ha  expuesto,  existe  normativa  convencional  del  Sistema Interamericano  que  estatuye  la  reserva  de  esa  información  para  terceros. Precisamente, en el libelo de interposición, la actora sostuvo que por su condición de Diputada de la República no puede ser considerada como un “tercero”, citando como fundamento de su solicitud lo dispuesto en el artículo 111 del Reglamento de la Asamblea Legislativa, (norma que regula la solicitud de informes a las instituciones del Estado por parte de las comisiones permanentes y especiales, por medio de sus presidentes, y los diputados, en forma personal). No obstante, no puede obviarse que la información requerida por la recurrente está relacionada con un proceso que se sigue ante un Tribunal internacional en el que, la representación del Estado costarricense  recayó, por designación del Ministerio de Relaciones Exteriores en la Procuraduría General de la República, dentro del cual no interviene el Poder  Legislativo como órgano del Estado y menos aún,  un diputado o diputada individualmente considerado. Existe regulación en los instrumentos normativos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos que tiende a establecer la reserva de la información contenida en los expedientes salvo para las partes. En todo caso, tal y como se acreditó, la Corte Interamericana, a través de su Secretario, indicó a la autoridad recurrida que desde el 19 de diciembre, la Comisión Interamericana había hecho públicas la nota de remisión y el informe emitido en este caso, colocándolas en el sitio web de ese órgano; además, dejó claro que, en el tanto no está notificada la  sentencia  en  este  caso,  el  expediente correspondiente  y  los documentos contenidos en él, son de conocimiento reservado para las partes. Se declara sin lugar el recurso. SL
1799-12. REGISTRO NACIONAL. COBRO POR SERVICIOS EN SITIO WEB. Los recurrentes manifiestan, que mediante acuerdo de la Junta Administrativa del Registro Nacional ordenó el cierre definitivo del sitio web www.registronacional.go.cr. a partir del 01 de septiembre de 2011. Asimismo, por acuerdo N° J303, tomado en la sesión número 29-2011, se pretende implementar un nuevo sitio web que se denominará www.rnpdigital.go.cr. y para cada consulta que se realice se deberá pagar la suma de dos mil quinientos colones. Sostienen que en el nuevo sitio web, la autoridad recurrida no permitirá el acceso gratuito a la misma información que se encuentra en el actual. Consideran que el acuerdo N° J303 impugnado resulta violatorio de los derechos fundamentales, toda vez que supone una limitación y una reducción al pleno ejercicio del derecho de acceso a la información administrativa y al derecho  humano a gozar de los beneficios de la ciencia y tecnología. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Presidente de la Junta Administrativa y Director General del Registro Nacional, dejar sin efecto cualquier disposición que tienda a establecer una tarifa por cobro de los servicios en línea o virtuales para consulta de los servicios que ofrece el Registro Nacional respecto de los que con anterioridad a las actuaciones impugnadas fueron brindados gratuitamente, razón por la que deberá mantenérseles en dicha condición, sin perjuicio de que cobre por los nuevos servicios de consulta, siempre y cuando se respete el principio del servicio al costo y, por consiguiente, se revise periódicamente la tarifa. El Magistrado Rueda da razones diferentes. Los Magistrados Calzada, Jinesta y Cruz salvan el voto y declaran con lugar el recurso en todos sus extremos. El Magistrado Cruz Castro expone argumentos adicionales. –CL
1708-12. BANCARIA. SOBRE FONDO DE PENSIONES COMPLEMENTARIAS. INFORMACIÓN DE INTERÉS PÚBLICO EN PODER DE UN SUJETO DE DERECHO PRIVADO.  El recurrente demandó la tutela de su derecho de acceso a la información, pues, en su criterio, BCR Pensión- Operadora de Planes de Pensiones Complementarias  S. A., se niega a suministrarle la información sobre los estados financieros auditados, que requirió el 25 de noviembre de 2011. En este caso, es claro que existe información de interés público en poder de un sujeto de Derecho privado, lo cual, no desnaturaliza el derecho contemplado en el ordinal 30 de la Constitución Política, por el contrario, lo fortalece en cuanto se le concede una eficacia expansiva y progresiva que irradia, incluso, el ámbito privado. Conviene, en primer término señalar que lo relativo al patrimonio y administración de un fondo de jubilaciones como el del Banco de Costa Rica, posee un innegable interés público. Aunado a lo anterior, reiteradamente,  este Tribunal Constitucional  ha sostenido que toda persona o todo administrado es sujeto activo del derecho de acceso a la información administrativa. Por ende, no tiene el petente que recurrir a un intermediario -como parece entenderlo el recurrido-, para ejercer su derecho. Bajo esta inteligencia, estima la Sala que se produjo el  agravio reclamado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Apoderado Generalísimo de BCR Pensión- Operadora de Planes de Pensiones Complementarias S. A., que de inmediato, le suministre al recurrente, la información que solicitó. CL
1322-12. EXPEDIENTE ELECTRÓNICO. INSPECCIÓN JUDICIAL NIEGA COPIA DE EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO POR SER ELECTRÓNICO. Alega el recurrente que la autoridad recurrida le denegó la entrega de copia impresa de un expediente que allí se tramita, en el cual es parte denunciante, argumentándose el citado expediente se encontraba de forma electrónica, en razón de que el Poder Judicial había iniciado una política llamada 
Cero Papel, suprimiendo los expedientes  de forma física. Asimismo alega que también se ha violentado en su perjuicio lo preceptuado en el Artículo 32 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, al no habérsele resuelto o notificado en diez días, la investigación hecha por la Inspección Judicial en el caso denunciado.  Señala la Sala, que la política “Hacia Cero Papel” es clara al indicar que debe garantizarse el acceso a la justicia de los usuarios que tienen limitaciones tecnológicas para manejar formatos digitales, pues deben  tener presente los funcionarios del Tribunal recurrido, que la tecnología es solo una herramienta que contribuye a que los procesos reciban una tramitación ágil, flexible y sin mengua de la calidad de las decisiones, por lo que no puede convertirse en un obstáculo para las personas que no tienen acceso a los medios tecnológicos, ni tampoco para las poblaciones en condición vulnerable. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso.  Se ordena al Presidente del Tribunal de la Inspección Judicial, que en forma INMEDIATA,    brinde al recurrente copia impresa de expediente administrativo disciplinario. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
DERECHO A LA SALUD

2604-12.  SEGURIDAD SOCIAL. NEGATIVA INSTITUCIONAL A ASEGURAR ESPOSO HASTA QUE SE COMPRUEBE QUE ES “AMO DE CASA”.  La recurrente acusa que la Caja  Costarricense de Seguro Social ha dispuesto que, para asegurar a su esposo, se requiere que un trabajador social de la institución verifique que éste es “amo de casa”.   La Sala en sentencia número 10110-11, había señalado que el artículo 12 punto a) del Reglamento del Seguro de Salud de la Caja Costarricense del Seguro Social no lesiona el principio de igualdad, pues con sustento en tal normativa, la administración puede realizar un estudio socioeconómico, a fin de poder verificar si se cumplen o no los requisitos exigidos por la normativa aplicable para otorgar, en definitiva, el aseguramiento pretendido.  No obstante ello, esta Sala estima que sí resulta irrazonable y violatorio del derecho fundamental a la seguridad social que, mientras se realice el referido estudio socioeconómico, se deje en una situación de total desamparo al cónyuge de la recurrente, pues no consta que, al menos, se le haya asegurado  de forma provisional. Con el agravante que del informe rendido por la autoridad recurrida no se desprende  la  eventual fecha  en  que se podría  realizar  el citado estudio. De esta forma, se indica que interpretando dicha normativa, a la luz del principio pro homine (que postula que el derecho debe interpretarse y aplicarse siempre de la manera que más favorezca al ser humano), se deriva que no existe obstáculo para que se asegure, de forma provisional, al cónyuge del asegurado directo, a la espera de las resultas del eventual estudio socioeconómico que pudiera realizar la institución, y sin perjuicio de lo que finalmente establezca ese estudio, de forma que en ese ínterin no se deje al cónyuge 
del asegurado directo en un estado de desamparo en cuanto al acceso a los servicios indispensables de la seguridad social. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director Médico de la Clínica Marcial Rodríguez Conejo de  Alajuela, que realice las gestiones pertinentes y ejecute las acciones necesarias dentro de su ámbito de competencia, para que, de manera inmediata, se asegure de forma provisional al esposo de la recurrente, sin perjuicio de lo que finalmente se resuelva en su caso, como producto del correspondiente estudio socioeconómico. CL
2332-12. TRASLADO EN AMBULANCIA.  NEGATIVA DE CENTRO HOSPITALARIO A TRASLADAR PACIENTE ACCIDENTADA PARA TRATAMIENTO.  La recurrente alega que su hija sufrió un accidente el 17 de diciembre de 2011, razón por la cual ha estado internada en el Hospital de  San Ramón y en un albergue del Instituto Nacional de Seguros; sin embargo, el 31  de enero de 2012, le dieron la salida, a pesar de que en su casa de habitación no puede brindarle los cuidados que requiere. Añade que a la amparada le dieron cita  para curaciones cada dos días y no puede transportarla, por el difícil acceso de su  propiedad. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la Caja Costarricense de Seguro Social se refiere. Se ordena  al Director General del Hospital Dr. Carlos Luis Valverde Vega, de inmediato, coordinar lo  necesario para que   la amparada reciba traslado  mediante ambulancia para el proceso de tratamiento que requiere con ocasión del  accidente que sufrió el 17 de diciembre de 2011, hasta que bajo criterio de su  médico tratante y del Servicio de Trabajo Social de dicho hospital, se determine que no lo requiere. En cuanto al Instituto Nacional de Seguros, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
2428-12. SERVICIO MEDICO.  COCHE PARA MENOR DE EDAD CON PARÁLISIS CEREBRAL NO REÚNE REQUISITOS DE LA FICHA TÉCNICA. La recurrente  alega que a principios del 2010 hizo una solicitud del coche especial que requiere su hija , debido a que sufre de parálisis cerebral, a la Asociación Josefina Ugalde Céspedes, quien se lo compró a la empresa Chupis y se lo entregaron el 30 de mayo. No obstante, tuvo que devolver ese coche, por  no cumplir con los requisitos de la ficha técnica. Señala que todavía no se le ha entregado el coche, pues la Asociación citada se encuentra esperando que se le gire el dinero de la Junta de Protección Social, ya que tienen que pagarle a la empresa mencionada una diferencia del cuarto coche,  mientras tanto  la salud de su hija se sigue deteriorando. Se declara CON LUGAR el recurso, únicamente, contra el Presidente de  la Junta de  Protección  Social,  la  Asociación  Josefina  Ugalde  Céspedes  y  la  Empresa Chupis. Se ordena a la Apoderada Generalísima  de  la Asociación Josefina  Ugalde  Céspedes,  que en el plazo de un mes, contado a partir de la notificación de esta resolución,  le entregue  a  la recurrente  el coche especial que  requiere  la amparada. CL
1834-12. MENOR DE EDAD. NIEGAN ATENCIÓN ODONTOLÓGICA.  El recurrente manifiesta, que la amparada, quien a  la fecha de interposición del presente recurso cuenta con 15   años de edad y enfrenta un problema de salud dental, pues requiere de un  tratamiento    de nervio. Señala que  se  presentó a la  Clínica  Solón  Núñez, a  recibir atención médica, pero le  fue denegada por no ser asegurada directa. Añade la madre, que como  contribuyente de la Caja Costarricense del Seguro Social tiene derecho a que se le brinde atención médica   a  su hija, máxime que se trata de una persona menor de  edad. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena a la Gerente Médico de la Caja Costarricense de Seguro Social, que de forma inmediata, coordine  lo necesario para que la amparada, reciba la atención especializada en Odontología que requiere. En caso de  no  poder  brindarse  dicho  tratamiento  en  un  hospital  o  clínica  de  la  Caja Costarricense de Seguro Social, deberá coordinar lo que corresponda para que de manera inmediata se realice la contratación de servicios externos, si resulta necesario, para la atención especializada reclamada. CL
1954-12. TRASPLANTE. RETARDO EN REALIZAR CIRUGIA DE TRASPLANTE DE PULMÓN A PACIENTE POR FALTA DE PRESUPUESTO PARA COMPRAR SUERO.  El recurrente manifiesta que es paciente del centro hospitalario recurrido y actualmente está inscrito en el programa de transplante de pulmón. Dice que en ese Hospital no se cuenta con un líquido o suero que se denomina Perfadex, importante para su transplante. Acota que aparentemente la falta de este suero es consecuencia de que la Caja Costarricense de Seguro Social no lo quiere comprar. Señala que su estado de salud se está deteriorando día con día, su debilidad por falta de oxígeno es tal  que no puede caminar, está postrado en una silla de ruedas y su esposa lo tiene que  asistir en todas sus necesidades, inclusive bañarlo.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, disponer lo necesario en el ámbito de su competencia, para que se proceda a realizar los trámites de compra requeridos para  adquirir la solución preservante pulmonar Perfadex, inmediatamente. CL
1246-12. ATENCIÓN MÉDICA.  NEGATIVA DE INS DE ATENDER A USUARIO QUE SUFRIÓ ACCIDENTE DE TRANSITO.  El recurrente manifiesta, que se le negó la atención médica en el Instituto Nacional de Seguros, pese a que la requirió por haber sufrido un accidente de tránsito.    Se declara con lugar el recurso en contra del Instituto Nacional de Seguros. Se ordena al Jefe del Departamento de Servicios de Salud del Instituto Nacional de Seguros, disponer lo necesario para que el recurrente reciba la atención médica que necesite, producto del accidente  que sufrió el 3 de diciembre de 2011, a la mayor brevedad posible. En cuanto a la  Caja Costarricense de Seguro Social, se declara sin lugar el amparo. CL
DERECHO DE PROPIEDAD

2130-12. EXPROPIACIÓN. RETARDO EN INDEMNIZAR A PROPIETARIO DE FINCA UBICADA DENTRO DEL PARQUE NACIONAL LA CANGREJA. El  recurrente  alegó  que,  un  inmueble propiedad  de  la sociedad   amparada  fue  afectado  por  el  cambio  de  la  Zona Protectora La Cangreja a Parque Nacional. Indicó que el Sistema Nacional de Áreas de  Conservación    culminó  el procedimiento   administrativo  de compra   directa. Reclamó  que  no  se  ha procedido   al  pago respectivo.   Por  lo descrito   estimó vulnerado  el  derecho  a  la  propiedad, consagrado   por  el  artículo  45  de  la Constitución Política.  Se  declara  con  lugar  el recurso.   Se  le  ordena  al Director del Área de Conservación Pacífico Central,  y Encargado del Patrimonio Nacional del Estado y  Área  de  Conservación  Pacífico  Central,  ambos  del  Ministerio  de Ambiente Energía y Telecomunicaciones,  que, lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias  para  que,  en  el  plazo  de  TRES MESES,   contado  a  partir  de  la notificación,  se tomen   las previsiones  presupuestarias   para  el pago  efectivo   a  la empresa recurrente, de  la  suma correspondiente  de acuerdo con   el  avalúo AV.ADM No.   SJ -   129 - 2011,  por concepto   de compra   directa  del  inmueble  matrícula  de  folio  real  No. 177202 -   000, afectado por   la  creación del Parque Nacional  La Cangreja,   si otra causa  ajena  a  lo discutido   en  el  sub  lite,  no  lo  impide.  CL
DERECHO DE TRABAJO
2695-12. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. VIOLACIÓN A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS. El recurrente alegó que el Consejo Nacional  de  Vialidad  ordenó  se  instaurara  en  su  contra  un  procedimiento disciplinario administrativo, por haber realizado varias manifestaciones en el programa radial “Nuestra Voz”, relacionada con la Licitación Pública Internacional del proyecto denominado “Ampliación y Rehabilitación Pública Internacional No. 1, Carrera Interamericana Norte, sección: Cañas Liberia”. Por lo descrito,  estimó vulnerada  su  libertad  de  expresión,  consagrada  por  el  artículo 29  de  la Constitución Política. Esta Sala Constitucional, en la sentencia No. 2005-10341, analizó el tema de la libertad de expresión de los funcionarios públicos. En el caso concreto, al  analizar  los  elementos probatorios aportados, este Tribunal logró determinar que fue con ocasión de las aseveraciones externadas por el recurrente que se tomó la decisión de instaurar un procedimiento administrativo disciplinario en su contra. Lo anterior se desprende del análisis sistemático de los acuerdos tomados  por el Consejo    Nacional de Vialidad, lo que resulta contrario a la libertad de expresión del amparado. Al no existir algún motivo o razón de interés público que obligue a replantear la línea 
jurisprudencial en la temática, este Tribunal debe intervenir, en aras de restablecer al tutelado en el pleno goce y ejercicio del derecho fundamental conculcado. Se declara con lugar el recurso por violación a la libertad de expresión.  Se anula el acuerdo tomado por el Consejo Nacional de Vialidad, en la sesión ordinaria No. 872 -11, artículo XII.1, así como el acto inicial del procedimiento disciplinario administrativo, No. 01-11 de las 14:00 hrs. de 8 de diciembre de 2011,  instaurado en contra del recurrente. Se le ordena al Presidente del Consejo de Administración y a Carlos Solís Murillo, en su condición de Director Ejecutivo, ambos del Consejo Nacional de Vialidad, abstenerse de incurrir los hechos que sirven de mérito a la presente declaratoria. CL
2684-12. TRASLADO. INOBSERVANCIA AL DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente persecución laboral en su contra y violación a sus derechos laborales, con la decisión de trasladarlo a laborar de la Oficina de Migración de Peñas Blancas  a Liberia, lo que además dice afecta su condición de salud. En este caso consta que con vista de los informes rendidos por las autoridades recurridas, así como del elenco de hechos que se han tenido como probados, se ha acreditado que con la reubicación laboral que aquí se cuestiona, no se variaron -en perjuicio del recurrente- las condiciones laborales, tales como jornada laboral, ni el salario, ni derechos adquiridos, además, no se afecta su salud, toda vez que su domicilio está muy cerca del lugar de trabajo. En este contexto y, en atención a la posición jurisprudencial sobre el tema que tiene este Tribunal, se descarta que con la actuación impugnada se hayan lesionado los derechos que se reclaman. Aunado a ello, debe recordarse que esta Sala ha reconocido  que los funcionarios públicos no pueden aducir derechos individuales derivados del cargo que ostentan, con ocasión de las funciones que tienen asignadas, puesto que las competencias públicas no constituyen derechos humanos, sino, meras atribuciones legales definidas con el objeto de cumplir los fines de la Administración (al respecto véase sentencia No. 2550-94 de las 15:15 horas del 1° de junio de 1994). Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
2751-12. DESPIDO.  ENCARGADA DE COMEDOR ESCOLAR DESPEDIDA EN ESTADO DE EMBARAZADO. La recurrente acusa que se desempeña como cocinera para la Junta de Educación de la Escuela Quince de Agosto en Tirrases de Curridabatm desde el mes de setiembre de 2008; no obstante, sin explicación alguna, fue despedida, a pesar de que tiene cinco meses de embarazo, nunca se le pagó el seguro social; y el director le dijo que no le correspondían vacaciones.  Se declara CON lugar el recurso. Se ordena al Director de la Escuela Quince de Agosto de Tirrases, Curridabat y a la Presidenta de la Junta de Educación de la Escuela Quince de Agosto de Tirrases, Curridabat, o a quienes en su lugar ocupen dichos puestos: a) la restitución inmediata de la recurrente, con el pleno goce de sus derechos, en el puesto de cocinera que venía ocupando y desde la fecha en que fue nombrada la otra persona, b) la anulación de todos los actos asociados al nombramiento de la otra persona en el puesto que venía ocupando la recurrente, sin perjuicio de su derecho a percibir el salario que le correspondió al ocupar dicho puesto, c) el pago de los respectivos salarios, y la concesión de la respectiva licencia por maternidad a la recurrente.  CL
2547-12.  PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. TRASLADO DE CARGOS. El recurrente  acusa que en su contra se tramita proceso administrativo sancionatorio  en que considera que se ha infringido el debido proceso y el derecho de defensa, por cuanto el traslado de cargos es omiso respecto a la imputación de los hechos que se le atribuyen, no se indica si en su contra procede   algún tipo de recurso. Tampoco se indica en qué lugar se puede   consultar,   estudiar   o fotocopiar    el  respectivo y en  el citado acto  administrativo, se le convocó a una comparecencia oral y privada señalada para el 29 de noviembre del 2011, se le notificó el día 24 de ese mes, por lo que no se observó el plazo previsto por la normativa aplicable. Agrega que todo lo anterior motivó que el 29  de noviembre del 2011 interpusiera un incidente de nulidad en contra de ese acto administrativo y en el que solicitó se reprogramara la referida audiencia; sin embargo, tales solicitudes fueron denegadas con el argumento que el incidente se había planteado de forma extemporánea. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las 12:33 horas del 22 de noviembre del 2011, suscrita por el órgano director del procedimiento nombrado según acuerdo número JG VI-195-2011 de la Junta General del Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica. Se ordena a los miembros del referido órgano director del procedimiento, enderezar  el  procedimiento  administrativo  instaurado  en  contra  del recurrente a lo indicado en las consideraciones de esta sentencia. CL
2551-12.  DESPIDO. INOBSERVANCIA AL DEBIDO PROCESO EN CESE DEFINITIVO DE  FUNCIONARIO.  El recurrente alega que labora como  guarda de seguridad para la Caja Costarricense de Seguro Social, concretamente en la Subárea de Transportes, y que el 04 de noviembre de 2011, por un conflicto con su jefatura, decidió entregar las llaves del portón de entrada y se retiró del lugar; sin embargo, cuando se presentó a sus labores al día siguiente, no se le permitió quedarse y se le indicó que se le trasladaría de puesto, lo cual nunca sucedió, de modo que se quedó sin trabajo. Acusa que en ningún momento se le sometió a un debido proceso para poder ejercer su derecho de defensa de previo a su despido.    Se declara con lugar el recurso.  Se anula la acción de personal  número 127925 del 08 de noviembre de 2011, suscrita por el Jefe del Subárea de Transportes de la Caja Costarricense de Seguro Social recurrido. CL

2569-12. DISCRIMINACIÓN. POR EDAD NO SE ACEPTA OFERTA DE SERVICIOS. En el presente asunto, la recurrente alega ante esta Sala su disconformidad con la política del Ministerio de Seguridad Pública, de exigir un mínimo de cinco años de experiencia, en caso de ser mayor de 30 años, para optar  por el puesto de Policía, toda vez que el 10 de enero de 2012, ella presentó la oferta de servicios respectiva. En el informe rendido bajo juramento, la Directora de Recursos Humanos del Ministerio accionado, expone que en el Acta de la Sesión Extraordinaria No.827, celebrada por el Consejo de Personal en la Oficialía Mayor del Ministerio de Seguridad Pública el 31 de octubre de 2011, se acordó aprobar el nuevo perfil propuesto para la escogencia de oferentes en puestos policiales, en el que se aclaró que dichos requisitos básicos eran sugerentes, por lo que se recomendó dar prioridad de nombramiento a quienes los cumplían. Establece la citada acta como edad rango para primer ingreso de 18 a 30 años y, en caso de no existir oferentes entre ese rango de edad, podrían recibirse ofertas de servicio de 30 a 35 años, pero debían contar con al menos 5 años de experiencia policial. Sobre el particular, es menester analizar el principio de razonabilidad de las normas. En ese sentido, la jurisprudencia constitucional ha señalado sus componentes: legitimidad, idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido estricto. Así, un acto limitativo de derechos es razonable cuando, amén de legítimo, cumple la triple condición de ser necesario, idóneo y proporcional. En este caso en particular, debe realizarse un especial análisis en torno al elemento de “necesidad”, toda vez que la autoridad recurrida fundamenta la imposición de la limitación de la edad en la especial naturaleza de las funciones que deben cumplirse en la seguridad ciudadana. Concuerda esta Sala en que la naturaleza de las funciones de un oficial de policía justifican la imposición de ciertos requisitos, tales como una adecuada condición física; sin embargo,  también considera  que la sola edad no es un factor que establezca de forma clara y precisa la condición física de las personas. La norma establece que como edad rango para primer ingreso de 18 a 30 años y, en caso de no existir oferentes entre ese rango de edad, podrían recibirse ofertas de servicio de 30 a 35 años, pero debían contar con al menos 5 años de experiencia policial. Sin embargo, personas de más de 30 años podrían estar incluso en mejor condición física que una menor. Si lo que se persigue es garantizar la adecuada condición física de un policía, lo procedente es, simple y llanamente, someter a los interesados a una prueba física, en que se demuestre la condición particular de cada uno. Es decir, existen otras opciones para comprobar que la idoneidad de la condición física de un oferente al mencionado puesto, de modo que no se discrimine en razón de la edad.  De  esta  manera,  comprueba  este  Tribunal  la  lesión  a  los  derechos fundamentales de la amparada, por lo que resulta procedente declarar con lugar el recurso  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Seguridad Pública, o a quien en su lugar ejerza el cargo, recibirle de forma inmediata a la amparada la oferta de servicio para el puesto de policía, analizarla sin tomar en consideración su edad y realizarle las pruebas físicas correspondientes para determinar si posee la condición física necesaria para desempeñar el puesto de policía. Aunado a ello, conforme a lo dispuesto   en  el  artículo  50  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción Constitucional, se advierte a la accionada no volver a incurrir  en  los actos u omisiones  que  dieron mérito para acoger este recurso. CL
2571-12. DESPIDO. FUNCIONARIO CESADO CON INOBSERVANCIA AL DEBIDO PROCESO. El recurrente demandó la tutela de sus derecho al debido proceso y a la defensa, pues, en su criterio, la resolución de la Alcaldía  Municipal  de  Corredores,  Nº  AM-041-2012, 2010-CD-000020-CL  OD-01, de las 13:45 hrs. de 16 de diciembre de 2011, que ordenó su despido sin responsabilidad patronal, carece de la debida motivación, lo que le impide ejercer sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso.  Se anula la resolución de la Alcaldía Municipal de Corredores, Nº AM-041-2012, 2010-CD-000020-CL OD-01, de las 13:45 hrs. de 16 de diciembre de 2011, que ordenó el despido sin responsabilidad patronal del recurrente. Se restituye al amparado en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

2082-12. MEDIDA CAUTELAR. AMPLIACIÓN DE MEDIDA CAUTELAR IMPUESTA POR EL CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL. El  recurrente, quien es juez, reclama que, habiendo el Tribunal de  la Inspección Judicial desestimado una queja planteada en su contra , el Consejo Superior del Poder Judicial, dispuso trasladarlo, cautelarmente, a la Administración Regional de Heredia como Juez Supernumerario. Lo anterior, bajo  el argumento que el voto de  la  Inspección  Judicial no se encuentra  en  firme porque los quejosos plantearon un recurso de apelación en contra de  lo resuelto y que, precisamente,   dicha  impugnación  no puede   ser resuelta   hasta  que  esta  Sala resuelva por el fondo,   la acción de inconstitucionalidad tramitada en el expediente No. 11-1888-0007-CO en la que se cuestionan los artículos 209, 210, 211 de la Ley Orgánica  del  Poder  Judicial  que  vedan  a  los  denunciantes  la  posibilidad  de impugnar  las decisiones de  la  Inspección Judicial. Considera que  la ampliación de la medida cautelar constituye de hecho, una sanción.   Esta Sala considera que la causa  seguida  en contra  del tutelado no está concluida y, en aras de garantizar las resultas del procedimiento, la autoridad recurrida bien puede,  adoptar una medida como  la impugnada. Además, nótese que se trata de una medida cautelar, cuya temporalidad está condicionada a seis meses y no una sanción como parece entenderlo el actor. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
1997-12. INTERINO. ANULACIÓN DE CONCURSO INTERINO SIN INFORMAR A FUNCIONARIA ELECTA. La recurrente alega que a pesar de que el  10  de setiembre de 2010 fue nombrada mediante concurso para ocupar interinamente  una plaza ,  fue informada  verbalmente por parte de una funcionaria de la Oficina de Recursos   Humanos que  su nombramiento  había  sido  cesado  a  partir  del  01  de noviembre de 2011, ya  que  se    iba    a    sacar nuevamente   a concurso   la  plaza  para nombrar   a otro funcionario  igualmente  interino,  por  cuanto,  el concurso   anterior  del  cual  fue ganadora,   se   había   anulado   disponiéndose   realizarlo nuevamente,   de   lo   cual, nunca    fue comunicada     o notificada   con anterioridad, situación que violenta   su derecho de defensa y el debido proceso. Se declara CON LUGAR el recurso únicamente  en cuanto se dirige contra  el Hospital Monseñor Sanabria de  la Caja Costarricense de Seguro Social. Se anula   el oficio número oficio D-HMS-2343-RH-2011   de  12  de octubre  de  2011  de  la Dirección General   del Hospital  Monseñor Sanabria  mediante  el  cual  el Director General del Hospital Monseñor Sanabria   anula  el nombramiento  interino  en  la  plaza vacante 0031-16110 de Psicólogo 2, sin perjuicio de que en caso de considerarlo pertinente, la Administración reconduzca sus actuaciones de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa   de  este pronunciamiento.   Se  declara  sin  lugar  el recurso   en cuanto  se  dirige contra   el Director    Regional     de Servicios    de   Salud     Pacífico Central de la Caja Costarricense de Seguro Social. CL
2005-12. DESPIDO. SE EJECUTA SIN QUE SE HAYA RESUELTO RECURSO DE APELACIÓN. El recurrente argumenta que la Administración no puede ejecutar su despido  mientras esté pendiente la resolución del recurso de apelación que presentó. En ese sentido, el artículo 44 del Estatuto de Servicio Civil indica en lo conducente: “Las partes tendrán un término de tres días hábiles, contados a partir del siguiente al de la notificación del fallo del Tribunal del Servicio Civil, para apelar. El recurso se concederá en ambos efectos para ante el Tribunal Superior de Trabajo. El fallo del Tribunal Superior será definitivo y si se revocare a sentencia apelada,  dictará en el mismo acto nuevo fallo, y resolverá si procede el despido o la restitución del empleado a su puesto, con pleno goce de sus derechos y el pago en su favor de los salarios caídos (...)”. Al respecto, este Tribunal ha interpretado que la norma parcialmente trascrita expresamente concede en “ambos efectos” la apelación contra el fallo del Tribunal del Servicio Civil. Esa disposición significa entonces, que el recurso suspende o paraliza la ejecución de la resolución impugnada, hasta que recaiga el fallo del órgano de alzada. En consecuencia,  de la misma norma se desprende  que la Administración no está facultada para ejecutar el cese en tanto el referido Tribunal Superior de Trabajo (en ese caso, no como órgano jurisdiccional, sino como instancia puramente administrativa), no haya confirmado  la autorización para despedir al servidor. En ese sentido, es evidente que al no ordenarse la suspensión del acto impugnado por la interposición del recurso de apelación, se produjo el agravio reclamado; no obstante, a raíz del presente recurso se ordenó reinstalar al recurrente, por lo que procede declarar con lugar el recurso sin emitir ninguna orden particular, pues la omisión acusada ya se remedió. Se declara parcialmente con lugar el recurso.  En cuanto  a  la Dirección  de Servicio Civil se  declara  sin  lugar  el recurso. El Magistrado Cruz Castro salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL Parcial
2006-12. CONDICIONES. EDIFICIO DE LA FACULTAD DE CIENCIAS SOCIALES DE LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA. Los recurrentes alegan que el edificio de  la facultad de Ciencias Sociales   de  la  Universidad  de Costa   Rica  no  cuenta  con  un  plan  de prevención  de  riesgos  y  atención  de  emergencias  y  solo  tiene  dos  salidas  de emergencia  en  el  primer  y  segundo  piso.  Agregan además que  tampoco  cuenta  con señalización e iluminación y que en el año 2002 fue declarado inhabitable. La Sala declara CON LUGAR el recurso. Se condena al Decano de  la Facultad de Ciencias Sociales de  la Universidad de Costa Rica, resolver en el plazo de UN AÑO,  la  problemática  apuntada  por  el  Ministerio  de  Salud  en  las  Boletas #CS-US-J-096-2012/DAJ-RM-0192-2012.   CL
2064-12. DESPIDO. NO EXISTE RELACIÓN ESTATUTARIA ENTRE EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y COCINERAS DE COMEDORES ESCOLARES. La recurrente alega falta de pago del salario correspondiente a los meses de diciembre dos mil diez, mayo, junio y julio dos mil once, de manera puntual, planteó  una  demanda  ante  el Ministerio  de  Trabajo  y  solicitó  el  pago  de  los mismos.  Explica que acordaron pagarle a finales del mes de agosto, pero no se llevó a cabo dicho pago. Alega que el veintitrés de septiembre de dos mil once, recibió  la carta de despido sin responsabilidad patronal, por causas de maltrato verbal y  llegadas  tardías, que aduce ser falsas e injustas. En este caso, señala la Sala que de lo indicado por la recurrente en el recurso, no existe una relación estatutaria de trabajo, pues bajo juramento se afirma que la accionante no ha mantenido una relación laboral con el Ministerio de Educación Pública, como ella lo indica, de ahí que, al no existir vínculo laboral entre la recurrente y el Ministerio recurrido, lo procedente es declarar sin lugar el recurso en cuanto a este extremo por descartar la lesión a los artículos 56 y 192 de la Constitución Política. Respecto del pago de salarios adeudados, el representante de la Junta de Educación del Liceo Mauro Fernández bajo juramento informa que el pago del salario de diciembre del 2010, se canceló. Y el reclamo que hace la recurrente de los meses de mayo, junio y julio del 2011, está siendo discutido en la jurisdicción correspondiente sea Ministerio de Trabajo y Tribunales Laborales.  En el  voto  4121-2007 de las 11:47 horas del 23 de marzo de 2007, esta Sala abordó el tema de las cocineras de comedores escolares, donde se recalca,  la inexistencia de una relación estatutaria con el Ministerio de Educación Pública.  Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
2115-12. DOCENTE INDÍGENA. ASOCIACIÓN DEJA SIN EFECTO PRORROGA DE NOMBRAMIENTO SIN NOTIFICACIÓN PREVIA. El recurrente alega que trabajaba  como docente en  la Escuela Abrojo Guaymi, bajo el código 3047, del Circuito 11 de Paso Canoas, en el cantón de Corredores,   es descendiente   de  indígenas  y  por haberse  desempeñado  en  la cultura Ngäbe, posee  un amplio conocimiento  de esa  cultura.  Explica que  cuenta con los estudios necesarios, además que nunca ha recibido una amonestación o se le  ha  abierto proceso   disciplinario  alguno,  sin embargo,   la  asociación  recurrida decidió proponer   a  otra persona   para ocupar   el cargo   de profesor   que ostentaba, dejando  sin efecto  su  prórroga  de nombramiento  y  sin haberle notificado nada   al respecto.  Solicita  a  esta  Sala ordenarle   a  la  Asociación  recurrida  reasignarle  el nombramiento que ostentaba en la Escuela Abrojo Guaymi. La Sala cita de aplicación votos que tienen relación con  las Asociaciones de Desarrollo Integral las cuales son el órgano de representación central de  las diversas  comunidades   indígenas ( sentencias número 1999-4489;  2003-3485; 2006-14545,  y 2009-13928) . Por lo anterior,  la política de nombramiento de profesores no consiste en una actividad unilateral del Estado;  las Asociaciones   tienen  una  activa  participación  en  el  trámite  de nombramiento  y  remoción de los  docentes,   y deben recomendar  a quién puede nombrarse  y  a  quién puede  removerse,  dando  preferencia   en  todo momento como educadores a representantes de sus propios pueblos indígenas. En el caso específico, priva el interés de los  indígenas en conservar su cultura sobre otras consideraciones “interés que se instrumentaliza por  medio   de  la  participación  de  las Asociaciones   de Desarrollo Integral   Indígenas  en  la  selección  de candidatos   para  optar  por nombramientos docentes”,   la  Administración  no  ha violentado  los derechos  fundamentales del amparado. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
2211-12. DESPIDO.  SANCIONADO ADMINISTRATIVAMENTE ESTANDO PENDIENTE PROCESO PENAL POR LOS MISMOS HECHOS. El recurrente indica que la autoridad accionada, acordó como sanción  en  un  proceso  administrativo  seguido  en  su  contra,  revocarle  su nombramiento como  Investigador   del Organismo   de  investigación  Judicial,  sin embargo, en sede penal se  le investiga por los mismos hechos y aun no existe una resolución en  firme que  lo condene, por  lo que considera que el tribunal recurrido no podía tomar esa decisión. Sobre el tema se cita la sentencia 4395-96, en donde se indicó que no puede interpretarse, sin contrariar el derecho al debido proceso y el principio del non bis in ídem, que si se  juzga un hecho en  la vía penal y el imputado resulta absuelto,  pueda  ser  disciplinariamente  sancionado  en  vía administrativa por los mismos hechos. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
2242-12.   DIETAS.  NEGATIVA MUNICIPAL A CANCELAR A REGIDORES EL MONTO POR EL AJUSTE EN LAS DIETAS QUE RECIBEN. Los recurrentes alegan que las autoridades de la Municipalidad de San José no les han aplicado los ajustes al pago por concepto de dietas por sus funciones como Regidores Propietarios y Suplentes, lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 30 del Código Civil. Añaden que han presentado varios reclamos administrativos tendentes al pago de las sumas que se les adeudan, sin que a la fecha de interposición sus gestiones hayan sido atendidas.  Señala la Sala que no le compete revisar la procedencia o no del pago de las dietas que acusan los amparados por desempeñar los cargos de Regidores Propietarios y Suplentes del Concejo Municipal de San José, así como, la interpretación que el ente recurrido emitió sobre el tema del reconocimiento de las dietas y la falta de cancelación por parte de esa Municipalidad sobre dicho concepto, lo anterior en aplicación de la normativa legal vigente, labor propia de la vía común -administrativa o jurisdiccional-, ya que esta Sala no es un contralor de la legalidad de las actuaciones o resoluciones de la Administración.  Se rechaza de plano el recurso. El Magistrado Castillo Víquez pone nota únicamente en relación con lo dispuesto en el artículo 41 constitucional, conforme lo indica en el último considerando de esta sentencia.  RP
1649-12. INTERINOS. SE ORDENA SACAR A CONCURSO PLAZA DE NOTIFICADOR EN EL PODER JUDICIAL. Los recurrentes reclaman que  laboran  como Notificadores  1 en  la Oficina  Centralizada  de Notificaciones  del Primer   Circuito Judicial   de  San  José,  todos  en plazas vacantes,  y que,  a pesar de el Poder Judicial  se rige bajo la política de no mantener  por periodos  prolongados a los funcionarios  interinos  en plazas vacantes,  sus nombramientos  interinos  permanecen  hasta   que  no realicen los  estudios pertinentes a  la  Ley  de Notificaciones,   situación  por  la  que estiman lesionado   su derecho   a  la igualdad.  Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Presidente del Consejo Superior del Poder  Judicial,  que  tome  las medidas   y  gire  las instrucciones   que  sean precisas para que dentro del plazo de tres meses, contado a partir de la notificación de esta resolución, se proceda a definir el perfil y los requisitos que debe cumplir la persona que se designe en el puesto número 44047 y con ello, se saque a concurso esa plaza que  ocupa  interinamente el recurrente. CL
1687-12. BENEFICIO LABORAL. NEGATIVA A OTORGAR PERMISO SIN GOCE DE SALARIO A FUNCIONARIA PARA ATENDER HIJA ENFERMA. La recurrente alega que solicitó permiso para  cuidar a su hija enferma de meningitis  viral  y  el  médico  tratante recomendó  que  la menor fuese  atendida por la madre.  Calificó  la medida  como contraria al  interés superior del niño y discriminatoria, dado que,  de conformidad con  el  artículo  165,  inciso  b),  del  Estatuto  de  Servicio  Civil,  los funcionarios docentes  tienen derecho a obtener licencias con goce de salario, por “enfermedad de un  hijo,  padre,  madre o cónyuge” , mientras que,  los funcionarios que ocupan puestos administrativos, son privados de ese derecho. Se  declara CON LUGAR el recurso.  Se ordena   a la Jefe  del Departamento de  Asesoría Pedagógica de   la Dirección Regional  y de Directora  Regional  a.i.  de  Enseñanza  de  San Carlos,  ambos   del  Ministerio  de Educación Pública, que otorguen,  inmediatamente, a la recurrente,  la  licencia prevista en el artículo 165, inciso b), del Título II del Estatuto de Servicio Civil, si otra causa ajena a la examinada no lo impide. CL 

1735-12. SALARIO. REBAJOS DESPROPORCIONADOS.    El recurrente  manifiesta, que desde mayo  de  dos  mil  once  se  le  hacen  rebajos desproporcionados   de salario  por concepto   de incapacidades, esto  sin brindarle ninguna  explicación. Señala que su salario bruto quincenal  es de aproximadamente 182.657,25  colones,  pero,  con las deducciones   de  ley, los dos préstamos  que  tiene  y los rebajos de la incapacidad no le  queda un  salario digno para satisfacer sus  necesidades familiares, pues se le rebaja la mitad del salario por concepto de incapacidades.  Añade que el Ministerio  de Educación Pública no le ha informado el monto exacto y detallado que adeuda y tampoco en cuáles meses le pagaron  el salario   completo  mientras  estaba incapacitada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jefe  del Departamento   de Control de Pagos del Ministerio  de Educación Pública, que dentro del plazo de tres  días contados a partir  de  la  notificación  de  esta  resolución, enderece   los procedimientos a fin de comunicar a  la aquí amparada, como es debido,  sobre los montos pagados de más, el saldo que adeuda y  la forma en que se procederá a su cancelación  definitiva, tomando   en  cuenta  el obligado  respeto   al  principio  de proporcionalidad  en  cuanto  al  monto  de  los  rebajos.  CL
1764-12. CONCURSO. PRUEBAS PSICOMÉTRICAS. SE INDICA QUE A LOS ATESTADOS ACADÉMICOS Y A LA EXPERIENCIA, DEBE DÁRSELES UN VALOR EQUILIBRADO. El recurrente,  afirma que viene laborando de forma interina durante varios años en el Ministerio de Agricultura, considera que en su caso se le violentaron sus   derechos   fundamentales  por  cuanto, luego de ser convocado a realizar las pruebas para demostrar idoneidad en el puesto, realizó tres  pruebas de carácter  psicométrico pero no obtuvo  la  nota suficiente, lo  cual significa  que   no podrá integrar la terna para concursar por el puesto que ocupa actualmente y será cesado de sus  funciones.  Sin embargo,  únicamente se está tomando  en cuenta    la calificación  de  la  prueba  realizada,  no  así,  sus atestados académicos, ni la experiencia   profesional adquirida durante  todos los  años  que  ha prestado el servicio público. Señala la Sala que  debe tenerse presente los múltiples antecedentes, donde ya  se  le  indicó  a  la Dirección recurrida que debe asignársele   un porcentaje a   los aspectos académicos  y  de experiencia en la nota final asignada. En virtud de que consta que la ponderación de los atestados académicos y experiencia de los participantes, suman ahora un 15% de la totalidad de aspectos a tomarse en cuenta, lo cual siempre va a excluir al participante  de  la  lista de elegibles por el sólo hecho de no aprobar las pruebas psicométricas el recurso debe estimarse. Por lo anterior, en vista de que el valor excluyente de las prueba psicosimétricas y la falta de asignación de un valor equilibrado a los atestados y experiencia profesional en la nota final,  constituye una violación de los derechos  fundamentales   del amparado al trabajo y al acceso a   la   función pública,  corresponde  la estimatoria  de  este  recurso. Se  declara  CON  LUGAR  el  recurso.  Se  ordena  al Director  General  del Servicio  Civil,  realizar  las  gestiones  que  estén  dentro  del  ámbito  de  sus competencias,  para que en la nota final dada al amparado se le asigne un porcentaje principal y complementario a los aspectos académicos y de  experiencia,  y con base en ello se determine si  le corresponde  integrar  la  lista  de  elegibles. CL 

1253-12. INTERINOS. ORDEN ADMINISTRATIVA DE CESAR A INTERINOS QUE PERDIERON PRUEBAS PSICOLABORES.  Los recurrentes  se muestran inconformes con el contenido  del Memorando No. 34-DG-2012 emitido por la autoridad recurrida el 12 de enero de  2012, toda vez que, allí se ordenó cesar el nombramiento de manera inmediata, de  aquellos funcionarios interinos que hubieran obtenido resultados negativos en las  pruebas psicolaborales.  En un caso similar anterior (sentencia No. 2009-3335 de  las 12:07 horas del 27 de febrero de 2009), consideró esta Sala Constitucional que  estaba fuera de su ámbito de competencia establecer los requisitos necesarios para  desempeñar un cargo policial. En ese sentido, se dijo que  en esa clase de casos, no  se estaba ante un trato discriminatorio, sino ante la exigencia de requisitos  necesarios para el correcto desenvolvimiento de la función policial. Asimismo, por medio de la resolución No.  2010-4211 de las 12:58 horas del 26 de febrero de 2010, se determinó que, con este tipo de decisiones, no existía violación al derecho de estabilidad laboral, pues, la medida cuestionada, resultaba justificada y razonable. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
1583-12. SINDICATOS. JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA SOBRE FUERO SINDICAL. Acción  de  inconstitucionalidad  contra la interpretación jurisprudencial de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia vertida en las sentencias N° 2011-239, 2011-240, 2011-369, 2011-445, 2011-480, entre otras y los artículos 363 y 368 del Código de Trabajo. La Sala ha admitido repetidamente el cuestionamiento  de lineamientos jurisprudenciales a través de la acción de inconstitucionalidad,  cuando  se  demuestre  que  existen  al  menos  tres pronunciamientos concordantes  dictados en procesos  distintos en los que se mantenga la tesitura impugnada.  Esta tesis ha sido matizada, en el sentido de que la acción puede resultar excepcionalmente admisible respecto de la jurisprudencia de otras instancias que no sean la Corte Plena o las salas de casación, cuando  por las características propias de cada clase de proceso, lo resuelto no sea susceptible de ser revisado eventualmente en casación, por carecer la resolución respectiva de ese recurso. Según el accionante la norma jurisprudencial lesiona los principios  de  razonabilidad  y  proporcionalidad,  al  cubrir  ilimitada  e indiscriminadamente con  el  pago  de salarios caídos, a simples trabajadores organizados y a los dirigentes de sindicatos  y comités trabajadores, aplicando presunciones que no están reguladas en la ley, interpretando  que el pago de salarios es ilimitado en el tiempo, con independencia de la duración de un proceso, cuando más bien debe ser dimensionado con el tiempo, poniéndole un tope o fin razonable. En este caso, estima la Sala que el vicio atribuido a la jurisprudencia cuestionada   no tiene relación con el principio de razonabilidad y proporcionalidad, sino que se trata de un asunto de reconocimiento de derechos laborales, tema que es cuestión de resorte exclusivo del Juez a la luz del caso concreto. Finalmente, sobre la jurisprudencia impugnada, se indica que determinar si lesiona o no tales normas, constituye  un asunto ajeno a este Tribunal, por tratarse de una cuestión de legalidad cuyo conocimiento corresponde al juez ordinario. En todo caso, la circunstancia de que las normas no establezcan un plazo para el pago de los salarios caídos, no las hace inconstitucionales. Se rechaza por el fondo la acción. RF

DERECHO PENAL
2735-12.  DEFENSA.  NIEGAN ENTREVISTA A LA DEFENSORA CON LOS IMPUTADOS DETENIDOS.  La recurrente manifiesta que el 19 de enero de 2012, oficiales de guardacostas detuvieron la embarcación de pesca artesanal Mary Thanya 1, por falta de la documentación correspondiente.  Tres  miembros  de  la  tripulación  fueron  llevados  a  la  base  de  guardacostas en el muelle de Caldera y a las 18:30 horas fueron trasladados a la Fiscalía de Puntarenas, donde se les abrió causa penal por infracción a la Ley de Pesca y Acuicultura. Por razones de la hora se acordó indagar a los imputados al día siguiente a  las 7:00 horas, por lo que permanecerían en la Comandancia de Puntarenas cerca de los Tribunales de Justicia. Sin embargo, fueron trasladados a la Comisaría de Chacarita, en donde se presentó como abogada defensora  de los amparados; no obstante, los oficiales se negaron a permitir que pudiera entrevistarse con ellos para preparar su defensa previo a la indagatoria. Explica que es un derecho  de todo imputado  el recibir defensa técnica al ser detenido, por lo que considera que la situación acaecida lesiona el derecho de defensa de los tutelados, y se impidió ilegítimamente ejercer su profesión.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Sub Jefe de Puesto de la Policía de Proximidad de Puntarenas, que gire las órdenes pertinentes y lleve a cabo  todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que se inicie una investigación preliminar en contra de los oficiales, cuya actuación dio fundamento a la estimatoria de este amparo. CL
2869-12.  PRISIÓN PREVENTIVA. EXCEDIDO PLAZO DE LA MEDIDA CAUTELAR IMPUESTA AL ENCARTADO.  El recurrente manifiesta, que en el despacho recurrido y en su contra se tramita la causa penal.    Refiere que el veinticinco de febrero del presente año cumplirá treinta y seis meses de prisión preventiva, por lo que estima vencidos todos los plazos que la ley permite para que se le mantenga en prisión preventiva. Dice que por resolución 2011-00524 de las nueve horas del veintiocho de noviembre de dos mil once, dispuso mantenerle en prisión preventiva hasta el tres de junio de dos mil doce, razón por la cual considera violentados sus derechos fundamentales.     En reiteradas ocasiones esta Sala se ha pronunciado sobre la potestad que tiene el Tribunal de hacer uso de la facultad que le confieren los artículos 258 y 378 del Código Procesal Penal, de prorrogar la medida cautelar de prisión preventiva en los asuntos de tramitación compleja, con el fin de garantizar los fines del proceso, es decir, la actuación de la ley penal y la averiguación de la verdad material. Eso es precisamente lo que han hecho tanto el Tribunal de Juicio como el Tribunal de Apelación de Sentencia en el presente asunto, en ejercicio de sus competencias, y con el propósito de asegurar la culminación del proceso. La normativa citada es clara en señalar que, luego de una sentencia condenatoria que imponga pena de privación de libertad, el plazo de la prisión preventiva podrá ser prorrogado seis meses más mediante resolución fundada, y hasta por ocho meses cuando se trate de asuntos complejos; y por seis meses más como prórroga si el Tribunal de Apelación de Sentencia ordena el reenvío de la causa para nueva sustanciación, tal y como sucedió en el presente caso. Debe tenerse en cuenta que la duración de la prisión preventiva, aún cuando ha sido prolongada,  no se convierte en pena anticipada por ese solo hecho, y no podría tenerse por arbitraria si se dictó mediante resoluciones debidamente fundadas,  siempre y cuando  se cumpla la función de aseguramiento procesal, tal y como sucede en este caso. Sin embargo, no omite manifestar esta Sala que debe procurar el Tribunal accionado celebrar el debate de la manera más diligente y expedita posible. Así las cosas, las actuaciones descritas no constituyen violación a derecho fundamental alguno, de manera que la privación de libertad que sufre el amparado resulta legítima, pues se encuentra dictada dentro de las potestades que el ordenamiento le confiere a los Tribunales accionados. Se declara sin lugar el recurso. SL
2673-12. DEPORTACIÓN.  ALEGA QUE NO SE LE NOTIFICÓ ADECUADAMENTE PREVENCIÓN QUE RESOLVIÓ GESTIÓN PREVIA A LA DEPORTACIÓN. Alega el recurrente que se encuentra detenido en el Centro de Aseguramiento de Extranjeros en Tránsito, ubicado en Hatillo. Indica que ingresó el 11 de noviembre de 2011 al país con visa de turismo, cuyo plazo de vigencia es de 30 días. Señala que, previo al vencimiento de su visa, presentó ante la Dirección General de Migración y Extranjería solicitud de prórroga, ocasión en la cual aportó el Formulario de Filiación, así como la demás información requerida para ese proceso. Menciona que la dirección recurrida le comunicó el rechazo de su gestión, al argumentar que no cumplió con lo prevenido en cuanto a demostrar que tenía los recursos económicos suficientes para subsistir durante su permanencia en Costa Rica, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 90 de la Ley de Migración y Extranjería.  Alega que, según el acta de notificación, dicha resolución se tuvo por notificada en forma automática, en razón de que no aportó medio para atender notificaciones. Aclara que, contrario a lo que afirman las autoridades recurridas, indicó, en forma expresa, la dirección exacta de su lugar de residencia, con el propósito de recibir notificaciones. Manifiesta que ante la falta de notificación de la prevención citada, se le dejó en estado de indefensión. Agrega que el 9 de febrero de 2012 fue detenido por agentes de la Policía Especial de Migración, a quienes les mostró el tiquete de viaje y les informó que se disponía a salir del país, pero fue detenido y remitido al centro de aseguramiento recurrido, para dar inicio al procedimiento de deportación. Acusa que tal actuación es arbitraria y ocasionaría que no pudiese ingresar a Costa Rica en un plazo de 5 años. Sostiene, además, que la detención de la cual es objeto resulta innecesaria, en virtud de que estaba anuente de hacer abandono voluntario del país. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Cruz y Mora salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
2520-12. REDADA.  SE ACUSA DETENCIÓN ARBITRARIA DE EXTRANJEROS POR POLICÍA DE MIGRACIÓN EN PARQUE LA MERCED. La recurrente presenta el recurso en contra de “la redada” que efectuaron los recurridos el día 26 de junio del 2011 en el Parque La Merced, pues considera que esta fue masiva e indiscriminada. En este caso consta que las autoridades recurridas cuentan con las competencias legales suficientes como para planificar en conjunto una inspección in situ, a fin de detectar la presencia de extranjeros que estuviesen infringiendo  la  normativa  vigente  relacionada  a  Migración  y  Extranjería; únicamente aquellas que no lograron acreditar  una condición migratoria regular fueron trasladadas  para verificar su status migratorio a Caseta 12 de la Fuerza Pública ubicada en Barrio México- En el caso de la recurrente, su traslado o la retención de su pasaporte,  pretendía   verificar su situación migratoria; bajo las condiciones descritas,  no se comprueba  que en dicho operativo  las autoridades recurridas cometieran violaciones  a los derechos  de las personas,  o que fueran trasladadas menores  de edad costarricenses;  no existe mérito para acoger este recurso, el cual se impone desestimar, tal como en efecto se hace. Se declara SIN lugar el recurso.  SL

2337-12. MENOR DE EDAD. DETENCIÓN POR MÁS DE VEINTICUATRO HORAS SIN RESOLVERSE SU SITUACIÓN JURÍDICA. La recurrente manifiesta, que según le informó su representado, fue detenido en horas de la mañana y hasta las 7:50 horas del 20 de enero, que se puso en conocimiento al Juzgado Penal Juvenil de Limón sobre la captura del menor, dado que dicho despacho había declarado su rebeldía. Posteriormente, el tutelado fue trasladado de San José al Primer Circuito Judicial de Limón donde ingresó a las celdas del Organismo de Investigación Judicial, en horas de la noche, de ese mismo día. Alega que el joven pasó más de dos días privado de  libertad, para que se pudiera resolver su situación jurídica. Esta Sala resolvió, con vista del informe rendido por la autoridad recurrida, que en el presente asunto no existe lesión alguna a los derechos del  amparado, pues las diligencias que se llevaron a cabo desde su detención y hasta su  puesta en libertad, se realizaron dentro de un plazo razonable, tomando en cuenta la  necesidad de trasladar al detenido desde San José hasta Limón, y en todo caso,  desde el  momento en que se concretizó su captura, éste estuvo a la orden del  Juzgado Penal Juvenil de Limón, en atención a la orden de captura dictada por  dicho despacho.  Se declara sin lugar el recurso.  SL
2226-12. DEBIDO PROCESO. OMISIÓN EN OTORGAR PLAZO PARA READECUAR RECURSO DE CASACIÓN AL DE APELACIÓN. El recurrente reclama  la violación de su libertad personal, por cuanto el Tribunal de Apelación de Sentencia del Tercer Circuito  Judicial de Alajuela, sede San Ramón, de modo arbitrario  resolvió el recurso de casación que planteó contra su sentencia condenatoria,  pese  a que   el Transitorio  III  de  la Ley de Apelaciones No. 8837  le confería un plazo de 2 meses para readecuar el recurso de casación al de  apelación,  en vista que no  fue resuelto antes del 9 de diciembre de 2011. En este caso se indica que la Sala Constitucional   omite  todo pronunciamiento,   en  cuanto  se  trata  de sendos   puntos  de  mera  legalidad  que desbordan,  sin  duda  alguna,  el  ámbito  de competencias   de  esta  Jurisdicción Constitucional.  En efecto, a todas luces excede el objeto del habeas corpus dilucidar si en el caso presente es aplicable o no el Transitorio III de  la Ley de Apelaciones No. 8837,  todo lo cual más bien debe discutirse en la jurisdicción ordinaria, lugar donde  el actor   disfruta  de mayores  posibilidades   que  en  la  vía  sumaria  de  este recurso jurisdiccional de formular sus argumentos y los elementos probatorios que estime necesarios para  la defensa de sus pretensiones. Por demás, se debe advertir,  que  la Sala Constitucional no es una tercera instancia en el seno del proceso penal donde el promovente pueda impugnar todas  las decisiones tomadas por  el Órgano Jurisdiccional  recurrido  en  el  ejercicio  de  sus competencias  constitucionales   y legales. Se declara sin lugar el recurso.  SL
2181-12. DETENCIÓN. EN CASO DE UN TESTIGO Y DURANTE EL JUICIO.  El recurrente manifiesta que a las 16:00 horas del 3 de febrero de 2012, el amparado se encontraba participando como testigo en el debate oral y público realizado dentro de una causa por el delito de Lesiones Graves. Indica que una vez finalizado el testimonio del amparado, el fiscal solicitó la suspensión del debate por cuanto en ese momento iba a ordenar la detención del amparado, presuntamente, por haber cometido el delito de falso testimonio al estar bajo juramento. Agrega que fue hasta el día siguiente cuando el imputado fue indagado y se realizó la audiencia para solicitar las medidas cautelares privativas de libertad, en donde la Jueza Penal ordenó la libertad del amparado al considerar que no existía probabilidad de haber cometido delito.   En este caso, se confirma la arbitrariedad cometida en perjuicio de la libertad del amparado pues, si bien es cierto que fue detenido por autoridad competente y por un tiempo menor de 24 horas,   la licitud de la detención no se satisface con el cumplimiento de esas elementales exigencias formales, sino que la detención, necesariamente, debe obedecer  a la existencia de un delito o, al menos,  de un indicio comprobado. En el caso del falso testimonio, no le correspondía al Fiscal demandado considerar comprobado el indicio del delito que, por su particular naturaleza, no puede ser objeto de una persecución a priori e intimidante, como lo fue en este caso. Además, no cabe la menor duda a esta Sala de la ilegitimidad de la detención, cuando la autoridad jurisdiccional competente ha determinado que no existió probabilidad de delito alguno. Se declara con lugar el recurso. CL
1863-12. DETENCIÓN.  VENDEDORES INFORMALES DETENIDOS Y AGREDIDOS. El recurrente manifiesta que el 22 de noviembre  de 2011,     en horas   de   la tarde,     las amparadas    fueron detenidas,   esposadas     y  trasladadas     a   un "bunker-detención"   donde   son   llevados   los   vendedores informales. Afirma que el problema se originó cuando las amparadas salieron en defensa de otro vendedor informal. Indica que la actuación policial se   sale de los   parámetros de una  policía civil. Esta Sala resolvió, que con vista en el informe rendido bajo juramento por la autoridad recurrida, se indica que el día de los supuestos hechos no existe ingreso alguno ni del recurrente ni sus representadas a las oficinas del Área de Control de la Normativa Municipal, así como tampoco se verificó ninguna incidencia en Canal 1 y Canal 8 de la Central de Comunicaciones de la Policía Municipal, en los cuales se anotan las incidencias diarias de ese cuerpo policial. Por otra parte, el recurrente interpone el presente recurso de hábeas corpus más de dos meses después de que supuestamente acaecieron los hechos, y actualmente la libertad de tránsito de ellas no se encuentra en peligro. Se declara sin lugar el recurso. SL
1888-12. RETEN POLICIAL. DETENIDOS SIN JUSTIFICACIÓN ALGUNA Y DECOMISADAS SUS DOCUMENTOS DE IDENTIDAD. El recurrente aseguró que, el 31 de enero de 2012, él y su acompañante, divisaron un retén frente al Comando de Llano Azul, en Upala, mientras se movilizaban en su vehículo. Indicó que, un oficial de la Fuerza Pública ordenó, de forma prepotente, que se detuvieran. Reclamó que, fueron despojados de sus cédulas de identificación y por más de una hora estuvieron detenidos, sin que les fueran explicadas las razones que sustentaban dicho proceder. En este caso, contrario a lo que el recurrente pretendió hacer creer a este Tribunal en el escrito  de interposición del hábeas corpus, el retén formaba parte del operativo ejecutado dada la sustracción de varias armas a la Policía de Tránsito. Resulta claro, entonces, que la medida no era arbitraria. Tales circunstancias  fueron puestas  en conocimiento del tutelado y de su acompañante. Pese a lo expuesto -de acuerdo con lo indicado por el Director de la Policía de Fronteras- el accionante asumió una actitud rebelde e irrespetuosa de la autoridad, por lo que los oficiales de la Fuerza Pública tuvieron que ejecutar los procedimientos de rigor, como lo es la verificación de sus antecedentes penales y, la elaboración del informe respectivo. En este sentido, la autoridad recurrida negó de forma categórica que tanto el recurrente como  su acompañante hubieran sido detenidos  por más de una hora, pues las medidas citadas se verificaron en pocos  minutos. Así las cosas,  no encuentra  esta Sala Constitucional un elemento en el proceder  de las autoridades  recurridas que amenace o lesione derecho fundamental alguno. Se declara sin lugar el recurso. SL
1892-12. PRISIÓN PREVENTIVA. NO ES NECESARIO DICTARLA CUANDO YA EXISTE SENTENCIA CONDENATORIA. El recurrente acusa que, actualmente, se encuentra privado de su libertad, en espera que se resuelva el recurso de casación interpuesto en  contra  de  la  sentencia  condenatoria  dictada  en  la  causa  penal seguida en su contra, pese que se han excedido sobradamente los plazos máximos de prisión preventiva previstos en la normativa procesal aplicable.  En este caso consta que ya existe un juicio de culpabilidad declarado por el referido Tribunal de Juicio y si se ordenó el  reenvió de la causa, ello fue únicamente para definir la calificación jurídica  correspondiente a los hechos tenidos por probados para establecer el quantum de la pena. Al configurarse el supuesto de una persona respecto de la que ya existe una sentencia en firme, en lo que atañe a su  juicio de culpabilidad, se indica que no existe necesidad de dictar la medida cautelar de  prisión preventiva, pues el resultado del proceso se produjo en uno de sus elementos  esenciales, como era el de establecer,  en firme, la responsabilidad  penal del imputado. Por lo que procede declarar SIN LUGAR el recurso. SL
1924-12. DEFENSA TÉCNICA. DEFENSORA DEL IMPUTADO PARA EL DEBATE  ESTABA SUSPENDIDA COMO PROFESIONAL DEJÁNDOLO EN ESTADO DE INDEFENSIÓN. El recurrente señala que al momento de la celebración del debate de la causa penal que el Tribunal de Juicio recurrido sigue en su contra, la defensora pública que le representó se encontraba suspendida por el Colegio de Abogados, de manera tal que no contó con una defensa legal, por lo que procede anular el debate y ordenar su libertad.  Esta Sala resolvió, que  no  le corresponde  suplir a la jurisdicción penal o actuar como alzada en la materia, pues ello implicaría incidir en el ámbito de competencia propio de la jurisdicción penal, que constitucionalmente está reservado  a los jueces correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 153 de la Constitución Política (ver sentencia número 2010-004728 de las 15:26 horas  del 9 de marzo de 2010).  En razón de lo dicho , si el recurrente estima que existen causales de anulación del debate referido,  en el que finalmente fue condenado , ello hace referencia a un reparo propio de plantearse en el proceso penal, por medio de los recursos y ante las instancias expresamente previstas al efecto.  Se rechaza de plano el recurso. RP
1749-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO.  La recurrente  manifiesta  que  el tutelado  se  encuentra detenido, sin que haya sido debidamente prorrogada su prisión preventiva. Por  consiguiente,  estima  que  el  interesado  se  encuentra privado,  ilegítimamente,  de  su  libertad.  Consideró,  que  la  Jueza  citada,  al percatarse de la situación supra descrita, debió de ordenar la libertad del imputado.  Se declara con  lugar el recurso planteado, sin ordenar la libertad del tutelado. CL
1775-12. LIBERTAD CONDICIONAL.  SUSPENSIÓN DE BENEFICIO NOTIFICAR AL PRIVADO DE LIBERTAD. El recurrente aduce vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa, ya que,  según su dicho,  a la fecha  de  interpuesto  el  presente proceso   de amparo,   las autoridades   del Juzgado   de Ejecución  de  la  Pena  del  Primer  Circuito  Judicial  de  San  José  no  le  habían notificado  la  resolución  a  través  de  la  cual  se dispuso  revocar   el beneficio   de libertad condicional   que  se  le  había concedido.   Acusa  que,  en  virtud  de  dicha situación, se ha visto imposibilitado de  plantear  las impugnaciones pertinentes en contra de   tal  resolución. Señala la Sala que en este caso, no lleva razón el tutelado en su alegato, pues la medida le fue debidamente, notificada a  la Defensora Pública,  de conformidad con  lo dispuesto en el ordinal 158 del Código Procesal Penal. Se declara sin lugar el recurso. SL
1777-12. DEFENSA PÚBLICA.  SEPARACIÓN DEL DEFENSOR POR TRIBUNAL PENAL LE CAUSA INDEFENSIÓN AL IMPUTADO.  Alega el recurrente que arbitrariamente fue separado por el Tribunal recurrido de la defensa de su representado, por la imposibilidad que tenía para asistir a la audiencia señalada, dado que tenía que atender otra diligencia judicial, aun cuando así lo comunicó al Despacho Judicial. Señala la Sala, que con vista del informe rendido por el Juez recurrido, lo alegado por el accionante no resulta arbitrario, pues en aplicación de lo preceptuado en el artículo 104 del Código Procesal Penal, cuando el defensor, sin causa justificada, abandona la defensa o deja al imputado sin asistencia técnica, se nombrará uno público y aquel no podrá ser nombrado nuevamente. La decisión se comunicará al imputado, y se le instruirá sobre su derecho de elegir otro defensor. Así las cosas, la decisión del Tribunal tienen un fundamento legal y no es contraria al derecho a la defensa técnica del tutelado, el cual no ha dejado de ser representado por un abogado en las diferentes diligencias procesales a las que se ha visto sometida. De manera que tomando en consideración que existe una orden jurisdiccional vigente, que ampara la privación de libertad del imputado y que el recurrente fue ya separado con base en la norma indicada del Código Procesal Penal -donde expresamente se indica que el defensor separado no puede ser restituido en esa condición-, considera la Sala que no lleva razón el quejoso, por lo que lo procedente es desestimar el recurso, también en cuanto a este aspecto.  Se declara SIN LUGAR el recurso.  SL
1501-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTACION. El recurrente considera lesionados los derechos fundamentales del amparado, en particular los contenidos en el artículo 39 constitucional, en virtud de que se dictó una medida cautelar de  prisión preventiva en su contra y por el plazo de tres meses, resolución contra la cual interpuso recurso de apelación, el cual fue resuelto sin fundamentar la decisión. Se declara CON LUGAR el recurso, sin ordenar la libertad del amparado. Se anula el voto número 287-2011 de las 16:40 horas del 22 de diciembre de 2011, dictado por el Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Santa Cruz, que rechazó el recurso de apelación interpuesto por la defensa particular del tutelado y confirmó la resolución recurrida. Debe el Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Santa Cruz resolver fundadamente el recurso de apelación. CL 

1558-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTACIÓN.  Acusa la recurrente que el 01 de diciembre de 2011, se dictó prisión preventiva en contra del tutelado por el plazo de 2 meses, el cual vencía el 01 de febrero de 2012; sin embargo, fue hasta el 2 de febrero siguiente que el Juez del Tribunal recurrido resolvió rechazar su petición de libertad por vencimiento de la prisión preventiva, y prorrogó la medida por 3 meses más, de modo que el tutelado estuvo detenido sin orden judicial que así lo ordenara. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del tutelado. CL
1462-12. DEPORTACIÓN. EXTRANJERO DETENIDO SIN QUE SE HAYA RESUELTO SU SITUACIÓN JURÍDICA.  Indica el recurrente que se lesiona su libertad de tránsito ya que se mantiene recluido en el Centro de Aprehensión Temporal para Extranjeros sin que se haya definido su situación jurídica. Asimismo, alega que es una persona con discapacidad física por lo que requiere tratamiento y atención médica, las cuales no son suministradas.   Esta Sala con vista del informe de la autoridad accionada, tiene por demostrado este Tribunal que la aprehensión de la que fue objeto el amparado obedeció, a que la Policía de Migración contaba con el respectivo expediente con suficientes elementos e indicios probados, de que la permanencia del amparado era irregular. De allí que la Sala no puede estimar lesivo a sus derechos fundamentales el que, en ejercicio de sus funciones y sin lesionar derecho fundamental alguno, las autoridades administrativas de Migración emitan una resolución en la que se ordena la deportación del país a quienes se encuentran en él en forma ilegítima, como sucede en este caso. En lo que se refiere al plazo de detención, determina este Tribunal que según jurisprudencia constitucional en la materia, la cual fue parcialmente transcrita en el considerando  anterior, la legislación contempla la posibilidad  de  que  esas  autoridades  detengan  a  las  personas  extranjeras indocumentadas y que no puedan demostrar estatus migratorio, para los efectos de identificarlos y proceder conforme  a derecho;  plazo que será el estrictamente necesario para llevar a cabo  el procedimiento.  Así las cosas,  en mérito de lo expuesto, y por considerar que en la especie no se ha lesionado ningún derecho fundamental del amparado, procede declarar sin lugar el recurso en cuanto a este extremo. Se declara sin lugar el recurso. SL
1432-12. DETENCIÓN.  IMPUTADO PRIVADO DE LIBERTAD SIN EXISTENCIA DE ORDEN JUDICIAL QUE ASÍ LO DISPONGA.  Los recurrentes  manifiestan que en el Tribunal  recurrido se tramita  la causa penal, en la que el amparado soportó la medida cautelar de prisión preventiva del 8 de julio del 2010 hasta el 30 de junio del 2011,  esto es, para un total de 11 meses y 22 días de prisión. Señalan que, mediante sentencia   de   las 13:38  horas   del 1   de noviembre   del 2011, dictada por   el Tribunal recurrido, se   condenó al amparado a 6 meses de prisión por un delito de tentativa  de robo  simple con fuerza sobre las cosas y a 3 meses de prisión por un delito de lesiones leves. Afirman que el 17 de enero del 2011, mediante  una llamada  telefónica realizada a la Defensa Pública, se informó que el amparado había sido detenido, por lo que se requería saber si era por esa causa u otra que estuviera pendiente. Señalan que, al revisarse los autos, la defensa técnica del amparado constató que la condena del amparado era por 9 meses, que era un plazo menor al plazo de prisión preventiva que ya había sufrido. Lo anterior fue comunicado al Tribunal  accionado en horas de la tarde del 17   de enero del 2011, oportunidad en que se indicó que únicamente se estaba esperando un documento  de criminología para poner en libertad al amparado. Aducen que, a las 7:20 horas del 18 de enero, la defensa técnica del amparado se apersonó ante el Tribunal recurrido, en donde se le informó que el amparado aún no había sido dejado en libertad. El amparado fue detenido desde el 15 de enero. En virtud de lo expuesto, estiman   lesionados los derechos fundamentales del amparado,  pues fue privado de libertad sin que existiera una resolución fundada que así lo ordenara.    Se declara CON LUGAR el recurso, únicamente contra el Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. CL

1262-12. PRISIÓN PREVENTIVA.  JUEZ COMPETENTE.  El recurrente manifiesta, que en contra del amparado se tramita proceso penal. Por medio de la resolución dictada en forma oral a las 15:45 horas del 23 de enero de 2012, el Tribunal de Flagrancia de Santa Cruz se declaró incompetente por considerar que  no concurría ninguno de los supuestos estipulados en el artículo 422 del Código  Procesal Penal. Con posterioridad a dicha declaratoria, la jueza de flagrancia, a solicitud del Ministerio Público, ordenó en perjuicio del amparado, una prisión  preventiva de quince días. Indica que la interpretación restrictiva de las  normas que inciden en el menoscabo  de la libertad personal, la resolución  impugnada es contraria a derecho, pues una vez declarada la procedencia de la vía ordinaria, el órgano competente para resolver la situación jurídica del tutelado es el  juez penal de la etapa preparatoria. Manifiesta que actualmente al amparado no se  le ha permitido ejercer su derecho de defensa material en forma eficaz, pues aún no  ha sido indagado. Señala la Sala que en sentencia #2009-18816 de las 15:46 horas del 15 de diciembre del 2009 estableció la Sala que, por razones de celeridad, el órgano jurisdiccional ante quien se presente el imputado para resolver su situación jurídica tiene competencia para pronunciarse sobre las medidas cautelares que puedan imponérsele.  En este caso, se actuó en los términos de la sentencia citada, pues pese a que se determinó que el caso no debía tramitarse por el procedimiento de flagrancia, sino remitirse al juez penal ordinario, se conoció la petición de prisión preventiva planteada por el Ministerio Público, actuación válida y armónica con el derecho del tutelado a que esa situación sea definida a la mayor brevedad posible, por el órgano jurisdiccional que aparentaba, en primera instancia, ser el competente para conocer del proceso integral. En consecuencia, la actuación de la jueza recurrida no implicó  infracción alguna del Derecho de la Constitución y el recurso, consecuentemente, debe ser declarado sin lugar.  SL
DERECHO TRIBUTARIO
1637-12. ZONA MARÍTIMO TERRESTRE. AUMENTO POR DERECHOS. El recurrente manifiesta,  que  el  Ministerio  recurrido  inició  un  proceso desproporcionado  de  aumento  de impuestos   por derechos en  la  Zona Marítimo  Terrestre,  el  cual oscila  el  2000%, por  lo  que  gran  parte  de  los arrendatarios  han apelado  la medida ante  las municipalidades respectivas y estas han sido trasladadas  a conocimiento del Ministerio recurrido.  Refiere que no está en desacuerdo con el cobro de dicho impuesto, pero estima que debe ser  racional  y justo,   según  el valor  en  el mercado  de  las propiedades en  la Zona Marítimo Terrestre,   ya  que  de  otra  manera  los ocupantes   de  menor  ingreso  no podrán optar por futuras concesiones. Señala la Sala que la mera disconformidad del accionante con  la determinación del canon por pagar para  la utilización de  la zona  marítimo  terrestre,  o  bien,  propiamente  con  el  avalúo efectuado   por  el  Ministerio  de Hacienda,  constituye   un asunto   de  legalidad  ordinaria  que  deberá discutirse y resolverse en la vía administrativa o, eventualmente, en la jurisdicción ordinaria. Por último, en cuanto a que el dictamen número C-073-2011 emitido  por  la  Procuraduría  General  de  la  República,  es  contrario  a  la Constitución, pues elimina el derecho adquirido por los concesionarios de ejecutar cualquier tipo de proyecto en el terreno concesionado, a pesar de lo dispuesto en el Plan Regulador, se señala que no  le compete a esta Sala revisar si es correcta la interpretación normativa de la Procuraduría General de la República. Además, este Tribunal  ha  sido  claro  en  su  jurisprudencia  que  los actos  preparatorios   en  sí mismos,  como  lo  podría  ser  en  este caso   el dictamen aludido,  carecen  de efecto propio, de  forma  tal que   si el petente quisiera impugnarlo, solo podría hacerlo en conjunto con   la  resolución administrativa  final  en  la  que  la autoridad  accionada decidiera,  con  base  en  el  citado  dictamen  número  C-073-2011,  sobre  la procedencia  o  no  de  la  petición  (ver  artículo  163.2  de  la  Ley  General  de Administración Pública). Dicho de otra forma,  los informes, dictámenes, peritajes y demás estudios técnicos solo son instrumentos para que la Administración resuelva una  solicitud,  mas  no  constituyen  la  resolución  en  sí;  de  ahí  que  la  mera disconformidad con este tipo de insumos deberá ser examinada en el caso de que se impugnara  la  resolución  final  del  asunto.  Se declara SIN LUGAR  el recurso. SL

DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

2763-12. INTERPOL. NEGATIVA A ELIMINAR ANTECEDENTE DE SOLICITUD DE EXTRADICIÓN. El recurrente alegó que está  realizando  los trámites  para  su  naturalización  y  requiere demostrar por  medio de certificación expedida por la policía de INTERPOL,  que no cuenta   con   una orden   de  requerimiento  de  su país. Añade que quedó demostrado ante  los  Tribunales  de  este   país,   el desistimiento de   la   solicitud   de   extradición promovida por Rumanía en su contra;  no obstante,  continúa apareciendo en los  registros  de  la  INTERPOL, lo que afecta la tramitación  de  su naturalización.   Señala la Sala resolvió, con vista del informe rendido por la autoridad recurrida,  que esa oficina había cesado de inmediato la persecución en contra del recurrente una vez que fueron puestos en conocimiento del rechazo de las diligencias de extradición en contra del éste; no obstante, a nivel internacional se mantiene la búsqueda del tutelado, por lo que no se pueden eliminar esos datos. Considera este Tribunal que no se está ante una actuación arbitraria o ilegítima por parte de la autoridad recurrida, pues, no puede certificar, como lo pretende el actor, que éste no tiene orden de requerimiento de su país de origen, cuando en sus registros se mantiene  vigente  la  orden  de  captura.  Se declara sin lugar el recurso. SL
FAMILIA
1641-12. MENOR DE EDAD. INADECUADA INTERVENCIÓN DEL PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA PARA PROTEGER A MENOR EN RIESGO SOCIAL. El recurrente acusa que  la menor de edad amparada  vive  con   su   madre, quien  la agrede.  Indica que la menor se encuentra en  total abandono,  descalza,  sin  bañar,  no  tiene ropa    adecuada   ni decente. La Sala consideró que problemas  de  índole presupuestario o bien de  recurso humano,  no enervan al Patronato Nacional de  la Infancia de cumplir sus obligaciones constitucionalmente establecidas, así como las derivadas  de  los Instrumentos   Internacionales  de  Protección  de  los Derechos Humanos aplicables, y  la tardanza en la cual  el Patronato  Nacional   de  la Infancia  ha incurrido  para  intervenir  en  el caso expuesto,  es  inadmisible,  razón  por  la  cual,  esta  Sala  Constitucional  debe intervenir, en aras de  restablecer a  la menor tutelada,  en el pleno goce y ejercicio de sus derechos fundamentales. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a la Presidenta   Ejecutiva  del Patronato   Nacional  de  la Infancia,  que de manera inmediata, lleve a cabo todas   las actuaciones   que  estén dentro   del  ámbito  de  su competencia, para que, la Oficina Local realice las valoraciones pertinentes, y dicte, en caso de  ser procedente, una medida especial de protección a favor de  la menor amparada. CL
INTIMIDAD

2567-12. DATOS CREDITICIOS. DEBIDO A INFORMACIÓN ERRADA DE RECORD CREDITICIO IMPIDE A USUARIA APERTURA DE CUENTA DE AHORRO.  La recurrente considera violentados sus derechos fundamentales  toda vez que al presentarse  a una sucursal del Banco Crédito Agrícola de Cartago con el fin se solicitar la apertura de una cuenta de ahorro, se le indicó que aparecía como “mala deudora” a pesar de que nunca ha sido cliente de dicho Banco y mantener un excelente registro crediticio. Estima que dicha  situación  reviste  en  consecuencia  una  violación  a  sus  derechos constitucionales, pues en bases  de datos  de un banco  de naturaleza pública se incluye información falsa e inexacta en su perjuicio, con el consecuente daño a su imagen y al giro comercial que ello implica. En este caso consta que los datos de la accionante se encontraban equivocados, pues se le confundió con otra persona.  Se declara con lugar el recurso. CL

2615-12. DATOS PERSONALES. EMPRESA MANTIENE DATOS INEXACTOS, DESACTUALIZADOS Y SENSIBLES DE LA USUARIA SIN SU AUTORIZACIÓN.  La recurrente alega que la empresa amparada cuenta con datos inexactos, desactualizados y sensibles sobre su persona, los cuales le ha sido facilitado a terceros, lo que considera lesiona sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso.  En consecuencia,  se ordena alapoderado  generalísimo de CERO RIESGO  INFORMACIÓN CREDITICIA DIGITALIZADA Sociedad Anónima, que de inmediato, suprima de sus correspondientes bases  de datos cualquier referencia a la dirección exacta de la casa de habitación y la fotografía de la amparada.  CL

1973-12. DATOS SENSIBLES.  PUBLICACIÓN EN MEDIO DE COMUNICACIÓN ESCRITO. El recurrente alega que son partes procesales en una investigación penal por la comisión del supuesto delito de uso de documento falso con ocasión de estafa, misma que actualmente se encuentra en proceso preparatorio. Indica que el amparado ha ejercido las funciones  en el Instituto de Control de Droga (ICD) desde el año 2003. Añade que en ocasión de la investigación penal, antes indicada, los medios masivos  periodísticos han informado y revelado los nombres de los altos jerarcas de esa institución. Agrega que desde el mes de diciembre, el diario La Nación ha realizado publicaciones en planas completas, informando al lector sobre la investigación -que aún está en etapa preparatoria- revelando la actividad e investigaciones que estaban a cargo del amparado. Manifiesta que el 07 de marzo del año en curso, en la sección de sucesos y judiciales, el recurrido reprodujo una oferta laboral con todos los datos personales del amparado, asimismo, su fotografía, la dirección de su casa, los teléfonos de su domicilio, el nombre y número de cédula de sus padres, con la cual pone en grave peligro su integridad y la de sus familiares. Señala que la información difundida no proviene de una fuente pública sino de un expediente confidencial elaborado por el ICD en recursos humanos. Manifiesta que los datos pertenecientes al fuero interno de la persona, conocidos generalmente como "datos sensibles" referidos a los aspectos propios de su individualidad no pueden del todo ser recolectados sin el expreso consentimiento del titular, mucho menos almacenados y difundidos. Alega que el periódico La Nación dedicó 06 planas para exponer al amparado, así como también sobre las importantes investigaciones que giran en torno a la narco actividad  y que estaban a su cargo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
2000-12. ACOSO CREDITICIO. PERTURBACIONES REALIZADAS POR EMPRESA DE COBROS. El recurrente alega lesionados sus derechos fundamentales,  en  particular  los contenidos   en  el  artículo  24 constitucional,   en virtud de que contrajo una deuda con  la Cadena de Tiendas SIMAN, la cual, por múltiples razones,  no ha podido pagar  y que por   ello, ha sido objeto de múltiples llamadas, faxes,  correos e incluso,  la visita, en su  lugar de trabajo,  de un cobrador disfrazado de presidiario con un kimono naranja, enviado por  la empresa Alcatraz Cobro Especializado   S.A.,  a  fin  de  intimarlo  a  que  cumpla  con  su  obligación.    Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso, únicamente respecto de la empresa Alcatraz Cobro Especializado S.A. Se ordena al Apoderado Generalísimo de la empresa Alcatraz Cobro Especializado Sociedad Anónima, adoptar   las medidas  necesarias   para  que  en  lo sucesivo,   esa empresa  se  abstenga  de  incurrir  en  las conductas   que  dieron  mérito  a  esta estimatoria. Respecto   de  la  empresa  Cero  Riesgo  Información Crediticia  Digitalizada  S.A.,  se  declara  sin  lugar  el recurso.  CL Parcial 
2014-12. DERECHO DE IMAGEN. PUBLICACIÓN DE FOTOGRAFÍA EN PERIÓDICO SIN CONSENTIMIENTO DE LA PERSONA.  El recurrente alega que el 6 de octubre de 2011 se publicó en la revista "Somos Célebres" del periódico La Nación una fotografía en la cual aparecía el amparado,   en  la  actividad  de  celebración  del  Día  del  Niño  realizada  en  el Hospital Nacional  de Niños; no obstante,  aduce el recurrente que si bien antes de difundir  la  imagen alegada se  le  informó  al amparado sobre  la publicación, no se manifestó el consentimiento para efectuar tal acto publicitario.    Esta Sala resolvió, que al  momento  en  que  el amparado   aceptó  ser fotografiado   y  tuvo conocimiento  de  su  futura  publicación,  era  ya  una persona   mayor  de  edad,  de manera que tuvo conocimiento y potestad sobre la actuación que estaba realizando, contaba con  la capacidad suficiente para autorizar o no tal publicación. Asimismo, se advierte  que  la  actividad  realizada  el  9  de  setiembre  de  2011  en  el  Hospital Nacional  de Niños  revistió  una  notoria  connotación social   pues  se efectuó con  la intensión  de contribuir  con  los  pacientes   de dicho   centro  hospitalario,   de manera que no  existe  ningún tipo  de evidencia  de  que hubiere pretendido menoscabar  la dignidad ni la imagen de nadie. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
2110-12. INFORMACIÓN CREDITICIA. HISTORIAL CREDITICIO LE IMPIDE ACCEDER A CRÉDITO. El recurrente alega que su historial crediticio permanece “manchado´”  a  pesar  de  haber pagado  su  deuda.  Esta Sala resolvió,  que ha determinado que el plazo que se estima razonable  para  mantener  vigente  una  determinada  información  crediticia  es  de cuatro años, el cual  resulta de  la aplicación analógica del plazo establecido para  la prescripción  en materia mercantil  (véase  la  resolución 2005-8895,  reiterada,  entre otras, por sentencia 2007-3354). De tal forma, si bien la deuda del amparado puede encontrarse cancelada,   su  historial crediticio permanece durante  cuatro   años  y  es con base en este que la Superintendencia General de Entidades Financieras elabora el nivel de comportamiento histórico de pago que reclama  el recurrente. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
1399-12. DATOS PERSONALES.  BASE DE DATOS DE LA SUGEF MANTIENE INFORMACIÓN INCOMPLETA Y ERRÓNEA. El accionante  manifiesta, que la SUGEF mantiene en sus registros información incompleta y errónea;  además se le traslada la obligación de realizar las modificaciones requeridas en cada una de las entidades en donde aparecen los errores, obliga a firmar una autorización por plazo indefinido para obtener un crédito, califica el comportamiento crediticio. Señala la Sala,  que del informe rendido por el representante de la autoridad recurrida - dado bajo fe de juramento - y de la prueba aportada ha sido debidamente acreditado que no existe gestión alguna pendiente de resolver en la Superintendencia General de Entidades Financieras para modificar la información crediticia del amparado. Tampoco  demuestra que la información existente en el Centro de Información Crediticia sea incompleta o errónea. Por su parte,  se observa que la autorización firmada por el recurrente puede ser revocada en cualquier momento. Finalmente, se verifica que la calificación de los deudores es efectuada por la entidad que facilita el crédito,   no por la Superintendencia General de Entidades Financieras. Se declara sin lugar el recurso.  SL
LIBERTAD DE ASOCIACIÓN
1756-12. DESAFILIACIÓN. ASOCIACIÓN DE JUECES SIGUE REBAJANDO CUOTA DE AFILIACIÓN.  La recurrente acusa que  en el mes de  abril del 2005  solicitó  su desafiliación de  la Asociación Costarricense de  la Judicatura (ACOJUD) y el 10 de mayo de ese mismo año se le comunicó que se había acogido su solicitud; sin embargo, a la fecha de interponerse el amparo, todavía no se había hecho efectiva  su  desafiliación, pues   aún  se  le  seguía rebajando  de  su  salario  la cuota de afiliación. Se declara con lugar el recurso, únicamente  en contra de la Asociación Costarricense  de  la Judicatura.   En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL
LIBERTAD DE PRENSA
2771-12. DIVULGACIÓN DE INFORMACIÓN. DE PROCESOS ADMINISTRATIVO Y PENAL POR PARTE DE INSTITUCIONES PÚBLICAS. El recurrente alegó que el Tribunal  Supremo de Elecciones y la Contraloría General de la República suministraron a  medios de prensa, información inexacta sobre la existencia de un proceso  de  anulación de credenciales, así como un procedimiento administrativo, instaurados en su contra. Lo anterior debido a que en la causa penal que sustentaba  la  existencia de las pesquisas aludidas, se dictó a su favor un sobreseimiento definitivo. Reclamó que, pese a lo expuesto, las autoridades recurridas mantienen  vigentes las referidas diligencias. Esta Sala resolvió, con vista del informe rendido por la autoridad accionada, que tanto el Tribunal Supremo de Elecciones como la Contraloría General de la República se  limitaron a comunicar a la prensa la existencia tanto del proceso de cancelación de  credenciales, como de la denuncia penal planteada en función de aquél, sin develar información que comprometiera el derecho a la intimidad del tutelado. Asimismo, no debe perderse de vista que -contrario a lo que el recurrente pretendió hacer  creer a este Tribunal-, la causa penal no ha culminado, pues la resolución del  Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, fue notificada al órgano  contralor hasta el 16 de febrero de 2012, mucho tiempo después de  publicados los artículos periodísticos que el recurrente cuestiona, por lo que el plazo de impugnación no ha vencido. Bajo este orden de circunstancias, descarta esta Sala Constitucional alguna arbitrariedad en el proceder de las autoridades recurridas. Se declara sin lugar el recurso.  SL
1388-12.  REPORTAJES. INFORMACIÓN DIFUNDIDA POR PERIODISTA DE MEDIO TELEVISIVO PERJUDICA A EX ALCALDE MUNICIPAL. El recurrente manifiesta,  que en su contra  se  tramita  un  proceso  penal,  por  la  supuesta  comisión  de  varias irregularidades cuando ejerció el cargo de Alcalde. Reclama que un periodista mortifica constantemente a su familia y a él mismo, al exponer su imagen, pues  cada  vez  que  se  da  una  situación  de  posible  corrupción  en  una municipalidad el noticiario aprovecha para exponer su imagen y su nombre e incluso agregar acusaciones que no constan en ningún expediente judicial. Señala la Sala que si el amparado considera que la información suministrada por Televisora de Costa Rica S.A., resulta inexacta o agraviante, muy bien puede ejercer el derecho de rectificación y respuesta, tal y como se encuentra regulado por los artículos del 66 al 70 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. El recurrente no alegó y mucho menos demostró haber hecho uso de la citada facultad y que el medio de comunicación recurrido,  hubiera irrespetado las obligaciones concomitantes que la garantía impone. De otra parte, no puede dejar este Tribunal de enfatizar que, si el recurrente estima que el periodista ha lesionado  su honor,  también puede interponer la querella correspondiente por la supuesta comisión de los delitos de calumnia o difamación. En igual sentido, de creer que el citado periodista ha obstaculizado la administración de justicia al ejercer su profesión, lo procedente es formular una denuncia sea ante el Colegio Profesional, el Ministerio Público o las instancias administrativas del Poder Judicial. No se encuentra dentro de las potestades de esta Sala valorar si, efectivamente, las conductas reprochadas se verificaron o no. Lo anterior, sin lugar a dudas, excede la naturaleza sumaria del proceso de amparo así como la competencia  de este Tribunal, configurada por la Ley y la propia Constitución Política.  Se declara sin lugar el recurso.  SL

LIBERTAD DE TRANSITO

2790-12.  SEMÁFORO  PEATONAL.  RETARDO EN COLOCAR SEMÁFORO Y DEMARCAR CARRETERA EN SECTOR DE COLEGIO DE CEDROS, SAN PEDRO.   Los recurrentes indican que, por medio de  informe técnico número del 27 de mayo del 2011, el Departamento de Estudios y Diseños de la Dirección de Ingeniería de Tránsito del  Ministerio de Obras Públicas y Transportes, recomendó al Departamento de  Semáforos instalar un semáforo peatonal con botonera y sistema sonoro al frente de las instalaciones del Colegio de Cedros.  También  le  recomendó  al  Departamento  de  Señalización  Vial  demarcar  la intersección en donde se ubica el Colegio de Cedros y realizar la señalización de zona escolar, así como colocar 2 señales verticales P-3-3 “Semáforo Adelante”, una 75 metros al norte y la otra 75 metros al sur, del paso peatonal, sobre la referida ruta. Finalmente, al Consejo de Transporte Público se recomendó reubicar la parada en tránsito en sentido 2-1, que se ubica al lado del Colegio de Cedros, luego de colocado el paso peatonal. Los recurrentes acusan que, a la fecha de interposición del presente amparo, tales recomendaciones no han sido acatadas y, en particular, no se ha colocado  el referido semáforo peatonal, con lo que se genera un riesgo indebido para los peatones. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Jefe del Departamento  de Señalamiento Vial, al Jefe del Departamento de Semáforos, y al Jefe del Departamento de Estudios y Diseños, todos de la Dirección General de Ingeniería de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que realicen las  gestiones  pertinentes y ejecuten las acciones necesarias dentro de sus respectivos ámbitos de competencia, para que, en el improrrogable plazo de cinco meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se instale un semáforo peatonal y se realice la correspondiente  demarcación vial, de acuerdo  con lo indicado en el informe contenido en el oficio número DGIT-ED-4657-2011 del 27 de mayo del 2011.  CL
2577-12. AGUJA. INSTALADA EN CALLE PUBLICA EN CRUCE PRINCIPAL A NICOYA. Acusan los recurrentes que con base en un acuerdo ilegal, el Alcalde Municipal de la localidad   instaló una aguja en calle pública que controla el ingreso de vehículos frente a la ruta 21,  específicamente, a 1 kilómetro y  400 metros  del cruce principal de Nicoya,  lo que obstaculiza el paso,  en clara violación a la libertad de tránsito de los ciudadanos que pasen por el lugar.  Se declara con lugar el recurso únicamente por violación a la libertad de tránsito. Se ordena al Presidente del Concejo y a la Primera Vicealcaldesa ambos de la Municipalidad de Nicoya, remover de forma INMEDIATA al comunicado  de la presente resolución, los obstáculos ubicados en la vía pública que restringen o limitan el acceso frente a la ruta 21,  a 1 kilómetro 400 metros del cruce principal de Nicoya, camino a Nandayure. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL 

2124-12. VENDEDORES.  DESALOJO DE VENDEDORES ESTACIONADOS ALREDEDOR DEL DEPOSITO LIBRE DE GOLFITO. Los recurrentes manifiestan, que se pretende   realizar  un desalojo   por  parte  del Ministerio recurrido  contra   ellos, quienes  trabajan  en  los alrededores   del  Depósito  Libre Comercial   de Golfito,   y potencialmente existe  la amenaza de impedir el  libre  tránsito de ellos en  las zonas aledañas  al  Depósito,  por  lo  que consideran   que  los derechos  derivados   de  la  libertad  están  seriamente amenazados.       Esta Sala resolvió, con vista del informe rendido por la autoridad recurrida, bajo juramento, se extrae que el desalojo “ se ejecutará respetando los derechos constitucionales de los recurrentes, pues se tiene  claro que   la libertad   de  tránsito  solo puede   ser limitada   o restringida   en aquellos casos permitidos por ley,  por lo que se velará por la integridad física de los  ciudadanos,  utilizando  únicamente  la  fuerza  necesaria  según  las circunstancias”. Así  las cosas,  en vista de que no se acreditó que con el desalojo que va a ejecutar el Ministerio recurrido, necesariamente se vaya a poner en grave amenaza la libertad de tránsito o integridad física de los recurrentes, lo que procede es desestimar el recurso.  Por su parte, en cuanto a la invasión que existe en el área  de  la plazoleta  ubicada   frente  al Depósito  Libre Comercial   de Golfito,   y  si dicha área constituye un terreno inscrito a nombre de JUDESUR y, por ende, si esa Junta se encontraría  legitimada o no para gestionar el desalojo, estima  la Sala que no  le compete a esta instancia constitucional revisar si ello es así, y mucho menos examinar  si  los  locales comerciales   que  están construidos   en  esa  zona  están invadiendo o no una propiedad de JUDESUR,  toda vez que ello es labor propia de la vía común -administrativa o jurisdiccional-, ya que esta Sala no es un contralor de  la  legalidad  de  las actuaciones   o resoluciones   de  la  Administración  (ver  en idéntico sentido,   sentencia  número  2011-001814). Se declara sin lugar el recurso. SL
1647-12. SEMÁFOROS. SE ORDENA LA INSTALACIÓN DE SEMÁFOROS EN HEREDIA, SEGÚN LO RECOMENDÓ ESTUDIO DEL MOPT. El recurrente alega que solicitó  a  la Dirección General  de  Ingeniería  de Tránsito,  un  estudio  y  la  colocación  de  semáforos peatonales   y vehiculares,  en diversas intersecciones del centro de la ciudad de Heredia, conforme lo recomendó en  el  oficio  del Departamento  de Estudios   Básicos  de  la  Dirección  General  de Tránsito,  No. DGIT-ED-2377-2009   de  29  de  mayo  de  2009,  a  la  fecha,  la autoridad recurrida no ha procedido con su instalación, lo que atenta contra la vida de quienes transitan en esa área. Se  declara CON LUGAR   el  recurso.  En consecuencia,   se  ordena  a la  Subdirectora de   la Dirección General  de Ingeniería  de  Tránsito  del Ministerio  de Obras  Públicas  y Transportes, adoptar, de manera coordinada con  las dependencias competentes en dicho Ministerio,  las medidas pertinentes para que, en un plazo de cinco meses, se  instale en  las cinco intersecciones señaladas por el Departamento de Estudios Básicos, en el oficio de la Dirección General de Ingeniería de Tránsito No. DGIT-ED-2377-2009  de  29 de  mayo de  2009, los  semáforos vehiculares y/o peatonales que dicho Departamento  recomendó. El Magistrado Piza salva el voto y declara sin lugar el recurso.-  CL
1492-12.  MOTOS. EQUIPARAN DECIBELES DE LAS MUFLAS DE MOTOS CON LAS DE OTROS VEHÍCULOS.   En el caso bajo estudio, el recurrente alega que durante un operativo de la Policía de Tránsito llevado a cabo en Parrita, se le confeccionó una boleta citación por haber infringido el artículo 122, inciso c), de la Ley de Tránsito, al determinarse que su motocicleta supuestamente rebasaba los decibeles de ruido permitidos. Considera que la referida normativa violenta el derecho de igualdad, consagrado en el artículo 33 de la Constitución Política, toda vez que incluye a varios tipos de vehículos automotores en una misma categoría para la medición decibélica, cuando lo cierto es que son totalmente diferentes.  En este caso, señala la Sala que la aplicación de la norma impugnada no violenta el derecho de igualdad del recurrente, al tratarse más bien de una norma general de prohibición de ruido que agrupa los vehículos de ciertas categorías, por lo que se estima que el asunto no se trata de un problema de igualdad, sino de criterios técnicos que permitan determinar si estos niveles son los correctos. Ahora bien, si el recurrente estima que la prueba de ruido efectuada en su caso concreto no cumplió con el procedimiento correspondiente o que el resultado arrojado es inexacto, ello corresponde a un asunto ajeno al ámbito de competencia de esta jurisdicción, por lo que deberá plantear sus alegatos en la vía de legalidad correspondiente, donde se determinará con arreglo a Derecho si la sanción impuesta es ilegítima. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
1235-12. RUIDO. MEDICIÓN DE RUIDOS Y GASES DE MOTOCICLETAS. La norma impugnada señala que se Prohíbe que los vehículos automotores, cualquiera que sea su tipo o tamaño, provoquen ruido, gases y humo que excedan de los límites establecidos en los siguientes incisos: c)
Los niveles máximos admisibles de ruido emitido por el escape de los vehículos en condición estática, serán los siguientes: 2)Para las bicimotos, las motocicletas, los microbuses y los vehículos cuyo peso bruto sea entre tres coma cinco (3,5) toneladas métricas y ocho (8) toneladas métricas, es de 98 dB (A). Se acusa que con esta medición se toma a las motocicletas como automotores livianos, lo cual no es correcto. Estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en la sentencia número 2011-016940 de las catorce horas y treinta y nueve minutos del siete de diciembre del dos mil once. Estése
MINORÍAS
1817-12. DISCAPACIDAD. ORDENAN REUBICAR “MUPIS” QUE NO CUMPLAN LA NORMATIVA, EN EL CANTÓN DE SAN PEDRO DE MONTES DE OCA.  Los recurrentes manifiestan que actualmente residen en el cantón de Montes de Oca. Manifiestan que la recurrente que es persona con una discapacidad  física permanente, se le impide movilizarse  libremente. Indican que en la localidad existen barreras físicas instaladas en 
las aceras que le impiden o dificultan su movilización. Afirman que en varias aceras de ese cantón se ha colocado mobiliario urbano -en adelante denominado "mupis"- que obstruye el libre tránsito, lo que expone la vida y la salud de los transeúntes e incumple con la normativa nacional y municipal respectiva. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso.  En consecuencia,  se ordena al Alcalde Municipal de Montes 
de Oca,  que en el plazo improrrogable de OCHO  DÍAS contado a partir de la notificación de este fallo, proceda a retirar DEFINITIVAMENTE y a reubicar del distrito San Pedro de ese cantón, según sea el caso, los mobiliarios urbanos para información denominados “MUPIS”, que no cumplan con lo previsto en la Ley 7600 de manera  tal  que  se  garantice  la  plena  accesibilidad  para  las  personas  con discapacidad física que circulan por las aceras del distrito. Respecto de los demás recurridos, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
1652-12. MENOR CON DISCAPACIDAD. CENTRO EDUCATIVO NO CUMPLE CON DISPOSICIONES DE LEY 7600. La  recurrente alega que presentó  una solicitud ante los recurridos,  a fin de que se realicen algunas modificaciones en la institución  educativa  relacionadas  con  el  acceso  al  mismo,  entre  ellas,  la colocación  de  una  rampa  en  la  entrada  principal,  a  la  soda  y  al  patio  de  la institución  y barras   en  los servicios sanitarios,   así como el arreglo de   las rampas existentes especialmente la  de  los pabellones   que  permite  el acceso   al servicio sanitario y al pabellón central,  toda vez que el menor tutelado presenta un retardo en el desarrollo psicomotor, motivo por el cual debe trasladarse con ayuda de una andadera , así como también requiere un pupitre especial que le permita mantener una postura estable, para evitar que pierda el equilibrio,  pero a  la fecha en que interpone  este amparo, su  gestión no ha sido atendida.  Se  declara  CON  LUGAR  el  recurso.  Se  ordena  a  la Directora y al Presidente de  la  Junta  de  Educación ambos de la Escuela Mario  Salazar Mora  de  Aguas Zarcas de San Carlos, que adopten las medidas necesarias   y  que  ejecuten  las acciones  pertinentes a  fin  que  el Centro Educativo  Mario  Salazar  de  Aguas  Zarcas  de  San  Carlos,  satisfaga  los requerimientos  de  la  Ley  Número  7600  con  respecto  a  las  personas  con discapacidad, en particular, los requerimientos del menor tutelado, dentro del plazo improrrogable  de  TRES  MESES contados   a  partir  de  la  notificación  de  esta sentencia,  de  lo  que  informará  a esta  Sala. Asimismo,  se ordena a los recurridos proceder  a  tramitar  la compra  o  confección  del  pupitre especial   que  requiere  el menor amparado. CL
1347-12. DISCAPACIDAD. EDIFICIO DEL MINISTERIO DE SALUD EN CORREDORES NO CUMPLE CON LA LEY 7600.  El recurrente reclama la violación de sus derechos fundamentales, en particular de los derechos protegidos en el artículo 33 de la Constitución Política, pues considera que el edificio del Área Rectora de Salud del Ministerio de Salud de Corredores no cumple con las disposiciones establecidas en la Ley 7600, para permitir el acceso de las personas con discapacidad. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Corredores, Puntarenas, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para que dentro del plazo improrrogable de un año a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las obras que se requieran a efecto de facilitar el acceso de las personas con discapacidad al edificio del Área Rectora de Salud del Ministerio de Salud de Corredores, de conformidad con lo dispuesto en la ley 7600. El Magistrado Castillo Víquez pone nota.- CL

MUNICIPALIDAD
2685-12.  AGUAS PLUVIALES.  AGUAS PLUVIALES DE VECINOS ESCURREN A PROPIEDAD PRIVADA POR ORDEN MUNICIPAL.  El recurrente presenta el recurso porque considera que en su caso la Municipalidad de Desamparados ha violentado su derecho de propiedad por: a) La notificación de una orden de destapamiento de alcantarilla que supuestamente está en su propiedad, sin ningún tipo de fundamento o estudio; b) Tener que recibir las aguas pluviales y no pluviales de sus vecinos, con los malos olores que ello produce,  cuando ello no le corresponde  y sin que la Municipalidad haya hecho nada.  Se declara PARCIALMENTE CON lugar el recurso, en consecuencia  se ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Desamparados, proceder de  inmediato  a  realizar  las  acciones  que  estén  dentro  del  ámbito  de  sus competencias a fin de que en el plazo de quince días contados  a partir de la comunicación de esta resolución dicha Municipalidad le notifique al recurrente un plan de acción para la solución definitiva del problema de aguas pluviales y servidas que caen en su propiedad. Plan que deberá coordinarse y tomar en cuenta las órdenes y recomendaciones del Ministerio de Salud y el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, referidas al cumplimiento de la orden sanitaria número CS-ARS-D-ERS-OS-0024-2012, verificar la capacidad  de la tubería de las aguas pluviales y las cunetas ubicadas  en la propiedad del recurrente y determinar si debe aumentarse el diámetro. CL Parcial
2690-12. PUENTE.  MAL ESTADO DE PUENTE PONE EN RIESGO LA VIDA DE LOS VECINOS DE PILÓN Y PUNTABANCO DE GOLFITO.   El recurrente manifiesta, que la ruta municipal Pilón-Puntabanco es la única vía de acceso a su comunidad y a comunidades vecinas. En dicha ruta, en el distrito de Pavón de Golfito, hay un puente en mal estado y en caso de que se derrumbe dejaría incomunicada a la comunidad, puesto que es la única ruta de acceso.  Además, se pone en peligro su integridad  física y la de todas las personas que transiten por la zona, ya que el puente posee una curva bastante notoria y en cualquier momento puede ocurrir un accidente. El puente tiene ya aproximadamente dos meses en mal estado y no ha habido acciones tendentes a repararlo. Dicha situación ha causado grandes inconvenientes a las personas de la comunidad, al punto de que ha disminuido en un cincuenta por ciento el turismo, actividad de la que viven y dependen muchos hogares. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal y al Presidente del Consejo, ambos de la Municipalidad de Golfito, que cada uno, dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias  giren las instrucciones  pertinentes, coordinen y tomen de manera inmediata las medidas necesarias, efectivas y oportunas para garantizar la solución del mal estado del puente de la ruta municipal Pilón-Puntabanco. CL
2692-12. PUENTE PEATONAL. RETARDO CONSTRUIRLO EN BAMBEL DE RÍO CLARO PONE EN RIESGO LA VIDA DE VECINOS DE LA ZONA.  La recurrente demandó la tutela de sus   derechos fundamentales, pues, en su criterio, al no existir un puente peatonal en Bambel de Río Claro, se le obliga a cruzar la carretera interamericana, pese al alto volumen de tránsito que existe en esa vía, lo que pone en peligro su integridad y vida. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Presidente del Consejo Nacional de Vialidad y Presidente de la Junta Directiva del Consejo de Seguridad Vial, respectivamente, disponer lo necesario dentro del ámbito de sus competencias,  para dentro de los seis meses siguientes a la notificación de esta resolución, se realicen los estudios técnicos para establecer si la comunidad  de Bambel de Río Claro, Golfito, requiere el puente peatonal reclamado. De ser así, deberán ejecutar las acciones pertinentes a fin que dentro del plazo improrrogable de un año se construya dicha obra. CL
2706-12. VENDEDORES INFORMALES.  UBICADOS EN ZONA PUBLICA DE LA PLAYA DOMINICAL EN OSA IMPIDEN LIBRE TRANSITO.   Los recurrentes alegan que en los últimos años se acrecentó un asentamiento ilegal de comerciantes  en la zona pública de Playa Dominical, a quienes la Municipalidad de Osa les otorgó patentes “provisionales”; sin embargo, no cumplen con el pago de los impuestos, no cuentan con permisos sanitarios de funcionamiento y se adueñaron de más de 300 metros de la zona pública, imposibilitándose el libre tránsito. En este caso se tiene por desacreditada la afirmación sostenida por los recurrentes, en el sentido que la zona estrictamente  pública de Playa Dominical se encuentra invadida por comerciantes informales,  pues de lo explicado bajo juramento por los recurridos y de la prueba aportada por  estos funcionarios, se constata que las ventas informales se ubican fuera de la zona conocida  como “estrictamente  pública”. Por su parte, los recurrentes  no aportaron  al recurso  de  amparo ningún tipo de elemento probatorio que hubiera podido desacreditar lo sostenido por los funcionarios recurridos. Así las cosas, no encuentra la Sala que  en la especie se esté imposibilitando el acceso, o bien, el libre tránsito dentro de la zona estrictamente pública de la zona marítimo terrestre en Playa Dominical. Por otra parte, si los recurrentes consideran  que la Municipalidad de Osa no ha atendido la problemática denunciada en este amparo, en relación con las supuestas ventas ilegales que se producen en el sector de Playa Dominical, y estiman que  ello constituye un incumplimiento de deberes, así deberán denunciarlo antes las autoridades pertinentes, pues este Tribunal carece de competencias para investigar tales hechos, y mucho menos para aplicar una sanción a las autoridades públicas por el incumplimiento de las funciones que son propias de su competencia (ver, en  similar sentido, sentencias número 2005-17087 de las 15:40 horas del 14 de diciembre del 2005, y 2007-018518 de las 08:55 horas del 21 de diciembre de 2007). En consecuencia, se desestima el amparo en todos sus extremos. Se declara sin lugar el recurso.  SL
2708-12. CUNETAS.  INSTALADAS POR MUNICIPALIDAD IMPIDEN LIBRE TRANSITO DE PERSONA CON DISCAPACIDAD. El recurrente acusa que la Municipalidad de Paraíso realizó una serie de obras frente a la casa de habitación de la amparada, con el perjuicio que se colocaron unas cunetas, entre la acera y la calle, que le obstaculizan el libre tránsito a la amparada, quien debe utilizar una silla de ruedas para trasladarse. Señala que, desde enero del año 2011, se ha venido gestionado ante la Municipalidad recurrida la solución de tal situación, pero aun no se ha obtenido respuesta ni se han corregido las obras.     Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Paraíso, que adopte de forma inmediata las medidas pertinentes, para que en el plazo de dos meses, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se corrija el problema que existe frente a la vivienda de la amparada, provocado por las cunetas colocadas por la Municipalidad, de forma tal que no se le obstruya o impida su libre tránsito. CL
2780-12. INUNDACIONES. TRABAJOS EN CARRETERA CERCANA A PROPIEDAD PRIVADA PROVOCA QUE SE INUNDE CON AGUAS PLUVIALES. La amparada manifiesta que el 11 de enero de 2011  solicitó ante el Concejo Municipal recurrido realizar un análisis técnico en busca  de dar una solución al problema que se presenta en su restaurante, ya que debido a los trabajos que se han realizado en los caminos públicos que bordean la propiedad donde  se encuentra el local, este se ha visto inundado  en reiteradas  ocasiones,  pues el cambio en los niveles de los caminos produjo que los drenajes  naturales dentro de la propiedad hayan quedado inoperantes. Alega que el 6 de  febrero de 2011 reiteró la solicitud. Afirma que a pesar de  la gravedad de la situación, la Municipalidad recurrida no ha tomado las acciones necesarias a fin de dar una solución definitiva a su problema, por lo que estiman 
violentados sus derechos fundamentales.     Se declara parcialmente con lugar el recurso,  únicamente en cuanto al problema de aguas pluviales se refiere. En consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal y Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Osa, solucionar  de forma definitiva, en el improrrogable plazo de TRES MESES, el problema de alcantarillado pluvial denunciado por la recurrente. En todo lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
2554-12. MERCADO DE LIMÓN.  MUNICIPALIDAD NO ATIENDE ÓRDENES SANITARIAS.  Las recurrentes manifiestan, que el mercado Central de Limón fue declarado patrimonio histórico-arquitectónico de la Nación. Indica que el  9 de diciembre de 2011, por informe de la Unidad de Regulación de la Salud del Ministerio de Salud, la Directora del Área Rectora de Salud de Limón declaraba inhabitable el las instalaciones del Mercado, por ruinoso, peligroso e insalubre. Agrega que por medio del oficio HA-ARS-L-5037-2011 del Área Rectora  de Salud de Limón, denominado  Inhabitabilidad con Orden de Desalojo, el cual se notificó a la Municipalidad de Limón el 15 de diciembre de 2011,  ordenándose  proceder  al  desalojo  del  inmueble,  para  efectuar  las remodelaciones pertinentes a fin de ocupar nuevamente el inmueble; no obstante, pese a las múltiples órdenes sanitarias emitidas por el Ministerio de Salud, la Administración Municipal ha hecho caso omiso de las disposiciones indicadas para que se hicieran las reparaciones del caso. Se declara parcialmente CON lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Alcalde De Limón, cumplir a cabalidad con lo estipulado en la orden sanitaria que le fuera notificada el 16 de enero del 2012 y presente en el plazo de  quince días al Área Rectora de Salud de Limón un plan de intervención para las mejoras del inmueble. El recurrido deberá remitir a esta Sala una copia del plan cuya presentación se le ordena.   CL Parcial

2576-12. MERCADO DE PUNTARENAS. MAL ESTADO DE MERCADO MUNICIPAL DE PUNTARENAS POR INERCIA MUNICIPAL. El  recurrente  manifiesta, que  las  instalaciones  del  Mercado Municipal de Puntarenas, aunque fueron declaradas patrimonio cultural, nunca han sido restauradas. El mercado es visitado diariamente por adultos mayores, personas con discapacidad, niños y turistas. Su preocupación consiste en la exposición del sistema eléctrico en mal estado y de muchos años, una infraestructura muy deteriorada, hacinamiento, tuberías de aguas negras y el techo del edificio en mal estado. Todo ello pone en riesgo la vida de las personas que visitan y laboran en el lugar.  En este caso, señala la Sala que  partiendo  de que el inmueble no fue declarado patrimonio  histórico arquitectónico sino hasta 2011 y de la necesidad señalada de un acto legislativo de aprobación, es prematuro concluir en una conducta  omisiva violatoria de los derechos fundamentales del actor y demás interesados vinculados a la preservación del bien patrimonial en cuestión. Lo anterior, además, con la advertencia al Alcalde recurrido que no puede la corporación local desentenderse de la parte del trámite del cambio de destino que está fuera de sus manos, sino que es obligación suya y del Concejo darle seguimiento, instarlo o corregirlo si fuera necesario, y, una vez que se hubiera aprobado, actuar con prontitud  para que la remodelación se ejecute a la mayor brevedad posible.  Si la autorización de cambio de destino de la donación se improbara, deberán igualmente definir los medios y mecanismos para solventar el problema.   Se declara sin lugar el recurso.   SL

2401-12.  BARRIO CHINO. INCONFORMIDAD POR SU CONSTRUCCIÓN EN CALLE 9 DE SAN JOSE. El recurrente manifiesta su  inconformidad, con la pretensión de la Municipalidad accionada de construir un bulevar denominado “Barrio Chino” en la calle 9, que en la actualidad se conoce como "Paseo de los Estudiantes", sin realizar la consulta popular pertinente, a pesar de que se pretende incentivar una cultura extranjera, lo que en su criterio lesiona el patrimonio cultural costarricense.   Por otra parte, acusa que el cierre parcial de la calle provocará un caos vial en la zona, en razón de que por esta vía transita gran número  de  vehículos  y  de autobuses,  lo  que  generara  un  mayor  gasto  de combustible y contaminación ambiental. Señala la Sala que lo alegado no es un asunto propio de ser revisado en esta jurisdicción, ya que no es a la Sala a quien compete determinar si lo más viable y recomendable es proceder o no conforme actúa la autoridad recurrida, por tratarse  de un asunto propio del ejercicio de las atribuciones del gobierno local, sobre cuya actuación en este sentido sería competencia  de la vía de legalidad, por no  encontrarse afectado directamente derecho constitucional alguno. RP
1999-12. PUENTE. RETARDO EN CONSTRUIR PUENTE SOBRE QUEBRADA PURRUJA EN GOLFITO.  El recurrente reclama la inacción de la Municipalidad de Golfito, con relación al problema que para la seguridad y el tránsito representa la carencia de un puente al barrio Tucker Martínez en Purruja Km 7 de Golfito.   Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Alcaldesa Municipal a.i. de Golfito, que deberá llevar a cabo las actuaciones necesarias y girar las órdenes pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia para que, en coordinación con la Asociación de Desarrollo Integral de Purruja Km 7 de Golfito, y dentro de un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se concluya la construcción del puente en la Quebrada Purruja Km 7. CL
2028-12. CORTA DE ÁRBOLES.  RETARDO EN SOLUCIONAR PELIGRO POR ÁRBOLES EN MAL ESTADO FRENTE A ESCUELA.  Los recurrentes alegan que frente al Centro Educativo Los Pinos en La Aurora de Alajuelita, existen varios árboles que ya superaron su vida útil y representan un grave peligro para los  transeúntes, pues podrían derrumbarse; sin embargo, la Municipalidad de Alajuelita no ha atendido sus solicitudes para que se proceda a cortarlos, a pesar de que cuentan con el permiso del Sistema Nacional de  Áreas  de  Conservación  del  Ministerio  de  Ambiente,  Energía  y Telecomunicaciones (SINAC-MINAET).   Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Alcalde de  la Municipalidad de Alajuelita y al Director  Ejecutivo  del Consejo  de Nacional   de Vialidad, que de forma  inmediata  y coordinada   realicen  las acciones que estén dentro del ámbito de sus respectivas competencias, para que en el  plazo  máximo  de QUINCE DÍAS, contados   a  partir  de  la  notificación  de  la presente  resolución, se solucione el problema que generan los árboles ubicados en los alrededores   del  Centro  Educativo  Los  Pinos,  en  La  Aurora  de  Alajuelita, denunciado  por  los recurrentes. CL
1862-12. VENDEDORES AMBULANTES.  OMISIÓN DEL ESTADO EN CONSTRUIR INFRAESTRUCTURA PARA VENDER SUS PRODUCTOS. El recurrente estima que la Municipalidad de San José, ha lesionado los derechos fundamentales de los vendedores ambulantes, toda vez que,  además de imponer trabas en el otorgamiento de licencias para ejercer su actividad,  a diferencia de otros  gremios, como  el de artesanos,  la parte recurrida no ha  implementado una infraestructura en la cual puedan comerciar sus productos.  Este Tribunal Constitucional no es la instancia competente para la revisión y análisis de los criterios tomados en consideración por la autoridad recurrida, para otorgar licencias o para instaurar centros en los cuales, las personas en su condición, puedan ejercer la actividad de su interés. Por lo anterior, lo procedente es que cualquier desavenencia  al respecto,  sea planteada ante las  instancias ordinarias que correspondan.  Se rechaza de plano el recurso. RP
1655-12. VÍAS PÚBLICAS. AUSENCIA DE ACERA PEATONAL EN CARRETERA A SABANILLA. Las recurrentes alegan  la ausencia de acera peatonal frente a la entrada principal de la Urbanización "Los  Rosales", en dirección Oeste- Este sobre la carretera principal de Sabanilla. Se declara CON LUGAR el recurso.  Se ordena al Alcalde de Montes de Oca y al Ministro de  Obras Públicas y Transportes, que de forma coordinada e inmediata adopten  las medidas necesarias para que  en el  plazo de un año, contado a partir de la notificación  de  la presente resolución, se  resuelva  el problema  de  falta  de aceras  en  el  tramo  de  la  ruta nacional No. 202, frente a la entrada principal de la Urbanización "Los  Rosales", sita en Sabanilla de Montes de Oca. CL
1678-12. BASURA. ACUMULACIÓN EN GOLFITO. El recurrente manifiesta que en el distrito de Pavón de Golfito, el camión recolector de basura tiene aproximadamente 3 meses sin brindar el servicio de recolección de basura, y que la Municipalidad recurrida alega que es por el mal estado del puente que no pueden ingresar hasta Río Claro de Pavones, localidad en la  cual reside  pero  que  en  la localidad  de  Cocal  Amarillo que  se ubica a unos  8 kilómetros antes del puente en cuestión, tampoco se presta el servicio, pese a que se continúa realizando el cobro por ese concepto, todo lo que ha generado un gran problema  de  contaminación  ambiental,  tales como   proliferación  de  plagas  de moscas y generación de malos olores que ponen en riego la salud de los vecinos de la  localidad. Se declara CON LUGAR el recurso.  Se ordena a la Alcaldesa Municipal a.i. de la Municipalidad de Golfito, adoptar,  en un plazo máximo de UN MES,  las medidas necesarias para garantizar la recolección de basura en todo el distrito de Pavón de Golfito, a partir de la notificación de esta sentencia. CL
1729-12. BASURA. NEGATIVA A RECOLECTAR BASURA EN LIMÓN.  Alega el recurrente que  la Municipalidad de Limón no brinda el servicio de recolección de basura en lugar donde vive. Se declara  parcialmente con   lugar  el recurso,   únicamente  en cuanto   a  la alegada violación al derecho a la salud y a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Se  ordena  al Alcalde  de  la Municipalidad  del  Cantón  Central  de  Limón,   adoptar  de  forma  inmediata  las  medidas  necesarias  para  garantizar  la recolección  de desechos   sólidos  en  la  zona  donde  se  ubica  la propiedad   del recurrente. CL Parcial
1763-12. ALCANTARILLADO PLUVIAL. MAL ESTADO PROVOCA DESBORDAMIENTO DE LAS AGUAS DAÑANDO VIVIENDAS CERCANAS. El recurrente manifiesta, que  reside en  la localidad de Ciruelas de Alajuela, propiamente en el Barrio Los Llanos, y tanto él como sus vecinos tienen más de tres años de denunciar ante las autoridades recurridas las inundaciones que en la época de invierno sufre dicha comunidad, dada la cantidad de agua y la poca capacidad recolectora que  tiene el alcantarillado pluvial. Añade que por el declive que tiene la zona, las alcantarillas se desbordan y el agua penetra con mucha fuerza hasta sus  hogares,  causando   daños materiales a sus  viviendas y afectaciones a  su salud; además de que el lugar se vuelve intransitable. Refiere que esa situación los angustia  y  les preocupa porque  desde   el  año  2010  han formulado  las denuncias ante el Municipio,  pero  la autoridad incurre en omisiones y desaciertos al atender sus gestiones, y no se adoptan las medidas correctivas al problema .  Se  declara  con  lugar  el recurso.   Se  ordena  al Alcalde Municipal  de  Alajuela,  o  a  quien ocupe   su cargo,  disponer   lo necesario  para  que  se respete   las  últimas fechas   fijadas (marzo  y  abril  de  2012) para ejecutar   las obras que  corregirían el problema de inundaciones  que  indica el actor. En cuanto al Ministerio de Salud,  se declara sin lugar el amparo.  CL
1331-12. CEMENTERIO.  PROPIEDAD ADQUIRIDA PARA AMPLIACIÓN DE CEMENTERIO DE LA COMUNIDAD DE SAN VITO DE COTO BRUS SE UTILIZA PARA OTROS FINES.  El recurrente presentó un recurso de amparo, y manifestó que, es vecino de San Vito de Coto Brus, y le consta en forma personal que desde el año 1986,   se aprobó la compra de un  terreno  con  el  fin  específico  de  ampliar el   cementerio   de   la   comunidad; no obstante, se   está utilizando como  plantel   municipal   y centro de acopio de materiales   para el mantenimiento  de caminos vecinales. Recientemente, dicho inmueble    fue   utilizado  el  sábado 26  de noviembre  del año  en curso, como un campo  ferial organizado  por  la municipalidad, por lo que con  la  actuación descrita   se lesionan  sus derechos fundamentales.  Señala la Sala que no le corresponde determinar el uso que se le debe dar a determinado bien público, lo anterior, es una cuestión de evidente legalidad ordinaria que excede tanto la naturaleza sumaria del proceso de amparo como la competencia de esta Sala, definida por la Ley y la propia Constitución Política. Bajo esta tesitura, puede el tutelado acudir,   si a bien lo tiene, sea ante la propia autoridad municipal o, a la jurisdiccional contencioso administrativa, sede en la cual -dicho sea de paso- el nuevo Código Procesal ofrece múltiples herramientas para la tutelada de situaciones jurídicas sustanciales de los administrados, supuestamente vulneradas, por conductas  omisivas de las Administraciones Públicas. Se declara sin lugar el recurso.   SL
1344-12. VÍA PÚBLICA. MAL ESTADO DE ALCANTARILLAS EN POBLADOS EN  PASO CANOAS PROVOCA DESBORDAMIENTO DE LAS AGUAS EN LA CALLE.  El recurrente manifiesta que es vecino de La Cuesta, en Corredores,  y ha vivido en dicho lugar por más de diecinueve años, durante los cuales ha utilizado la carretera que comunica  el pueblo de La Cuesta con el de Paso Canoas. Manifiesta que las obras realizadas por la Municipalidad de Corredores en el alcantarillado de esa vía han perjudicado a los vehículos y a las personas que transitan por allí, así como a las propiedades cercanas, debido al drenaje de las aguas que provienen del centro de Paso Canoas y propiedades vecinas. Explica que en la época lluviosa la cantidad de agua que baja por el alcantarillado se desborda sobre la carretera, y la cubre totalmente. Acusa que dicha situación se produce debido a que la Municipalidad recurrida no brinda el respectivo mantenimiento a dicho alcantarillado, ya que por éste circula abundante basura que obstaculiza el paso del agua, lo cual se agrava por la falta de limpieza en  las  orillas  de  la  carretera. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Vice Alcalde y a la Presidenta del Concejo, ambos  de la Municipalidad de Corredores  y al Director Ejecutivo a.i. del Consejo Nacional de Vialidad, que dentro del ámbito de sus competencias y de manera coordinada, adopten inmediatamente las medidas que sean necesarias para darle solución definitiva a los problemas denunciados por el recurrente de obstrucción y desbordamiento de alcantarillas, que se presentan en la carretera nacional que comunica La Cuesta con Paso Canoas, y que ejerzan el control y seguimiento correspondiente para evitarlo en el futuro. CL
1259-12. SANCIÓN.  OMISIÓN EN APLICAR SANCIÓN  IMPUESTA AL ALCALDE DE SAN JOSE POR RECOMENDACIÓN DE LA CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA.   El recurrente manifiesta que en aplicación del artículo 68 de la Ley  Orgánica  de  la  Contraloría  General  de  la  República,  se  inició  un  procedimiento sancionatorio contra el Alcalde de San José, el cual finalizó con la  recomendación de la Contraloría de suspender por quince días sin goce de salario a  dicho funcionario.    Explica que la autoridad administrativa competente  para  sancionar  tiene  ocho  días  para  interponer  una  gestión  de  revisión  ante  la  Contraloría General de la República y una vez resuelta dicha gestión, deberá  cumplir, sin dilación, lo dispuesto en el pronunciamiento técnico jurídico emitido,  so pena de incurrir en el delito de desobediencia.  No obstante, el recurrente alega  que el Alcalde ha manifestado que no hay un superior jerárquico que aplique la  sanción impuesta, debido a que ocupa un puesto de elección popular. Esta Sala resolvió, que no le compete revisar si el Concejo Municipal de San José es el órgano competente para ejecutar la recomendación de la Contraloría General de la  República;  ello  es  labor propia  de  la  vía  común.  En consecuencia,  de considerarlo pertinente, la parte recurrente puede plantear su inconformidad ante las instancias administrativas o jurisdiccionales correspondientes, ante las cuales podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. Se rechaza de plano el recurso. RP
PENSIONES ALIMENTARIAS

2221-12. DEFENSA PÚBLICA. DISCRIMINACIÓN  POR AUTORIZAR DEFENSOR EN PROCESOS ALIMENTARIOS SOLO A LAS MUJERES.  La recurrente  manifiesta, que  si  ante  la  ley todos  somos   iguales, pregunta  por   qué  razón  no  se provee de abogado a los hombres que enfrentan procesos de pensión alimentaria, mientras que a las mujeres sí se les informa de sus derechos y defensa. Además, reprocha que a los  hombres  se  les  impone  de  inmediato  una  pensión  sin  indagar  su  estado económico y  finalmente los meten a  la cárcel, sin buscar una solución alternativa. Solicita se dé un trato igualitario a estos hombres y que  entre  tantos profesionales  como   tiene  la  institución recurrida,  busquen   una mejor medida de solución y así aminorar el sufrimiento de ambas familias, la de los demandados y los demandantes.  La Sala señala que debe aclararse  al  recurrente  que  las decisiones   de  los  jueces  de  la  República  no provienen de una política de  la  institución, sino del cumplimiento de las leyes que existen sobre pensiones alimentarias. Sobre el tema la Sala emitió el voto 6610-01, en  el  cual  se  explicó  que  la  Ley  de Pensiones   Alimentarias, desarrolla   en  su normativa,  el principio   del contradictorio  y  de bilateralidad  de  las partes,   que  le permite  al demandado,  oponerse   en  el proceso,   aportar  la prueba   y oponer   las excepciones que estime pertinentes, así como impugnar las resoluciones que estime conveniente.  Bajo esta  tesitura,   el derecho  de defensa  del recurrente se  encuentra garantizado. Tampoco   podría hacerse   la  equiparación  de  la defensa   gratuita por parte  del Estado,   en  el  sistema  penal  al proceso   alimentario,  toda  vez  que  su naturaleza es muy distinta.  Si bien es cierto una consecuencia del incumplimiento de  la  obligación  alimentaria  es  el apremio  corporal,   ello  no convierte   en  forma alguna dicho proceso en materia penal, pues el objeto de  la Ley es dotar a la parte familiar más  débil  y necesitada,  de los medios  idóneos para   exigir un derecho de subsistencia  y con   relación  a  este objeto   se  dirime  la defensa   del demandado, a diferencia  de  los procesos   penales,  en  los  cuales  el  derecho  de  defensa  va encaminado a proteger esencialmente la libertad de las personas. Por ello no se está ante una situación de desigualdad o discriminación, ya que si el obligado a pensión alimentaria  sostiene  otra  familia,  ello  no  puede  venir  en  detrimento  de  otros acreedores  alimentarios  y  es  allí donde   el  Juez  de Pensiones   Alimentarias debe analizar  la  situación  concreta  para  dictar  el  Derecho  que corresponda.   Se rechaza por el fondo el recurso.  RF
1498-12. APREMIO CORPORAL. DEUDOR ALIMENTARIO DETENIDO A PESAR DE REBAJARLE CUOTA DE SU SALARIO. El recurrente manifiesta que labora para el Ministerio de Seguridad Pública desde hace 5 años y a pesar de que su pensión se rebaja automáticamente del salario, fue emitida en su contra una orden de apremio. En vista de lo anterior, se comunicó al juzgado, en donde se le informó que había sido un error del banco, por lo que la orden había quedado sin efecto, a partir de ese momento. Manifiesta que por causa injustificada por parte de la autoridad judicial recurrida, fue detenido, lesionándose con ello, sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso. CL
1440-12. APREMIO COPORAL. CUOTA PROVISIONAL DESPROPORCIONADA Y CARENTE DE FUNDAMENTACIÓN. Alega el recurrente que en el proceso de pensión alimentaria que se tramita en su contra ante el Juzgado de Pensiones  Alimentarias del Primer Circuito Judicial de San José, se le impuso una obligación alimentaria provisional excesiva mediante una resolución que carece de fundamentación. Acota que, en virtud de que no puede cubrir el monto ordenado por el juzgado recurrido, se emitió orden de captura en contra del amparado. Se declara con lugar el recurso  y, en consecuencia,  se anula la resolución del Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de San José de las doce horas y veintinueve minutos del veintiséis de agosto de dos mil nueve, y se ordena al Juzgado recurrido resolver de forma inmediata la pensión provisional. CL 
PODER EJECUTIVO
2539-12. RESERVA INDÍGENA. NEGATIVA EMITIR DECRETO PARA CORREGIR LINDEROS DE RESERVA MATAMBÚ.  Los recurrentes reclaman la violación de sus derechos fundamentales, por la omisión injustificada de las autoridades del Ministerio de Gobernación, Policía y Seguridad Pública, de la Procuraduría General de la República, del Ministerio de Cultura y Juventud y del Ministerio de Bienestar Social y Familia, de tomar las medidas necesarias y ejecutar las acciones pertinentes para emitir, con la mayor celeridad posible, un Decreto Ejecutivo en que se rectifiquen los linderos de la Reserva Indígena Matambú, debido a la existencia de un error en la determinación, que fijó dos puntos no coincidentes cartográficamente. En este sentido, acusan que las autoridades accionadas  se niegan a emitir ese Decreto, pese  a las múltiples gestiones que han formulado  con ese fin. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Mixto de Ayuda Social, con recargo de Ministro de Bienestar Social y Familia, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes, a fin que dentro del plazo improrrogable de seis meses a partir de la notificación de esta sentencia,  se dicte el Decreto Ejecutivo a que hacen referencia los actores, con respecto a la rectificación de los linderos de la Reserva Matambú, de lo cual se deberá informar a la Sala Constitucional. CL
2324-12. DEMOLICIÓN. TEMPLO CATÓLICO DE PURISCAL EN PROCESO DE DECLARATORIA DE PATRIMONIO HISTÓRICO ARQUITECTÓNICO.  Los recurrentes  acuden ante esta Jurisdicción Constitucional  y  exponen que el Ministerio recurrido inició un proceso de declaratoria de patrimonio  histórico arquitectónico del Antiguo Templo de Puriscal, con lo cual el inmueble  queda amparado  de manera provisional  al régimen de protección previsto  en el artículo 7 de la Ley de Patrimonio Histórico Arquitectónico, situación que implica  la prohibición de demoler o cambiar la estructura del inmueble y que sobre ese  inmueble pesa una orden sanitaria que ordena esa demolición por el peligro que  representa el mal estado  de esa estructura  para la vida de los pobladores.  En este caso se indica que esta jurisdicción,  no puede valorar la procedencia o no de la continuidad del trámite iniciado por el ministerio recurrido ó la posible supremacía que la orden sanitaria tenga sobre la resolución emanada del ministerio accionado, ni tampoco si éste acto se ajusta o no a la normativa legal vigente, labor propia de la vía común -administrativa o jurisdiccional- ya que esta Sala no es un contralor de la legalidad de las actuaciones o resoluciones de la Administración. Por lo anterior, deben los petentes, si a bien lo tienen, alegar sus reparos en la vía administrativa o jurisdiccional correspondiente. Se rechaza de plano el recurso.  RP
2125-12. TAXIS.  DISCRIMINACIÓN EN PLAZO OTORGADO A TAXISTAS PARA CAMBIO DE MODELO DE SUS VEHÍCULOS.  El recurrente acusa que según lo dispuesto en el Decreto Ejecutivo DE-34103-MOPT, los vehículos automotores que utilicen la modalidad taxi, no podrán contar con un rango de antigüedad superior a los 15 años a partir de su fecha de fabricación. Afirma que el Consejo de Transporte Público está otorgando un trato desigual a los propietarios de los modelos 96 y superiores, por cuanto a los vehículos modelo 1994 y 1995 se les extendió el plazo para realizar el cambio de unidad respectivo. Señala la Sala que en el caso de análisis, no se desprenden elementos de juicio objetivos que permitan determinar la existencia de la disposición normativa que discrimine entre los vehículos modelo 1994 y 1995, respecto de los del año 1996. Por el contrario, del informe rendido bajo juramento se desprende que los vehículos modelo 1994, 1995 y 1996, están recibiendo el mismo trato, pues el Consejo de Transporte Público, mediante el artículo 3.1. de la Sesión Ordinaria 87-2011 del 24 de noviembre del 2011, dispuso: “Adicionar al artículo 3.2. de la Sesión Ordinaria 82-2011 los años modelos a los cuales se les prorroga el plazo para realizar el cambio de unidad de servicio público modalidad taxi por tres meses adicionales, siendo 1994, 1995 y 1996”. Así las cosas, no se logra acreditar la supuesta lesión al derecho a la igualdad reclamada por el recurrente y en vista de que tan sólo consta su alegato frente al informe rendido bajo juramento, considera la Sala que lo procedente entonces es desestimar el recurso. Es decir, en el expediente no existe prueba alguna que permitiera determinar la veracidad de la afirmación que hace el recurrente y por ende, al darse una contradicción de criterios, la Sala opta por atenerse al informe rendido bajo juramento, como la faculta la ley para hacerlo. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Castillo Víquez pone nota y rechaza el recurso por razones diferentes. SL
1689-12. VÍA PÚBLICA. MALAS CONDICIONES DE CARRETERA EN SAN VITO DE COTO BRUS PONE EN RIESGO LA VIDA DE LOS POBLADORES. El recurrente manifiesta  que  la  vía  que comunica  a San Vito con  Paso Real  se encuentra  en muy malas condiciones,   al punto   que  el trayecto  se cumple  en dos horas cuando  debiera  tardar  tan  sólo  cuarenta  y cinco  minutos.  Asegura   que  la mala situación del camino amenaza la vida y la salud de quienes por allí transitan, por  el  alto  riesgo  que representan  los huecos,  los atropellos y  la posibilidad   de accidentes  de  tránsito. Se declara CON LUGAR el recurso. Se condena al Estado, al pago de las costas, daños y  perjuicios  causados   con  los  hechos   que  sirven  de  fundamento   a  esta declaratoria,  los  que  se  liquidarán  en  ejecución  de  sentencia  de  lo contencioso administrativo. CL
1457-12.  RED DE CUIDO.  DIRECTRIZ PRESIDENCIAL LIMITA EL ACCESO A PLAZAS PARA ATENDER NIÑOS EN CEN CINAI. La recurrente se encuentra disconforme con la Directriz No. 013-h, emitida por la Presidencia de la República y por el Ministerio de Hacienda, dado que, explica, no permite el uso de la plaza de la Dirección Nacional del Centro de Educación, Nutrición y Centro Infantil de Atención Integral (CEN-CINAI), para el cuido de los niños de la comunidad el Muelle. Dicha ordenanza, refiere que "(...) no se autoriza la creación de plazas ni la utilización de las plazas que queden vacantes a partir de la vigencia de esta directriz, exceptuando sólo aquellos casos de interés prioritario para el esta (...)". Arguye que con esa medida, se lesionan los derechos de los niños y no se cumple con la propuesta de la Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil, ya que, a partir de ahora, las madres solteras como ella no recibirán más este apoyo, ya no va a poder trabajar y su hija, no va seguir gozando de los beneficios de este servicio. En este caso, señala la Sala que lo  cuestionado en este caso es la oportunidad y conveniencia de la procedencia de la política dictada por el Poder Ejecutivo, para el control del gasto, situación que no puede ser revisada por este Tribunal Constitucional. En consecuencia, lo procedente es que la recurrente plantee sus quejas y solicitudes en la vía ordinaria que corresponda, a fin que allí se resuelva conforme a Derecho. Se rechaza de plano el recurso.  RP
1484-12. ARMAS. INERCIA DE AUTORIDADES PUBLICAS EN INVESTIGAR ROBO DE ARMAS DE LA POLICÍA DE TRANSITO.   El recurrente acusa que el Ministro de Obras Públicas y Transportes no ha tomado acciones pertinentes para realizar la investigación correspondiente para determinar lo ocurrido el 30 de enero de 2012 en las instalaciones de la Policía de Tránsito, donde fueron sustraídas varias armas de fuego, además, no se ha dado apertura a los procedimientos administrativos en contra de los funcionarios responsables del resguardo de dichas armas. Señala la Sala que no le corresponde conocer sobre  ese reclamo y determinar cuál debe ser el proceder de dicha autoridad. Tampoco corresponde a este Tribunal imponer el régimen sancionatorio, ni verificar la posible existencia de un incumplimiento de deberes por parte de los funcionarios, toda vez que ello no es materia propia de ser dilucidada ante esta jurisdicción, sino ante la propia autoridad recurrida o en la vía penal correspondiente. Se rechaza de plano el recurso.  RP
1276-12. ARMAS. INCONFORMIDAD CON DIRECTRIZ PARA EL CONTROL DE LA TENENCIA DE ARMAS. El recurrente estima que resulta arbitrario y contrario a derecho el dictado de la Directriz No. 1 del 10 de enero de 2012, que se denomina -Disposiciones administrativas necesarias para el control y fiscalización de las armas de fuego-, emitida por el Ministerio de Seguridad Pública. Lo anterior, en virtud de que impone una serie de limitaciones para la obtención de los permisos, tenencia y utilización de armas de fuego que no se encuentran previstas en la Ley de Armas y Explosivos. En este caso, señala la Sala que en su jurisprudencia ha señalado que no existe un derecho fundamental a la portación y tenencia de armas de fuego, sino de un derecho meramente legal que es susceptible de ser regulado por el Estado y restringido de conformidad con los límites establecidos en el artículo 28 de la Constitución Política. Bajo ese contexto, el uso de armas de fuego con independencia del fin y utilidad que se de a éstas, es una actividad que por sí es susceptible de ocasionar daños a terceros, motivo por el cual el Estado se encuentra facultado para emitir una regulación sobre la inscripción y permisos de uso de estos dispositivos en forma legítima, para su utilización con fines de seguridad y defensa, además, cuenta con plena potestad para mantener un estricto control acerca del tipo y cantidad de las armas en posesión de la ciudadanía y los requisitos que solicita para su obtención (Ver sentencias 14020-09 y 2479-10). Ahora bien, si lo que el amparado considera es que dicha directriz fue emitida en contra de lo dispuesto en la ley debe alegarlo, como señala que lo hizo anteriormente, ante la jurisdicción contencioso administrativa para que ahí se resuelva lo que en derecho corresponda, por tratarse de un asunto de mera legalidad. Se rechaza por el fondo el recurso.  RF
PODER JUDICIAL
2336-12. DEFENSA PÚBLICA. DENEGATORIA DE DEFENSOR A DEMANDADA EN PROCESO DE DIVORCIO. La recurrente manifiesta, que su esposo interpuso ante el juzgado recurrido un proceso abreviado de divorcio  en  su  contra   y por carecer de recursos económicos, solicitó la designación  de un defensor  público para que la represente,  sin embargo,  su solicitud  fue rechazada. Indica que con lo actuado se conculca su derecho de acceso a la justicia  y  se contraviene lo dispuesto en el artículo 7  del Código de Familia. Esta Sala resolvió, que partiendo de la sentencia 2009-12604, resulta impropio aducir la obligación de la Defensa Pública de intervenir en todos  aquellos procesos  de familia donde  su participación sea reclamada, pues según lo dicho, esa participación lo debe ser tan sólo a favor de la parte actora de los procesos alimentarios, en razón, precisamente, del carácter especial que los alimentos revisten para el desarrollo personal, familiar y social, y de los derechos a la vida y la salud. No  obstante,  de conformidad con lo establecido  en el considerando  II de esta sentencia, debe hacerse notar a la amparada  que la posibilidad  de intervención de la Defensa Pública en materia de familia,  está limitada y restringida a la asistencia que pueda y deba prestarse a la parte actora de procesos alimentarios y no en todos los procesos  que se tramitan en esa jurisdicción. En este sentido, la negativa a designarle un  defensor público  que  ejerciera  su  representación  en  el proceso  de  divorcio interpuesto en su contra, carece del efecto de violentar sus derechos fundamentales,  ya que no se le está negando el ejercicio de su derecho a la defensa pues puede  hacer uso de todas las herramientas que el principio del contradictorio pone a su  disposición en este tipo de asuntos judiciales. De tal forma, lo acusado dista de ser  violatorio del derecho a la defensa. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
2350-12.   REGISTRO JUDICIAL.  PLAZO DECENAL PARA LA PRESCRIPCIÓN DE LOS ANTECEDENTES PENALES ANOTADOS EN HOJA DE DELINCUENCIA. El recurrente señala que el día 19 de enero de 1999 el  Tribunal de Heredia le sentenció a tres años de prisión por el delito de estafa,  falsificación y uso de documento  falso y le otorgó el beneficio de ejecución  condicional de la pena por un período de cinco años, según consta en el Registro Judicial. Indica que por tener su hoja de delincuencia manchada, le ha sido difícil  conseguir trabajo, por lo que solicitó al Registro Judicial que cancelará la anotación  respectiva que constaba a su nombre; sin embargo, su gestión fue rechazada bajo el argumento de que en los casos en los que se concedió el beneficio de la ejecución condicional de la  pena,  ésta  se cumple una  vez  que transcurre el término  correspondiente al beneficio, pues es únicamente hasta ese momento en el que la  sanción se extingue (artículo 11 de la Ley de Registro y Archivos  Judiciales). Indica la Sala que debe aclarársele al recurrente que el plazo de los diez años, inicia a partir de la fecha de cumplimiento de la condena penal, en este caso tal y como se lo aclaró el Registro Judicial accionado en los casos que se concedió el beneficio de la ejecución condicional de la pena -como el  suyo-, la pena se cumple una vez transcurre el término correspondiente al beneficio,  pues es únicamente hasta ese momento en el que la sanción se extingue, por lo  tanto, a partir de ese momento se debe contar el plazo decenal de prescripción  regulado en el artículo 11 de la Ley de Registro y Archivos Judiciales. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
2047-12. DATOS PERSONALES.  REGISTROS EN ARCHIVO CRIMINAL DE O.I.J. ESTÁN DESACTUALIZADOS.  El recurrente   acusa  que  el  Archivo  Criminal  del Organismo  de  Investigación  Judicial  cuenta  con  información  criminal aparentemente suya, lo cual provocó que fuera despedido de su trabajo, además de malos tratos y discriminaciones   por  parte  de  oficiales  de  la  policía  que  lo  han requisado, situación que vulnera su derecho a la intimidad y al honor. La Sala determina que no representa una infracción a ningún derecho fundamental el hecho de que en la base de datos del Archivo Criminal, conste  información del recurrente respecto a detención y causa penal en su contra de la cual fue sobreseído, sin embargo tal información no ha sido  actualizada  en  la  base  de  datos  que  lleva  el  Archivo  Criminal, por lo que debe incorporarse dicha información,  sin  que  se deba eliminar esa causa en concreto.  Se declara parcialmente con   lugar  el recurso,  solo  en cuanto   a  la  falta  de actualización de los datos relativos a la causa penal. Se ordena  al Jefe  del Archivo   Criminal  del Organismo   de Investigación  Judicial, que de inmediato actualice  la información contenida   en  la  base  de datos   del  Archivo  Criminal  a nombre   del recurrente,  referente  al  estado  de  la  causa , en los términos expresados en esta sentencia. En  lo  demás  se  declara  sin  lugar  el  recurso. CL Parcial
2109-12. EXPEDIENTE JUDICIAL.  NEGATIVA A BRINDAR COPIA DE EXPEDIENTE DE DEUDOR ALIMENTARIO A PERSONA AUTORIZADA.  El recurrente adujo que, el 23 de enero de 2012, solicitó al Juzgado de Pensiones Alimentarias de Pérez Zeledón, le entregara una copia certificada del expediente judicial, para lo cual autorizó a una asistente. Alegó que, un funcionario del despacho recurrido negó lo requerido bajo el supuesto que –“ ellos no podían entregar copias a asistentes temporales (…)-. Por lo descrito, estimó vulnerado el derecho de acceso a la justicia, consagrado en el artículo 41 de la Constitución Política.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Juez de Pensiones Alimentarias de Pérez Zeledón, que, inmediatamente: a) Se abstenga de incurrir en los hechos que dieron mérito para acoger el presente recurso y; b) facilite a la persona que autorice el recurrente, la copia del expediente judicial, siempre y cuando éste último continúe siendo abogado del demandado alimentario. CL
2169-12.  SALA CONSTITUCIONAL. ADVERTENCIA JUDICIAL POR PRESENTACIÓN DE  RECURSOS REITERATIVOS (TEMERIDAD).  El recurrente  manifiesta,  que esta Sala le  advirtió  que  podría  ser  sancionado  por  la presentación en forma reiterada de recursos de amparo, pese a que podría cambiar el  criterio  emitido  por dicho   órgano jurisdiccional  sobre  distintos  casos   bajo  su conocimiento.    Menciona  que como ciudadano acudió a la Sala al estimar sus derechos violados y estima que el apercibimiento   de  ser sancionado   por  temeridad  por  la interposición  de recursos   de amparo,   violenta  sus derechos  fundamentales   y  lo dispuesto  en  la  Convención  Americana  de  Derechos  Humanos. En este caso, señala la Sala que la  línea  jurisprudencial  de  este  Tribunal  es  clara  al establecer   que,  cuando  un  recurso  se  presenta  sobre  gestiones  que  han  sido desestimadas  por  esta  Sala  en anteriores  ocasiones  sobretodo  recientes,   si  no  se aportan  nuevos elementos,  argumentos   ni  hechos  relevantes  que ocasionen   un cambio  de criterio,  es   una  gestión inadmisible.    En ese mismo orden de ideas,   el reiterar una gestión con los mismos argumentos aunque varíe incluso el recurrido, teniendo pleno conocimiento de  la decisión ya adoptada sobre el fondo del asunto no va  a variar el criterio de  la Sala,  más bien  implica un desgaste de los recursos humanos  y materiales  de  la  jurisdicción constitucional  en forma  innecesaria,   que incluso  llega a desmejorar el servicio al cual está llamado a brindar este Tribunal, pues  le ocupa tiempo y recursos que puede destinar a los demás casos. Nótese que el tema respecto del cual se le apercibió en dicho amparo, ha sido planteado por el recurrente en más de 15 ocasiones solo el año pasado. Es por ello que la aplicación de esta  disposición  en  su caso,  bajo  las condiciones  señaladas no es  arbitraria,  ni implica una denegación del  acceso a la justicia. Ciertamente,  la  aplicación de este presupuesto normativo es  de carácter excepcional,  dado que una de las finalidades de la Sala es garantizar y permitir a la ciudadanía  el acceso   a  la  justicia constitucional, sin embargo  fue previsto por   el legislador,  precisamente para evitar un abuso del acceso tan amplio que tienen todas las personas   de  la  jurisdicción  constitucional  en  nuestro  país.  Los derechos fundamentales  no  son  ilimitados  y  en  este caso,   el acceso   a  la  justicia  también encuentra sus  límites precisamente para permitir el ejercicio de ese mismo derecho también a otras personas,  y no el ejercicio abusivo de éste. Bajo ese entendido, el artículo 51 cuestionado no es inconstitucional, pues resulta razonable que exista un instrumento procesal   que  permita  evitar  un  ejercicio  abusivo  del derecho   que implique las consecuencias señaladas. Efectivamente la Sala puede variar de criterio en algunos  casos  principalmente  ante  la existencia  de supuestos  distintos   o  de  la conformación  del Tribunal,   sin embargo  ello  no  implica  que  una misma persona reitere  el  tema esperando  que  algo  así  pueda  ocurrirle  y  que  lo  haga  con  una frecuencia desproporcionada, pues incluso se puede considerar una acción procesal maliciosa y dolosa. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro  recurso efectivo  ante   los  jueces  o tribunales  competentes,  que  la  ampare contra  actos  que  violen  sus  derechos fundamentales   reconocidos  por  la Constitución,  la  ley  o  la presente   Convención,  aún cuando   tal  violación  sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.   Sin embargo, ello no justifica un acceso desmedido y abusivo del derecho por parte de una sola persona, que más bien puede  llevar a demeritar el acceso de este derecho a las demás personas.   Se rechaza por el fondo el recurso. RF
1444-12. MORA JUDICIAL. RETARDO EN RESOLVER INCIDENTE DE REBAJO DE PENSIÓN ALIMENTARIA. El  recurrente  interpone  recurso  de  amparo  contra  el Juzgado de Pensiones Alimentarias  de  Cartago  y  manifiesta  que,  dentro  del proceso  de  pensión alimentaria  que  se  tramita  en  el  despacho  recurrido,  bajo  el  expediente 07-000044-0772-PA-9, presentó un incidente de rebajo, por haber cambiado la situación económica del amparado, así como de la parte actora. Reclama que tiene más de dos años de esperar, sin que el incidente se resuelva, con las consecuencias económicas correspondientes.  Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Jueza de Pensiones  Alimentarias de Cartago,  que el incidente de rebajo de pensión promovido por el recurrente sea resuelto dentro en un plazo razonable, en el evento de que no lo haya sido al momento de dictarse la presente sentencia. CL
PRIVADOS DE LIBERTAD
2471-12. CONDICIONES. ÁMBITO DE CONVIVENCIA E DE LA REFORMA.  Los recurrentes solicitan  la  tutela  de  su dignidad e integridad personal, por cuanto, se encuentran privados de su libertad en el Ámbito de Convivencia E del Centro de Atención Institucional La Reforma, pero no se encuentran ubicados, propiamente, en celdas, sino en unos espacios reducidos donde no  tienen cama,   agua potable o acceso  al servicio sanitario,  estimando que sus condiciones de vida son inhumanas e inaceptables. Alegan, de otra parte, que no están recibiendo atención médica.   Se  declara  parcialmente  con  lugar  el recurso.   Se ordena al Director   a.i.  del Centro   de Atención Institucional   La Reforma  y  al Director   del Régimen  de Máxima Seguridad del Centro de Atención Institucional La Reforma,  en  forma  inmediata, tomen   las medidas  que  estén dentro   del marco   de  sus competencias   para  que procedan   a reubicar  a  los tutelados, en un espacio que no sea lesivo de su dignidad personal y se les suministre una cama  para  dormir   de conformidad con  las exigencias  de  las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, adoptadas por la Organización de las Naciones Unidas.   En  lo  demás,  se  declara  sin  lugar  el recurso. CL Parcial
2025-12. HACINAMIENTO. MALAS CONDICIONES EN CENTRO PENAL DE SANDOVAL, LIMÓN.  El recurrente alega que en el Centro de Atención Institucional de Limón ( Sandoval ) decidieron trasladar  los  privados  de  libertad  que  se encontraban recluidos en el Pabellón B al   E-1,  bajo  el   argumento    que dicho   lugar    seria demolido, por tal motivo se generó  una  sobrepoblación  institucional,  pues  la capacidad máxima de dicho ámbito es de 96 personas. Señala que hay goteras que afectan  a los privados   de  libertad -especialmente  los  que duermen  en  el suelo-, plagas de cucarachas  y  de  ratas  y  las espumas  con   las  que cuentan   se encuentran   en mal estado. Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia, se ordena a la Directora  del  Centro    de  Atención Institucional   de  Limón,  y  al Director  General  de  Adaptación  Social,  que  de  forma  inmediata  adopten  las  medidas  pertinentes  para  que  se elimine  el hacinamiento  crítico  en  el Centro  de Atención Institucional de Limón, hasta llegar a su capacidad real. CL
2053-12. HACINAMIENTO.   CONDICIONES HIGIÉNICAS EN CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL DE SAN JOSE. El recurrente alega que  tiene ocho meses de encontrarse privado de libertad, en condición de indiciado, en el Centro de Atención Institucional San José, pabellón B-1. Explica que, a causa de la  superpoblación existente en el citado centro penitenciario,  no duerme en cama alguna  y  actualmente  está  en  un  dormitorio  en  el  que  solamente  deberían encontrarse veinte personas, a pesar de lo cual duermen  treinta y seis. Añade  que  a  la  fecha  no  ha recibido   ningún  tipo  de valoración  de ingreso,   al  igual  que   otros  privados   de  libertad.  Se declara CON LUGAR el recurso.  En consecuencia,  se ordena al Ministro  de  Justicia  y Paz,  al Director   a.i.  del Centro Institucional  y Director General  de Adaptación Social Centro Institucional de San José, que  de  forma inmediata adopten   las medidas  pertinentes  para  que  se  elimine  el hacinamiento crítico  en  el  Centro  de  Atención  Institucional  de  San  José,  hasta  llegar  a  su capacidad  real. CL
1698-12. REQUISAS INDEBIDAS. CUSTODIOS DEL CENTRO PENAL OBLIGAN A RECLUSO A DEFECAR EN BALDE. El recurrente  alega que  tanto  él como  su compañera  sentimental  han sido  sometidos   a requisas  indebidas  por  parte  de  las autoridades   penitenciarias  del  Centro  de  Atención  Institucional  Dr. Gerardo Rodríguez Echeverría. Agrega  que,  en  su caso particular,  el día 24 de  diciembre del  2011  fue  obligado  a  defecar  en  un  balde  plástico,  pues, supuestamente, escondía droga en el ano. Se declara parcialmente con lugar el recurso, a favor del amparado. De conformidad  con  lo dispuesto   en  el  artículo  50  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción Constitucional,  se  previene  al  recurrido  no  incurrir  a  futuro  en  los  actos  u omisiones que dieron mérito a la acogida de este proceso de amparo. CL Parcial
1600-12.  ATENCIÓN MÉDICA. RECLUSO CON PROBLEMAS DE SALUD DUERME EN EL SUELO Y NO RECIBE ATENCIÓN. El recurrente manifiesta, que se encuentra privado de libertad en el centro penal recurrido. Señala que se ve obligado a dormir en el suelo a pesar de sus padecimientos. Acota que se le negó la atención médica el dieciséis de enero de dos mil doce. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director, y a la Jefa del Servicio de Salud, ambos del Centro de Atención Institucional de Pérez Zeledón, que efectúen los trámites necesarios para que en forma inmediata se le facilite una cama al amparado, en igualdad de condiciones con los demás reclusos que sí la poseen. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL
1338-12. TELÉFONO PÚBLICO. INCONFORMIDAD CON REGULACIÓN EN CENTRO PENAL.  El recurrente cuestiona el sistema telefónico existente en el Centro de Atención Institucional La Reforma,  por cuanto las llamadas realizadas por los privados  de libertad desde los teléfonos públicos ubicados en dicho centro penitenciario tienen una duración máxima de 5 minutos y, además, cada cierto tiempo se escucha un mensaje que advierte que está por acabar el tiempo y que la llamada proviene de un centro penitenciario. También acusa que, aparentemente, las autoridades recurridas han programado el sistema de forma tal que no se pueda llamar a ciertos números telefónicos, como sería el caso de los números telefónicos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y  del periódico La Nación. Señala la Sala que, con vista  del informe rendido por las autoridades recurridas, rendido bajo la solemnidad del juramento,  que no ha existido un acto voluntario dirigido específicamente a impedir u obstaculizar que los privados de libertad se puedan comunicar a algún número telefónico en concreto. Por su parte, la apoderada del Instituto Costarricense de Electricidad explica que, en el caso  de los teléfonos públicos ubicados  en los distintos centros penitenciarios del país, se ha instalado un sistema que le advierte a  los  eventuales receptores  de  la llamada que ésta proviene de un  centro penitenciario, y en caso que el receptor esté anuente a recibir la llamada, debe marcar el número 1, pues caso contrario se corta la llamada. Ello puede provoca que, en el caso de las centrales telefónicas con contestador  automático, se imposibilite que el receptor pueda decidir si recibe o no la llamada (como sería el caso de los números de teléfono que señala el recurrente). Con lo que se verifica que no existe un acto voluntario de parte de las autoridades recurridas dirigido, expresamente,  a  impedir  la  comunicación  de  los  privados  de  libertad  a determinados  números  telefónicos -en  eventual  infracción  de  los  derechos fundamentales del amparado-,  y que si se han presentado  obstáculos para la comunicación a determinados números telefónicos, ello ha obedecido al sistema o mecanismo utilizado por los propios receptores. Por lo que tampoco se observa motivo para estimar el amparo respecto a este extremo. Ello sin perjuicio, claro está, que la disconformidad del recurrente respecto de la forma en que opera el referido sistema se puedan plantear ante la propia autoridad recurrida, o bien, ante el respectivo Juzgado de Ejecución de la Pena.   Se declara SIN LUGAR el recurso.   SL
PRONTA RESOLUCIÓN

2828-12. DIPUTADOS.  SE ACUSA RETARDO DE PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPUBLICA EN RESOLVER CONSULTA LEGAL.  Los recurrentes manifiestan que en su condición de Diputados de la Asamblea Legislativa el 18 de noviembre de 2011, enviaron a la autoridad recurrida una consulta sobre el contenido, alcance y vigencia del inciso 19 artículo 140 de la Constitución Política en relación con los contratos  de concesión de obras relativas a muelles nacionales. Acusan que a la fecha de interposición del presente recurso, no han recibido respuesta a su gestión, omisión que estiman lesiona sus derechos fundamentales. Señala la Sala que la gestión interpuesta por los  recurrentes  no  consistió  en  una  petición  pura  y  simple,  toda  vez  que  la Procuraduría General de la República se vio obligada a efectuar un análisis jurídico complejo, que obligó a indagaciones jurídicas sistemáticas, exhaustivas y minuciosas. En ese sentido, de los documentos aportados  se verificó que la consulta fue formulada el 18 de noviembre de 2011 y resuelta el 20 de febrero de 2012. El plazo transcurrido  no resulta, desde  el punto de vista constitucional, desproporcionado, dada la complejidad del tema consultado; por ende, no advierte esta Sala que, a pesar del tiempo transcurrido, en este asunto se haya producido una dilación irrazonable del procedimiento.  Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Castillo Víquez pone nota. SL
2619-12. MORA JUDICIAL. RETARDO EN DICTAR  SENTENCIA EN PROCESO LABORAL.   El recurrente manifiesta, que el 2 de octubre de 2003 presentó un juicio ordinario ante el Juzgado de Trabajo de Mayor Cuantía del II Circuito Judicial de San José. En dicho proceso reclamó el pago de una serie de derechos laborales que no le fueron reconocidos al momento de su despido. Señala que durante los ocho años y cuatro meses que lleva el proceso, cada vez que visita el despacho se le dice que el expediente se encuentra extraviado, por lo que debe esperar mucho para que aparezca, y en ocasiones no aparece. Indica que luego de un sin fin de retrasos procesales el expediente estuvo listo para dictar sentencia desde el mes de noviembre de 2011. No obstante, sin justificación alguna el asunto actualmente se encuentra paralizado. El 14 de diciembre reiteró ante el Juzgado una solicitud de dictado de sentencia, pero el asunto continúa. Se declara con lugar el recurso. CL

SERVICIOS PUBLICOS
2161-12. AGUA POTABLE. RETARDO EN RESOLVER PROBLEMA DE SUSPENSIÓN CONSTANTE DEL SERVICIO DE AGUA.  Los recurrentes  manifiestan que, como vecinos de Rosales de San Pedro de Santa  Bárbara    de  Heredia,  Calle    los Higuerones, desde hace más de cuatro años tienen problemas con el acueducto del lugar, lo cual les ocasiona que de seis de la mañana a siete de la noche, no cuenten con  agua potable.  Aducen  además que en  varias oportunidades han expresado infructuosamente  a la autoridad recurrida esta situación y el problema continúa, por lo que, consideran lesionados sus derechos y   solicitan   se   acoja   el   presente recurso.    Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de  la Municipalidad de Santa Bárbara de Heredia,  que dentro  del plazo  de seis  meses,  contado  a partir de la notificación de esta sentencia, ejecuten las acciones que sean necesarias y las obras requeridas para solucionar el problema que se presenta con el servicio de agua potable en  la comunidad Rosales de San Pedro de Santa Bárbara de Heredia, calle los Higuerones. CL
2170-12. ELECTRICIDAD. OBLIGAN A USUARIO A CANCELAR COSTOS DE INSTALACIÓN DEL SERVICIO ELÉCTRICO POR SU CUENTA.  La recurrente acude ante esta Jurisdicción Constitucional  y expone que la Cooperativa de Electrificación Rural Los Santos, le exige cubrir  el costo que representa  llevar el servicio eléctrico hasta su propiedad, por  lo  que  solicita  a  esta  Sala ordenarle a  esa cooperativa   asumir esos  costos   y brindarle el servicio que requiere. Esta Sala resolvió, que según se desprende de  lo indicado   en  el propio escrito  de  interposición,  a  la recurrente  no  se  le  está negando  la  instalación  del servicio,   sino  que  se  le  exige  cubrir  los costos   que requiere trasladar el servicio hasta su propiedad,  lo que no puede estimarse como violatorio de los derechos fundamentales de  la amparada.  De allí, que   la eventual disconformidad  de  la recurrente respecto  a  la legalidad de  lo actuado  por  la cooperativa   recurrida,  deberá  plantearse  en  la  vía  de  legalidad ordinaria correspondiente.  Se rechaza por el fondo el recurso.  RF
1739-12. SERVICIO DE AGUA. SUSPENDIDO POR PARTICULAR SIN AUTORIZACIÓN MUNICIPAL. La recurrente manifiesta, que un comité dirigido por el recurrido, cobra a los vecinos de la zona una tarifa mensual de ¢2.400 colones para el supuesto mantenimiento de mangueras o tuberías para el suministro de agua. Añade que si la persona no paga dicho monto, se suspende el suministro de agua. En vista que dicha situación le sucedió el miércoles 11 de enero de 2012, se presentó ante la Municipalidad recurrida para presentar la denuncia respectiva. Manifiesta que en dicha Corporación le informaron que el recurrido no tenía potestad para realizar dicha acción; por ello el 17 de enero del año en curso se presentaron en el lugar el ingeniero, en compañía de un policía municipal, quienes le indicaron al Presidente del Comité se abstuviera de realizar el "corte" del servicio de agua, pues no estaba autorizado para hacerlo. Pese a lo anterior, actualmente se encuentra sin agua, situación que pone en riesgo su salud y la de sus hijos. Se declara con lugar el recurso en contra del Comité Pro-mejoras del Alto de  San Blas, adscrito a la Asociación de Desarrollo Integral de Sector Norte de San Blas De Cartago. Con base en el artículo 63 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte al Presidente del Comité Pro-mejoras del Alto de San Blas, que deberá abstenerse, en el futuro, de incurrir nuevamente en actos similares a los que dieron lugar a esta estimatoria. En cuanto a la Municipalidad de Cartago, se declara sin lugar el amparo. CL
1752-12. SERVICIO DE AGUA. DEFICIENCIAS EN EL SERVICIO POR CONSTANTES DESABASTECIMIENTOS. El recurrente reclama la violación de sus derechos fundamentales, en particular del derecho protegido en el artículo 21 de la Constitución Política, por cuanto se muestra disconforme con las condiciones en que el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados presta el servicio de agua potable en la región de Raizal, Higuerillas de Colorado de Abangares. En este sentido, acusa que el servicio de agua potable es deficiente, con períodos prolongados de desabastecimiento.   Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Jefe de la Oficina Cantonal de Cañas de la Región Chorotega del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que ejecute las medidas necesarias a fin que dentro del plazo improrrogable de tres meses a partir de la notificación de esta sentencia, se brinde el servicio de agua potable en las zonas de Higuerillas, Raizal y San Cristóbal de Colorado de Abangares de modo ininterrumpido. CL
SUJETO DE DERECHO PRIVADO
1695-12. MEDICAMENTOS. RETENCIÓN DE MEDICINAS POR PARTE DE ARRENDANTE DE LOCAL COMERCIAL. El  recurrente  alega que desde   el  24  de diciembre  de  2011,  los representantes   legales  de  la sociedad accionada  cambiaron  los candados   del  portón  principal  y  le  están impidiendo  ingresar  a  la oficina  que  les estaba  alquilando,  sin  que pueda   retirar todas  sus  pertenencias personales.  Además indica,   que  en  esa  oficina  se  encuentran retenidos  asuntos  de  suma  importancia,  entre  ellos,  los  medicamentos  y tratamientos médicos que  recibe  su esposa  (lo cual  le ha provocado varias crisis), así como documentos importantes relacionados con reos presos, debido a su labor de abogado. Se declara parcialmente con  lugar el recurso,  solo en cuanto a  la  retención de  los medicamentos   por  parte  de  los accionados.  Se  ordena  al Gerente   con facultades   de apoderados  generalísimos  sin  límite  de  suma  de  la sociedad   recurrida, que de inmediato entreguen al recurrente los medicamentos de su esposa que se encuentran retenidos dentro del local propiedad de la empresa que representan. CL Parcial















